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Lorenz von Stein distingula entre constitu 
ciôn estatal y orden estatal. En la primera la voluntad 
y la Vida del estado actûan de abajo hacia arriba, y en 
el segundo ocurre viceversa(1).
En la Argentina de hoy existe, en el senti 
do de Stein, un orden estatal, pero no una constituciôn 
del estado.
El propôsito de este estudio es describir 
en su aspecto normativo el proceso que por pasos gradua 
les lleva en la Repûblica del Plata a la substituciôn / 
de la Constituciôn por el orden estatal encarnado en el 
poder militar.
Pero como las normas juridicas tienen poco 
sentido desligadas del ser nistôrico-sociolôgico y de / 
los puntos de vista valorativos(2), hemos tratado de // 
mostrar el proceso de decadencia de las creencias légi­
timantes dernocrâtico-constitucionales en la Argentina, 
que es la condiciôn de posibilidad de la desapariciôn / 
de la Constituciôn. Dentro del marco de esa decadencia, 
examinâmes, en cuanto nos résulta posible, el papel d« 
las teorias jurldicas en ese proceso de declinaciôn,
A su vez, desentrahar la crisis de valores 
aludida, poner en ciaro cuales son las creencias pollti 
cas y jurldicas que verdaderamente prevalecen, reqyiere 
adentrarse en la estructura histôrico-sociolÔgica del / 
pals.
Hemos dèbido abrir numérosos juicios sobre 
la problemâtica jurldico-polltica argentina, en mu*
chos casos no pueden pasar de ser hipotesis de trabajo, 
pues faltan exâmenes profundizados al respecto. Por lo 
demâs, el material de que disponemos es, en algunos as- 
pectos, relativamente limitado.
Sin embargo, es urgente realizar este gêne 
ro de estudios, pues la reaiidad politica argentine, en 
sus diferentes aspectos, es muy compleja, y la falta de 
esqueraas explicatives la hace aparecer ante muchos como 
enigmâtica. lor el±o nos nemos animado a intenter un en 
sayo, que por lo menos aspiramos a que sirva como apro- 
ximaciôn a una crucial problemâtica a la espera de con- 
sideraciôn.
1) Vid. Cari Schmitt, Verfassungslehre, 5a.éd., Duncker 
& Humboldt, Berlin, 1970, pag. 6.
2) Hermann Heller, cita extraida de Wofgang Schluchter, 
Entscneidung fur den sozialen Recntsstaat, Kiepenhauer 
& Witsch, Kôln - Berlin, 1968, pegs. 258/259.
4Cépttùlo I 
u  Re«6bllfa tamdlejaaal
la Argentine, que tuyo eu primer gobier* 
no nativo en =^ 181Û y se independi&ô de la Corona eepaào* 
la en 1816, viviô desde 1820 hasta 1860, àpr6xlmadam$n* 
te, en constantes guerras clyiles. En 1853 se dlô una / 
Constituciôn llamada a perdurar, con las reformas qUe / 
se le introdujeron en 1860, y desde 1862 nasta 1930 fun 
cionô sin soluciôn de continuidad el mécanisme institu- 
cional puesto entonces en marcha,(l)
Es innegablè^ que, como lo aflrma Sarapay 
(2), la Constituciôn de 1853 habia tenido por finalidad 
impulser al pals -caei despoblado- por la via del desa- 
rrollo capitaliste, abriéndolo a la inrnigraciôn europea 
y al ingreso de técnlcos, roaquinarias y capitales. Pero 
existlan distintas formas de procurer tal desarrollo. ü 
na consistla en que el Estado asumiera el roi de promo­
ter directe ciel creciœiento econôraico, actuando como so 
cio de los nûcleos comeroiales dirigidos al mercadp In- 
^terno y de las incipientes industries. Én fin, una pol^ 
tica proteccionista y de ciérta planificaciôn. Està o- 
rientaciôn, conciliable con la Carta Fundamentalp era| 
al parecer, la sugerida por hombres como Ferré y Fra-  ^
gueiro, cuyo influjo sob&e la formaciÔn del texto const 
tituctonal fue importante^?).
ta otra lecture poélble de la Çonatituclôi^ 
propiciada por el redactor de un antèproyeelo, Jdàn Bpjjî 
tlsta Alberdi, riguiendo las mas estrîctas teprlas 11- ;
brecambistao;: dio p # u l o  ■ ml, ;
mia s6lo agrarla, complementaria y dependiçbtë de la 
tânica, que no proporclq# nlngén creclmieiïto industrial 
al pals, y que inclusive fue incapas de poner en pie u- 
na produceiÔn agrarla verdaderamente moderna* pues la ^  
norme masa emigratoria encontrô las tlerras *antes pf** 
blicas- ya apropiadas y repartidas en grandes poseslC^ 
nés, originândose asi un perjudicial rlgimen de latifun 
ciios y minifundios(5).
Esta tendencia triunf6, dado que resppndla 
a las necesidades del patrieiado mercantil y terraténlén 
te de Buenos Aires, fuerza social mâs podcrosa, y m&s / 
estrechamente apoyada por &ran Bretada, que las que bu* 
bierar. podido, tal vez, poner en marcha el proyecto prg 
teccionista y de crecimiento integral.
bientras que este segundo se hubiera podi 
do realizar integrando las clases subordinadap, tanto / 
ci'iollas como inmigrantes, el proyecto librecambista / 
exigiô inicialmente el brutal marginamiento de la pobl^ 
ciôn criolla, y un trato muy riguroso dispensado a los 
inmigrantes# reacclôn qUêLestâ en los origenfs del 
cionalismo” aristocrâtlco posterior. .
la Constituçlôii daba lugar a la mano fuer 
te, a travês de las ampliàs facultades del 
y del estado de si tic. Bn ver&id, una intet|%e|adâ®k d# 
aqutila mâs acorde con les princlploa de libertad que f 
procldmw y que tuvieron en cuenta otras. di#'$os#idn##
mâs'valiosas' dél propid texio, hibrla, Impedldd e%
. . ' y ' 1.
rrollo autorltario dat poder(6). Pero las declslq###
fundame##l#s ^ el patflcmdq al adpptar.la
fueron : 1 ) otorgar al preaidente-vicarlo de aquelln 
se, facultades omnlmodaa(como dice expresamènte Alberdl) 
(7); 2) excluir a la roayorla del sufragio> Estos prcp6* 
sitos fueron fielaiente seguidos duraujte todd el tiempd 
del régimen seiïorial, hasta la tranBacGiôn de iste con 
el Partido Radical y la Implantacion del sUfragio uni­
versal, secrete y obligatorio(8), con el cual la Consti 
tucl6n adquiriô un contenido democrâtico, ciertamente / 
compatible con su texto(9), pero que habia sido ajsno S 
las decisiones bâsicas que la llâr.aron a la existehcla* 
(10).
Résulta, pues, que el proclamado libera*'.
lismo de la Constituciôn de 1853 se encuentra en contra*—
dicciôn con el propôsito de instituir un gobierno efeç* 
tivamente autoritario, que Aiberdi justificara como ex­
pedients temporal, como despotisme ilustrado(11), y que, 
en cambio, fue sentido por muchos miembros del patriclg 
do. como una necesidad para el mantenimiento de su pas** 
dorninio( 12) •
i'*uchas tendehcias que se mani fies tan el /'
• dla de hoy en la Argentina no tienen,pues, nada d# nue% 
vas. El respeto de labios para âfuera al sistema de ga- 
rantlâs constitucionalea, la décision de excluir al pug 
blo del sbfragio, y de utiliaàr autbrlt&riamante el po­
der, Justificando todo ello como medio para vencar una 
situaçiôn de necesidad, a6n cuando en #1 fondo «e atpf . 
qpe no hay otr# forma de el predominiti //.
composentes eatables de la mentalidad politica del pa-"^
- . . , ' XV '-y'" .y. \
triciado# que^ al parecer, #6lo realima ca#bio# t|kcti^\ 
1.. # #  -eh : io#;#^id#:.j##ee##'"#ehte.yK:ç#da^
.'•1-1-: "i Lr . . ‘ ' ' Vv «■ ’ _ '.lA v '.fiA Y  ' ur*-' r " ,i T.Vv r.'Y-V^-.w. i - ' - ' - t.V.
si, en jr:o;iiento, lue^o de 193L 3os^ ^ oblernos de facto, 
y lor gobif-rnos con barniz de lure, bas ad os en èl fraui- 
de electoral, dispensaron de recurrlr a elaboraciones / 
mayores. Ahora, los reglinenes rnilitoresjfundados en la 
ideologia de la seguridad nacional(l3) y en la entusias 
ta defer.sa de la necesidad del autoritarisme para 11e- 
gar alguna vez a la democracia, son los recursos dicta- 
dos por las necesidades de un momento en que el poder / 
patricio se viô en mayor peligro que nunca.
La dlsociaciôn en que se ha niantenido la / 
mentalidad politica patricia durante mâs de un siglo,el 
divorcio total entre teorla y pautas prâcticas de la po 
litica, rnerece ura investigacion que excede los limites 
de este trabajo. Por otra parte, en la bibliografla de 
que dispongo no encuentro indicaciones sobre el terr.a, 
excepte tal vez en algunos ensayos literarios de gran 
repercusiôn, como los de Martinez Estrada(14), que sena 
lan una dicotomia entre tendencies a la barbarie y bar­
niz de culture politica, atribuyéndolos a atavismes in- 
superables.
xero no se trata de ninguna fatalidad, si* 
no mâs bien de decisiones adoptadas en el momento de or 
ganizar el pais. En efecto, la disociaciôn corriente en 
la mentalidad politica del patriciado rioplatense, o / 
sea su profesiôn de fe'liberal y la oqciân simultânea 
or las formas i.utoritarias lue formuiada en términos 
explicitos \_>0T Aiberdi y Sarmiento(ver notas de este ca 
pitulo); verdaderos padres del sistema irstitucional A£ 
gertirîo. ja forma de concilier la évidente antinomia //
8lue el recurso a la idea del despotisme ilustradô, ”el 
poder omnîmodo para vencer el atraso y la ignorarcia*, 
como dijo Aiberdi.
Pero el patriciado en.su promedio no sien» 
te asi al poder autoritario ejercitado por êl como cia- 
se hegeifiônica, Siente, y afirma, que posee un derecho / 
natural al poder, derivado de haber"hecho al paie^', o / 
sea que se considéra el verdadero depositario de una po 
testad de tipo autoritario y paternalista, lo cual no / 
impide que los idéales de libertad e igualdad con los / 
cuales se justificô la independencia de Espana sean man 
tenidos, pues renegar de elles importaria quitar base / 
al proceso por el cual el patriciado pudo afirmarse y a 
dueharse de las tierras pûblicas, que eran de la Corona.
Esta gruesa contradicciôn, que no se ocul-
ta bajo la ir.arana de una ideolo^ia elaborada, es algo /
muy distinto del desgarramiento nailable en el pensamten
clâsico ~
to constitucional liberal/ En este ûltimo, el problema
estriba en que se afirman principles universales de li­
bertad e igualdad incompatibles con la estructura dé d£ 
cisi6n econômica de las sociedades capitalistas. Pero / 
el problema queda oculto por un espeso velo i4eol6gico, 
que Torja la ilusiôn de que la estructura de decisiônpg 
conômica se lunda, en âltimo término, en el consenso m& 
yoritario, y da lugar a una mala conciencia originante 
de grandes cambios.
Por el contrario, no se le ocurre al liberg 
lismo afirmar la libertad e igualdad como fundamentoa / 
del orden politico y creer simultâneamente en un orden '
politico autoritario patriarcal. Para dicha doctrina // 
siempre vale la mâxiraa de Lord Acton: "el poder corrom­
pe, y el poder absolute corrompe absolutamente",
la adhesiôn al ideario liberal como fè in- 
discutible, y la creencia visceral en el autoritarismo 
en el patriciado argentine es un fenômeno que no pas6 1 
nadvertido a Aiberdi en sus ultimes anos(l5), que,empe- 
ro, no profunoizo a ese respecto, ni rectiiicô, al pare^ 
cer, su justificaciôn fundada en la idea del despotismo 
ilustradô.
De todos modes, estâ claro que la subsister 
cia de la senalada aisociaciôn bâsica en la mentalidad 
politica patricia requiere una absoluta exclusiôn del / 
tema cel piano conciente y por ello no es rare que los 
iensadores dt alguna seriedad pertencciertes o Itcorpo- 
rados al patriciado tiendan ai fascisme, o a alguna f6r 
raula équivalente. Inclusive podria ser que el formalis­
me y esteticisirio carâcteristicos de la literature argen 
tina y la decadencia cultural del patriciado estén rela 
cionados con la disociaclôn aludida, caca vez mâs agudi 
zada en la medida en que se lia ido liaciendo transparen­
te el carâcter ilusorio de la justificaciôn alberdiana, 
este es, en que se ha advertido que el autoritarisme del 
patriciado no es nin^ûn expedients progresista, sino su 
forma, digamos natural, de actuar en politisa, el eje / 
de su dominaciôn.
Cabe preguntar ahora de dônde puede prove­
nir esta disociaci&n enfermiza. Al respecto me parece /
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dable tener en cuenta dos circunstancias:
1) Da la impresiôn que la estructura men­
tal corriente de las clases dominantes en la êpoca colo 
niai estaba ya impregnada de un marcado divorcio entre 
la teorla, a saber, el sistema rnâs o menos human o de las 
leyes de Indias, que era menester acatar mentalniente ,co 
rno el Credo eclesiâstico, y el sistema efectivo .de go-’ 
bierno y administraciôn(l6).
2) la internalizaciôn profunda de las pau­
tas pollticas libérales se dio en Europa y en Eorteamè- 
rica como parte de un proceso en el cual el poder ejer­
citado en la organizaciôn de la producciôn adquiriô ca­
ractères anônimos y despersonalizados, que, aûn cuando 
negatives en cierto sentido, creaban lejores bases para 
tomar en serio en el piano politico las ideas de liber­
tad e igualdad universales y de la autoridad emanâda / 
del consenso mayoritario. •
En cambio, la forma de organizaciôn de la 
empresa productive en la Argentina era personal y clien 
telar. Los peones estaban en situaciôn de prâctico vas£ 
liaje respecto del patrôn de la estancia, los establée^ 
mientos industriales no existlan,lia esclavitud dé los 
negros se encontraba arraigada lo rnismo que la servi dug 
brc pràctica de,loa indigenes. De alll que la manera de 
sentir, de apreliender intuitivamente el fenômeno del pg 
der, siguiera pautas autoritarias. El credo libéral dé 
reducidos grupos de intelectuales hubo de ser aceptado 
como argumente justificante de la revuelta con Espana, 
y como la empresa, al fin, fue acompanada de êxito, cqn
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la apariclôn de la Argentina moderna, la adheelôn a di- 
eho credo quedô fijada comô una expreslôn de lealtad a 
los prot ios origenes.
Este le parece el cuadro bâéioo de la men­
talidad politica patricia, sin el cual sus actitudes // 
prâcticas serlan imposibles, y que sôlo pue de "lantener- 
se a Costa de la mâs absoluta falta de reflexiôn.
En consecuencia, el patriciado no creâ un 
estado de derecho liberal sino un despotisme ilustradô, 
preocupado por la instrucciân pûblica, pero que no tenl 
a interês en el desarrollo de las instituciones libéra­
les. Asi lo prueba el hecho de que el jurado quedara co 
mo letra rnuerta en la Constituciôn, que la arcaica adm^ 
nistraciôn de justicia se marituviera, que no se desarro 
llara la protecciôn Judicial Trente a los actos ilega- 
les de la £dministraciôn, ni la responsabilidad de los 
funcion&rios pûblicos, y que el estado de sitio(l7) y 
la intervenciôn federal a las provincias fuerun inter- 
pretadas con latitud tal que importaban un sistema de 
prâctico autoritarismo.
Las fuerzas que se oponlan al régimen sefto 
rial no ofreclan alternatiyas suficientes.
El radicalisme, encabezado por Irigoyen, / 
corporizaba el aescontento de cectores diverses, en es­
pecial grüpos de clase media urbara y agraria, tanto // 
criollos como ir migrantes, que aspiraban a alguna par*»* 
ticipaciôn en la vida del pals, y que, aunque no clara / 
ni decididamente,barruntaban la necesidad de una polity 
ca de desarrollo mâs intégral e independiente e inclus!
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ve de mayor protecciôn a la situaciôn de los trabsjado- 
res(18),
En la politica, esta fueiza exi'gla el sufra 
gio universal efectivo, negaco por el control del proce 
80 electoral, pur la violencia y el fraude que aplicaba 
el régimen.
Es diflcil explicarse porqué el goblerno / 
senorial no nabla acudido al sufragio calificado en lu­
gar de apelar al fraude y la violencia. Para arriesgar 
una opiniôn, cuizâ se nabrla terr.ido que ello dejara fue 
ra del numéro ae los electores a los séquitos de los ha 
cendados y a lad clienteles de los cLudillos tanto en / 
la ciudad como en la campana.
i^èro êl sufragio libre no fue reclaniado por 
el radicalisme como parte de un programs de democratiza 
ciôn y liberalizaciôn intégrales. En efecto, Irigoyen 
consideraba su tarea politica como una misiôn redentora 
que le estaba confiada por cornulgar êl mismo con la es en 
cia ■ êtica de la Eaciôn(l9), de manera que la fôrmula / 
politica légitimante era el caris natismo plesbicitario, 
desde luego humaniste y respetuoso de las libertades in 
dividuales, cuyo amparo estaba en la recta voluntad li­
beral del gobernante, mientras no se experimentabn la / 
necesidad de organizar un sistema real de garanties co­
mo instrumenta principal de la contierda politica y el£ 
mento obligado de la estructura de la democracia.
Este carismatisrno plesbicitario se asenta- 
ba, sin duda, en las tradiciones :aternalistas que es­
taban (y estân) en la médula de la vida argentina.
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El despotismo ilustradô del patriciado era la forma de 
su paternalismo. Dicha clase sertia su predominio, di- 
gamos asi, como ur. derecho divino, que ircluia la raisiÔr 
de guiar a la masa ignorante e irresponsahlè. Pero, po- 
siblemente, al"derecho divino" del patriciado sôlo ca^; 
bia opor.er, en la sensibllidad comûn, el "derecho divi­
ne" de un ungido o predestinado. Los sectores dominados 
participaban del esquema mâs o menos inconciente del / 
patriciado, y estaban determinados por dicho esquema / 
aûn en sus esfuerzos por sacudir la preponderancia de / 
los senores.
De tal modo, ya desde muy lejos se arrae- 
tra en la Argentina la vinculaciôn de lôs conatos de e- 
lùaricipaciôn nacional, desarrollo econômico integral y / 
Justicia social al personalismo plesbicitario.
lero el autoritarisme y paternalisme inter 
nalizados iban acompanades en el patriciado de la apa- 
riencia de libéralisme como inedio de ficticia justifica 
ciôn del sistema politico real. Ya he expresado cômo la 
adhesiôn mental al libéralisme importais fidelidad a // 
los origenes del patriciado, .ero cabe agregar que era 
también su inedio de mantenirniento. las instituciones i- 
lusoriamente libérales eran junto con la efectiva pfoe- 
[eridad material (no tan grande ni exténdida comb sé // 
queria creer), confirmaban lo que el sistema educativp 
repetia a quienes recibian Instrucciôn: el viejo pal# 
pobre, atrasado y bârbaro iiabia sido felizmente cambla- 
do en una naçiôn rica, adelantada y libre por el esfuer 
zo de Una minoria ilustrada, a saber, el propio patrl-
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ciado. De esta manera se cubrla la dudosa empresa reali 
zada en su momento por aquél, que consistiô én la rapi- 
na de toda la tierra disponible, la inarginaciôn de las 
masas poiulares y la inserciôn del pais en el esquema / 
de la dependencia britânica, actos acornpanados de la re 
presiôn mâs cruel.
la
La .apariencia de libéralisme y [;seudo cultu- 
ra, entre francesa e inglesa, ajena a todo esfuerzo de 
elaboraciôn de la problemâtica surgida de las propias / 
circunstancias, encuadraron a los sectores intelectua­
les que las capas médias iban engendrando, y que, como 
provenian principaluente de la inmensa inrnigraciôn euro 
pea, tenian aûn menos posibilidades de poner en duda // 
los dogmas recibidos.
El pensarniento socialiste llegado con la / 
inmigraciôn, quedô atrapado en el cuadro cultural dest^ 
nauü a transmitir los valores del régimen senorial
El escaso desarrollo industrial, y la con* 
siguiente falta de burguesia y clase obrera de^signifi^ 
caciôn, favorecieron la proliferaciôn (circunseripta a 
focos centre urbanôs) de formas liberal-xrogresista y / 
socialistas de actividad y pensarniento (]ue partian de / 
reconocér al estado, tal como existia, auténtico carâc­
ter liberal, y de prestar cierta adhesiôn,,una suerte / 
de apoyo critico al patriciado y no,como hubiera sido / 
lô^ico*a los sectores que de alguna fonria, asi fuera dj| 
bil, inconexa e intuftiva, se oponHeai al predominio de a 
quél. Inclusive el socialisrao argcntino estuvo contra / 
el proteccionismo aduanero y, por tanto, contra sus con
15
secuencias a favor de la industrializaciôn(2C).
las ilusiones de crecimiento ir definido y 
exento de problemas, aliinentadas por sectores vastisi* 
rnoG, cornenzando por el propio patriciado, permitieron / 
conserver intacta la imagen cue acuêl daba de si mismo 
y de su historia, también faciiitaron la entrega del po 
der formal al radicalisme en 1916. Las complejidadés del 
sistema constitucional, y las peculiaridades locales per 
mitieron al patriciado mantener, no obstante, muchos go 
biernos de provincia y la mayoria del Senado, lo que // 
sirvio para anular loj tibios prop-ositos réformistes de 
Irigoyen, frenar sus tentativas de consolidar la inci- 
piente industrializaciôn producida a raiz de la primera 
guerra rnundial y utilizar al gobierno radical para re- 
primir con mano de hierro las grandes a^itaciones popu- 
lares acaecidas al finalizar el conflicto belico(2l).
La crisis econémica rnundial iniciada en / 
1929 ceriipstrô que el patriciado no podia soportar mâs / 
la presencia del radicalisme, cue no actuaba en complé­
ta consonancia con los intereses de éste y practicaba u 
na politica de cierto nacionalismo econômico, que podia 
alterar los privilégiés de aquél sector, ligado funda-
mentalmente a la exportaciôn agropecuaria y al comercio 
Vde importaciôn.
Elle condujo al golpe de estado de 1930, y
tanblên al desarrollo de un nuevo tipo de pensarniento /
politico, el nacionallsBd, d«l cual hatremos de ocupar-
nos en el prôximo capitulo.
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I
L'.uTAE AL fA.lTI LU I
1) Es to no I'ign.ifica que no hubi i ra rebeliones y cona-
g too de g’lerna civil. Baste deotacar lan irsurreciunes /
t ei el interior er: 1B66/1867, in: rebeliones Joidanistas
j: de Entre Rloe, en 187C, 1873 y 187 6, la re be lion del g_e
I ncral litre c:. 187u , la de Bueru s iirce er; 1880, la ^ran
: orj sis de 1890, y 1 as rebel ionen radicales de 1897 y //
: 1905.
2) Arturo il. :ia:;i] ay , Constitue i 6n y Tueblo, 2. éd., Bue­
nos -ires, 1974, 1C2/U 3; lo rnismo en el Estudio 
ireliminar a les Consti tue i ones o e la Ar-y entire. (1810/ 
1972), - lit oriel e ni vers i tar-i.j de Buenos Aires, 1979, /
3) Jarlos A aria lilas, Derecho y Estado en una Econoinia 
de p.ciui i ente, Buenos Aires, Editorial Guadalupe, 1974 , / 
130 y 140.
4 ) la /rofesiAn de fé librecai.ibi sta de Aiberdi se halla 
en el ea^ itnlo II de sus Bases y untos de lartida  ^ara 
la Orgeni saci on Bol'tica de la Eeyuilica Argentina, eue 
Tuoda .enta su’ proyecto de Cor. si i tue i on , origen de la / 
carta de 1393 ( 1 s e utilisado la Ediuion de la Editorial 
Estrada, nrol og.ads por ülodoniro 7 aval f a , lu(-i.os Aires, 
1 9 99 - a 111. e 1 c a i'. 11 c o rn i e n s a en la p a g . 9 ) .
9) V . - G ci s toi., uor i , Jrnuigraclôn y Eoluni sa cl on en la Ar
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gen tin:,, i,ditori::l Uni vers i tari a vie Buenos Aires (Uude- 
Ua) , 1994, en especial pag. 78 p' si^ s . ; ta.iUicn Vilas, 
op. cit., _ag. 139) y jiota 41, cue alii ra: ite a mas Ui- 
Id i ogra fin .
9) In cate panto ;e re mi to a r.ii trabajo, la Crisis de / 
la a one:.! tucion de.i.ocratica en la Argentina, de proxiina 
apari ni on er la revista Sisteman, ladrid.
7} AJ.berdl , op. c it., on la edi cion cita a, nag, 181 al pie
B) A tincves de las leyes 8129 y 8871 , ce los anos 1911 
y 191 respecti V. t'::i n te ( v . la recopilacion de Uaiiq.ay, 
ins cons i i tuciunes de la Argemtii. a , ya citada, pog. 449 
y Bit,.'-.).
9 ) oaiig.ay, Astudio Irelirninar a la recopilacion citada 
en la note anterior, pag. 0 6 .
It;) Aiberdi dice i/otundamente cue sin el sufragio res- 
tri n^ ,i do 1.cs i i• 1 a qn e "renunciar a 1 a rsj.cranza. de oUte­
nor gobiorros dignes", op.cit. (V.. la ed ici on sitada, //
I'Og. 16(', )
11) . ,n cl .-kIsso 1 u_ar ci ta do on la nota 7.
12) 11 excrn ciller ..arlos l.oan.'^urz larneta juz_c asi 
a la reforma elontsgal de 1912 : "Ai la democracia r.o et
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un . i sterna irracional de gobieri.n . ' a que el ta-
lento , la fur tuna, la ilustr;. cion , el a^el li do , pu.eden 
irradier en alla au goder sobre los que estan privados 
de estos d ones y luultipl icar, ai n r eccaidad de ca.lifi- 
carlo, cl voto de los lioinbrea su. criores"... "Si mi peôn 
hubiera t e n ido la mi sma acei or eue yo para resolver los 
problemas economicos, internacioral es o politicos del / 
pals, b. abri an. os estado viviendo ba^o un régimen absurde. 
J.o }.r; s ido asi , gracias a Dior, j orque y o i.edirigi do a 
mi peon. iero el voto secreto lo independ iza, al nrivar 
le de un;', i n flue ne j a sal udabl e y 1 egitima ; .nas aûn, lo 
convicrte er, n.i er cirigo porque le pcrrri te e jerci t.ar en 
la r'orbr , sin que y o lo se^.a, el rercor oculto que aca 
ro ::e ginurd-? nor mi superiori.u.d cr la rida"..."! lo ma.
1 o es q c . rrcnudo ro tenemos ur solo pcor: sino varies, 
y que algunos tienen muchos como 1 os industriales y los 
estanei eros acaudalados. Una transformas iôn ta s bonda /
: e nue s tara sociodad es hoy mâs poli g,rosa que r unca, por 
que esta.!.os ex pue. s to s a i n i c i ; r en el pais una verdade- 
rr cuesti on social y una lucna de clases", (ci tado nor 
f am pay en el Estudio Prelim i nar y a '.:cnci;.)nado , nags . 65/
13) dobre er:ta doc tri na, v . cl i-ecicntc libre de Joseph. 
C o m 1; lin, l.e fou v o i r i 1 i taire c n A m cri que 1 ,a tire, 1 ' i d c£ 
1 ami e de la ..Jccur i té hati orale , lards, 1977, i â s adelarq 
te ar .^1 i%. rec.os brève mente esta idealogîa
14) E bre Ire i^eas de hartines hstrada y su lugar en /
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la hisloria de lai interpretacicncs de la Argentina, v 
o'aime Lest, Cuatro ilipotesis su bre la Argentina, Ban.la 
I ] li li c a , Uni Vf l'c i d ad 1% a cional de 1 d i.i r , 1960.-
1F ) Escritos Pôstumos, t. 8, pag. 295.
qu e
16) Ernesto ialacio reconoce / 1 a iistitncio rl izacion
dsl contrabando en el nuenos Aires del oiglo XVII "no 
es in 1 i for-ei.te en nu roycccion ..acla cl porvenir x or­
que nrc a- modal idudcs permanentsn y de for.,.a la mente y / 
los sertih irntoG" (.J otoria de la Argentina g Editorial 
Lucmu] , i,ucn.s Ai T'oc, 1965, pag. 86). Poire la violacion 
: crmr nentc de las le y es de la o'orona [•l'otec toras de los 
indl^cnas, v . Join ly ncl, loi i urial Univers itaï'i a de //
Liieiios AiroL:, 196?, : 165 y 51^2. . ( + ) - "Administraclôn
Colonial Espanola".
17) ! o rciuito a mi trabajo "Estado de s i t i o y consti tu-
0 ion real en la Argentina", que ca una primera version 
fue lires en ta do al Encuentro de Es audios de Derecho Cons 
titucional sobre cl te:na "ur igi n a lis ad del consti tucio- 
ral isir.o latino, res era critic a " que tuvo lugar- cr lorn a ,
1 ur' d 1 fIs 29 a 27 a c f ebrei*o de 1 977 . i:n una versi cn re- 
vi sad a fue l.eldo cj. el dor.grero s.olre la reforme ^.enal 
cn los pal sen on desarrollo -Eecoion ^c.rant las constitu 
oil,rales del proccco ^.cnal- rcl a oi Eduardo Villareal / 
noro- re Jizado cn cl mes de marzo de 1977 en la Escue-
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In Trnfcsiona] de Acutlan, Universjdad Autonoma dc rëyl
CO- y ÜG encuentra en cur so de x-ubti caciôn en las notas 
de diclio ..^oigreso.
18) Pobre lan i^eas y actitudes de Yri^^yen al respecto 
r. iodolfo 1uig^ros, LI Yrj ^ oq enirmo, 5a.ed., Ldicio- 
nes Corregidor, Buenos Aires, 1974, page. F3/55.
'9) iuig^rcs, op.ci t., pag. 73 y si^^.
'^ 0 ) Puiggror:, op. cit., pag. 162 y "i ^ s . .
21) Luig^ros, op.ci t., pag. 56.
(+) continuaciôn nota 16) Por otra parte, Ricardo Leve- 
ne en su Introducciôn a la Historia del Derecho Indiano 
(Academia hacional Argentina de la Historia, Obras de 
Ricardo Levene, t. III, Buenos Aires, 1962, pags. 29, / 
30 y 31) se refiere al desprecio de la ley como fenôme­
no caracteristico de la historia Indiana, Temitiêndose 
a Juan Agustin Garcia, La Ciudad Indiana, Buenos Aires, 
1900, pag. 35. Igualmente habla alli Levene de "el abi£ 
mo que se abria entre el enunciado teôrico o la ley es- 
crita y la aplicaciôn de la ley".
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Capitulo II 
La criais de lae tendenclas democrâticae
El nacionalismo argentino, en sus diversaa 
corrientes, na jugado un papel importantlsiino en la de* 
terminaciôn de las creencias légitimantes en la Argehti 
na, y en su evoluciôn constitucional*
Este tipo de pensarniento naciô en los um- 
Vraies de la grai crisis politica del ano 1930, comO re 
acciôn justificante del total reenazo de la democracia 
por parte del patriciado*
Ciertamente, una de las formas de este re- 
cliazo fue negar que la Constituciôn de 1853 exigiera la 
democracia(1), con lo cual se replicaba la tesle yrigo- 
yenista, que identificaba democracia y constituciôn, Fe 
ro buscar refugio en un libéralisme decimonônico no era 
la ir.ejor soluciôn, y los pensadores mâs importantes del 
patriciado se volvieron hacia el fascisme, entonces en 
pleno ascenso. Este fue el origen de lo que vino despuâs 
a llamarse nacionalismo aristôcratico en la Argentina , 
(2).
La finalidad concreta de dicha corriente e 
ra justificar el predoialhio del patriciado, puesto en / 
tela de juicio por el proceso de relativa demooratiaia- 
ciôn vivido, y para ello se apelô, principalmente, âl / 
sentimiento de nacionalidad.
La aetitud inicial del patriciado habia si 
do de reenazo y denigraciôn de todo lo criollo, pues él 
viejo pals rativo iiabia sido vîctima del plan polltico- 
econômico puesto eïi marcha por el patriciado porteno y
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sus sectores mâs o menos afines. Pero cuando los inmi- 
grantes europeos demostraron su potencial peligrosidad 
para el mantenimiento del orden de dorainaclôn existente, 
se Iniclô la xenofobia antieuropea y el regreso de cler 
tos gruj os del patriciado a la exaltaciôn del tronco // 
criollo, 0 hispânico-criollo(3).
El nacionalismo en cuestiôn adoptô un es­
quema de la historia del pais como contraposiciôn entre 
lo hispânico-criollo y las corrientes extranjerizantes, 
causa, estas ùltimas, de la coxrapciân del ser origina- , 
rio de aquél.
A este ser originario habrlapertenecido u- 
na concecciôn jerârqulca de la sociedad, fundada en el 
inmutable dogma catôlico, y una motivaciôn de la cohduc 
ta fundada en exaltados valores del cspiritu.
El patriciado, cuya visible aecadencia era 
el punto de partida de la critica nacionalista, debia / 
volver a esos valores, y establecer el predominio del / 
orden social jerârquico, superador de las antinomies s£ 
claies, y del libéralisme incapaz de resolverlas. Esta 
tarea requeria la presencia de algûn conductor de enve£ 
gadura, de un caudillo militar, pues las fuerzas arma­
das serian cl clemento mâs auténtico del orden tradicig 
nal que pugnaba por volver a implantarse.
La indole de este fascisme era diversa de 
la del similar fenômeno europeo, excepte, en cierta me* 
dida, el ibérico. Despreciaba a las masas, no tehîa por 
finalidad galvanlzar a la clase meuia, y no insistia en 
la realizaciôn de grandes erapreéas externas. Se limita-
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ba a la exaltaciôn de la estructura de dominaciôn exls* 
tente, ir.vitândola a afirtnarse por el rechazo de todo / 
progresismo, y la vuelta ein concesiones a un pasado / 
mendazmente idealizado.
ün un pals forraado en parte rnuy considera­
ble por inmigrantes europeoa provenientes de palses no 
hispânicos, y por espaRoles arribados recienternente, el 
el tratar de fundar el sentirniento de nacionalidad ex- 
clusivarnente en le hispânico-criollo, identiflcado con 
la Contrareforiiia (todo lo espadol que tuvlera otrq ca- 
râcter, es decir, la Ilustraciôn, el libéralisme, reaul 
taban traiciones al ser originario), impllcaba un brutal 
rechazo del pals realœente existante, un furioso gritar 
a la cara de las clases médias, inmigratorias en ascen- 
so, vistas corno competidores, nue eran extranas, inde- 
seables, que nada tenlan que exigir ni compartir en la . 
Argentina.
Estes sentimientüs estân profundamente en- 
carnados en el patriciado argentine, pere confesarlos a 
biertainente, adoptar el estilo nacionalista, abandbnar 
la prefesiôn de fe liberal, hubiera side suicida para a. 
quella clase, que habia quebrado asl el cuadro cultural 
que le permitla hegemoniaar a vastos sectores de las cèt 
pas médias, en especial, por verdadera paradoja, a los 
mâs senalados per tendencias abstractatiente^progresis- 
tes” .
Existlan, ademâs, otros obst&culos gara^%ùé
el
nacionalismo fascistizante pudiera ser ampliamente aceg 
tado por el patriciado. En efecto, aquel importaba una
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crltica a esta clase social, la se rial aba como decàdente 
y desorientada, le proponla una c mversiôn redentora, / 
la confesi&n de haberse dejado seducir por lo forâneo. 
En fin, se trataba de la admis!ôn de una crisis, de rom 
per la seguridad proporcionada por un equilibrio inte­
rior producto del rechazo de todo asorno de autocritica. 
Todo lo que pueda llevar al piano consciente la disocia 
ciôn bâsica ae la mentalidad politisa del patriciado te 
rta que ser proscripto, pues la buena conciencia de ês- 
te, que le perrnite preserver su situaciôn, depende de / 
que dicha disociaciôn no aflore. Si esto ültimo ocurri£ 
r; , séria preciso er.tregarse a una suerte de cinismo co 
lectivo, que destruirla las creer.cias del sector-^ en un 
santiamén.
Por otra parte, el nacionalismo fascisti- 
zcnte esbozaba cierta critica a la situaci6n de depen- 
dencia econôir.ica y revisaba los dogmas de la historia o 
ficial en procura de reivindicar el pasado hispânico (i 
dentificado con lo contrareformista y triunfalista) y / 
las figuras mâs autoritarias. lero, de todos modos, se 
trataba de una revisiôn capaz de conmover la seguridad 
dogmâtica, y ayudar a correr el espeso velo que ocultg 
ba la realidpd tanto al propio patriciado como a loa // 
sect ires medios sometidos culturelinente a aquél. Por 
tinio, el nacionalismo fascistizante, al menos er algu- 
nas figuras, abogaba por algunas mejbras sociales, te#- 
dientes a frenar visibles avances de isqüierda, frehfte 
a los cuales esgrimla la bandera de la dôctrina social 
cat6lica(4)•
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Se comprende, pues, que el nacionalismo 
en cuestiôn no pudiera erigirse en ideologla del patri­
ciado.
Tampoco debe sorprender, entonces, que el/ 
golpe de estado de 1930, que desalojô a Yrlgoyen del po 
der, ericabezado uor un sector nacionalista fascistizan­
te y otro "liberal", tuviera por desenlace el prddomir* 
nio de este ûltimo, y la aparente restauraciôn del or- 
den coristitucional sobre la base de elecciones fraudu- 
lentas. ïïlio resultÔ posible por el concurso de parti- 
dos como el Gocialista y demôcrata progresista, que al 
jugar como oposiciôn dentro del régimen, permitieron a 
éste r.ioritar una fachada de legitimidad democrâtica, que 
ocultaba la triste realidad econôinica, social y politi­
cs de la "dêcada infa.i.e"(5).
lero en esa década, la de los anos treinta, 
se fue gestando otro tipo de nacionalismo no aristùcrâ- 
tico, cuyo punto de partida fue el antiimperialismo^ y 
que fue creciendo junto con el surgimiento de u» ya ex­
tenso proletariado fabril y una burguesia industrial / 
con intereses opuestos al sector patricio agrario expor 
tador.
Tan temprano cbrno en 1915 un pensador de / 
gran fuste, Kànuel ligarte(6), nabia formulado un progrà 
ma que podia calificarse de nacionalista burgués, pro*r . 
grarna que un estudioso actual de la personalidad de a- 
quél sintetiza asi; •^antiimperialiemo y unificaciôn la- 
tinoarnerieana, desarrollo de las fuerzas productlvas // 
(industrialiomo y nacionalismo econâmico), cultura na-
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clonal (reforma educaxiva) y neutralismo” , debiendo aha 
dirse en cuanto a lo social segûn palabras del propio U 
gay te, el apoyo caluroso a las reinvidicaciones de los 
empleados y obreros, y el recnazo a las inducciones di~ 
solventes y los ataques a la propiedad(7).
En los ahos treinta, un grupo politico far 
nado dentro del radicalisme (FCRJA, Fuerza Orientadora 
de Cri entaciôn radical de la Joven Argentina), supo po- 
ner de relieve los mecanisrnos de la dependencia econôml 
ca respecta de Gran Bretafia, y el cuadro de representa- 
ciones errôneas difundidas en la opiniôn pûblica que im 
pedia advertir el fenômeno, o qùe generaba apoyo al mis 
rno(8).
Este nacionalismo no se reducia, empero, a 
un prcgra.na de desarrollo industrial y de lucha contra 
el impérialisme econôraico. Sù concepciôn politics tendi^ 
a a explicar la ristoria argentlna, y la dependencia e- 
conômica, como producto de la derrota de las fuerzas au 
ténticas de la Eaciôn y la contaminaciôn espiritual pro 
vocada por la penetraciôn cultural anglosajona, Lo na- 
cioral -tan dificil de définir en un pais de inmigraci&n 
como la Argentina- era sinônimo de positive, y lo "forâ 
neo", la causa de todas las deficiencias. La L a d 6 n  era 
un elemento unificador, que plareaba pur arriba de to­
das las diferencias sociales; los agentes internos del 
impérialisme externe, eran s6lp traidores, desertores / 
de la causa nacional(9). , C
lor otra parte, la laciôn se expresaba en 
la lucha de las grandes masas,. que se iiabian manifesta-
do en la historia a travée de una democracia inorgânica 
y turnultuaria( 10).
El afcin de prescindir de la consideraciôn 
séria de los conflictos estructura]es internas, para 
ducir todas las oposiciones a fidelidad o deserciÔn de 
la causa nacional; la bûsqueda del mal (social) como / 
producto de una suerte de conspiraciôn externa, la con­
fus iôn entre subordinaciôn econômica e irradaciôn de la 
cultura europea, y la apelaciôn a la democracia inorgâ- 
nica y tu:uultuaria,que en definitiva, era la adhesién / 
al caudillisrno plebiscitario, todos estos son caractè­
res lôgicos del pensamiento de grupos burgueses que no 
pudieron iigar la rnovilizaciér^ de masas ne ces aria para 
proü.over el desarrollo industrial y la emancipaclén eco 
nômica con el cuestionarniento de la estructura social / 
fundante de la dominaciôn del patriciado. En efecto, e£ 
to hubiera sido. experimentado corno amenaza a la estabi- 
lidad de los misrnos sectores burgueses, que pese a su / 
conflicto con el patriciado tern.teuiente, no tenlan va 
lor para apelar a remedios enér^icos cortra aquél(ll). 
Del misrno modo, la necesaria raovilizaciÔn de las masas 
no podia conciliarse con una profunda deraocratizacién,/ 
que despertaba el temor de que esas masàs se descontro- 
laran. De allî la oportunidad de un caudillismo autori- 
tario plebisçitado, como elemento de control del movi- 
miento de :nasas( 12) .
Creo que los rasgos aqui expuestos comô // 
propios del nacionalismo burgués argentine son los que 
caracterizan al movimiento justioialistaCtB bis)# .
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Este tiene su mtecedente en el golpe de / 
estado de 1943(13)i que fue dominado"por sectores mill- 
tares profascistas, pero que àio origen a una corriente 
politica ericabezada por Perôn, en la que confluveron to 
dos los tipos de nacionalismo mencionados: el aristocrà 
tico fascistizante, el catolicismo social, prôximo al / 
primero, y lo que i^ e descripto como nacionalismo burgués. 
Este movimiento produjo la movilizaciôn de*las masas o- 
breras, que de circunscriptos nûcleos proletaries inmi­
grantes pasaron a transforrnarse en un abigarrado y ex- 
tensisinio conjunto en el que participaban ampliamente / 
los sectores populares del interior, que apenas sallan 
del medio agrario en que su vida habia transcurrido por 
los c:nales de un prâctico vasallaje,
la reforma constitucionol de 1949, que lue 
go veremoG en particular, plasrnô institucionalinente los 
objetivos de este movimiento, introduciendo en la Cons- 
tituciôn el estado de bienestar social y la intervenciôn 
estatal como rriedlo de protecciôn de los recursoe y de / 
las fuerzas productivas nacionales, estableci'endo, in­
clusive, limitaciones sérias a la garantis de la propl^ 
dad (pejo que en la prâctica no tuvieron efectos capà- 
ces de alterar la estructura social).
En cuanto a lo estrictamente politico, la 
reforma dej6 de lado las barreras que impedian la consg 
lidaciôn del carisinatisiflo plebiscitario de Perôn,
Autoritarisme y nacionalismo de tend e ne iq# 
f. scistisantes fueron los obstâculcs que irnpidierô» qu# . 
muchos sectores medios pudieran sumarse al justicialis-
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mo, cuya caida en 1955 se debiô, segûn lo entiendo,pritt
cip'Imente a su propia indigèneia politica, provocada,
a su vez, por los temores burgueses antes mène ionados(13 
bis)
La calda del justieialismo inauguré una s^V 
rie de gobiernos iiiilitares interrumpidos por breves pé­
riodes de gobiernos civiles (1958-1962 y 1963-1966). Di 
chos gobiernos inilitares, con alguna tenue y esporâdica 
excepciôn, regresentaron substancialmente al patriciado 
tradicional.
Durante ese perlodo se dio upa crltica en 
profundidad a los partidos de la izquierda tradicional, 
que hablan contribuido a la calda del ju'sticialismo,con 
la secuela de injusticia social y evbluciôn econômica / 
dcsequilibrada que le sucediô.
Esa crltica produjo lo que se llama nacio­
nalismo de izquierda, cuyas tesis vienen a coincidir en 
parte considerable con las del nacionalismo burgués.
lor cierto, los puntos de partida son dife 
rentes(14)* El nacionalismo de izquierda plentea como / 
meta la transformaciôn socialists de las relaciones de 
;roducciôn al nivel nacional y mundial. fiedio para elle 
son los movimientos de emancipaciôn nacional, que des? 
truyen el cuadro de explotaciôn que perrnitirla subsis- 
tir a la economla capitalista de los palses désarroila- 
dos.
3n la Argentina -cuya situaciôn es asimllg
da en este tipo de pensamiento a la de una colonia- el
/séria
movimiento emaiicipatorio es el justicialismo, que 
taies ideas vendria de las entranas de la. historia #a-
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clonal, continuando l'as tendencias de las masas popula­
res iiianifestadas desde la época de la independencia a / 
través del rechazo del imperiallcmo inglés, tanto econô 
mico COro cultural.
Las tendencias antiirnpeiialistas reales // 
formarîaniparte del alma de las masas criollas, en tan­
to que el extranjerismo de los sectores inmigrantes los 
harla c6mplices del imperialismo. La redenci&m de estos 
sectores s6lo podrla consistir m  su nacionalizaci6n,en 
la vabsorciôn del sentirniento.nacional, de la voluntad 
de ser un pueblo, que emanarla de la masas criollas.
La fôrmula politica del nacionalismo de 1^ 
quierda es, desde luego, la dictadura ccsarista plebis-
citaria seguida por las masas, autènticas representan-
(14 bis)
tes de la nacionalidaa. Sin embargo, la estricta asimi- 
laciôn de la Argentina a un pais en guerra de liberaciôn 
nacional hizo que parte de los sectores influidos por 
este pensamiento no vieran otro remedio que la guerra / 
revolucionaria de tipo colonial como via de transforma­
ciôn social, coincidlendo asi con los postulados de // 
los movimientos guerrilleros inspirados en la experien- 
cia castrista (de tardia apariciôn en la Argentina)(1$)# 
A través del nacionalismo de izquierda se 
dio el vuelco de numerosisimos intelectùales y profeslo 
nales salidos de las capas médias Inmigratoriâs al jus- 
ticiûlismb, entendido de la manera recién expresada.
ho debe sorprender, entonces, que las fue& 
zas que levantaban programas de réformisme anâlogos a /  
los del justicialismo, sin aceptar sus tendencias aUto-
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ritarias, se vieron empujadas a diversas formas de allan 
za con êste*
Bicho proceso, que venîa dândose en peque- 
nos pasos desde el prlncipio de los anos scaenta, y aim 
antes, se acelerô enormemente a partir de la gran agi 
ciôn social y grernial iniciada en 1969, que puso fin a 
la dictadura del general Ongania y llevô a las eleccio^ 
nés de 1973, con la victoria del Frente Justicislista'/ 
(16).
La reediçiôn del programs nacionalista bur 
gués fracasô por falta de una estructura politica ade- 
cuada que la sustentera.
El programa econômico y social evidentemen 
te conqartido por la gran riiayoria no podia sino tener / 
corno térinino correspondiente un afianzamiento del esta* 
do social de derecho, de lo cual no eran ni espaces, ni 
entusiastas, ni el carismatisrno plebiscitario de Perôn, 
ni las tendencias insurreccionales de la izquierda del 
justicialismo.
La difusiôn del nacionalismo de izquierda, 
destructive desde el punto de vista del estado de dere­
cho, se explica por varias razones.
En primer tlrmino, la izquierda tradiclo­
nal (no nacionalista, desde luego) habia ténido el dé- 
fecto de despreciar a las masas crlollas(l7) aceptando, 
por otra parte, todos los mitos patricios, entre otros, 
el carâcter liberal del estado( 18), -
La justa critica a estas posiciones se dio 
en forma de recnazos globales: negaciôn del elemento ijr
3 2
migratorio y del estado de derecho,
lor otra parte, las innuinerahles farsas e- 
lectorales vivldas a partir de 1930 (primero el fraude 
entre 1932-1943, y luego las proseripciones électorales  ^
de 1956, la anulaciôn de los coinicios de 1962, las pro£ 
cripciones de 1963) llevaron al descreimiento respecto 
de las posibiliaadcs de la democracia constitucioral.
1 or ûltimo, los sectores medios de orlgen 
in fjigrt torio, a los cuales dur i.te !.;edio siglo se Ics / 
venia reprochando por parte del patriciado ser advened^ 
zos y desarraigados, encontraban en el nacionalismo de 
izquierda la seductora posibilidad de ligarse al pals 
"autêntico" sin abdicar de postures progresistas.
lero justamente la eficacia progrerista del 
pensamiento nacionalista de izquierda résulta muy cues- 
tionable.
En primer têrmino, aquel descansa sobre la 
idea de identificar a una sociedad coinpieja y diversifia 
cada corno la Argentina con una colonia ocupada por po- 
tencias extranjeras. Ciertamente, el sistema econômico 
argentino es un capitalisme dependiente, jjero las for-. 
mas de esa dependencia no son la ocupaciôn, o la opre-
sl6n de la cultura y forma de ser del pueblo, sino fen6
'
menus mucho nâs rutiles que no pueden corregirse asuzag 
do el sentirniento nacional contra lo '^forâneo". Esa si­
tuaciôn econômica se«mantiene gracias a las coracterls- 
ticas de los sectores dominantes de la Argentina, y al 
concurso de grupos de los palses centrales Interesadofl 
en ella, y cabrla transformarla con la. substituciôn o /
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desxlazamiento de aquellos sectores y el auxllio dé
. ■ ^  
pos de los palses centrales cue tienden a la superaclôn
del capitalisnio, o al memos no estân interesadoa en la
conservaciân de los inecanismos actuales.
Con relaciôn a esto, parece también muy //
Questionable afirmar que la subsistencia del sistema ca
—? .
pita'iista en los palses centrales se funda princlpalraeij 
te en la explotaciôn de los perifôricos. î\o se trata de 
negar la existencia de esa explotaciôn, pero querer ha? 
cer depender de ella la cuperioridad econômica de dichos 
palses es cerrar los ojos a las ventajas têcnicas y cuj^  
turales que les son propias, y cor.stituyen la esencia / 
de su desarrollo(19).
Paseinos a otra idea del nacionalismo de i£ 
quierda, la que pretende que las tendencias emancipato- 
rias en la Argentina se refugien exclusivamente en las 
masas criollas. i or el contrario; los sectores immigra- 
tories siguieron rr.asivamente las banderas de Yrigoyen / 
(20), y, con excepciôn de las capas médias mâs ilustra- 
das, también las de Perôn.
Ademâs, no parece conforme al estado actual 
de las ideas pollticas inarxistas la indiferencia total 
por los valores de la democracia constitucional demos- 
trada por el nacionalismo de izquierda,
Por ûltimo, éste se hace aliado del nàcië- 
nalismo burguês sin advertir sus motives profundos, que, 
en surna, son reaccionarios, y lie van al fracaso de lo# 
movimientos de masas.
1 or criticable que sea, el nacionalismo ar
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gentino en sus très formas; ariutocrâtico, burgués y de 
izquierda lia animado durante largo tiernpo la vida poli­
tica del pals y ha arrojado también, en especial a tra­
vés de sus variantes burguesas y de izquierda, résulta- 
dos positives.
Asl, se ha puesto en claro el carfcter ne- 
gativo del internacionalisrao abstracts de las izquier- 
das trodicionales argentinas, y la carencia de sustento 
de éstas en la d u c e  obrera. Es muy dificil pensar que 
de aqul en adelante se puedu: dur en lu Argentina movi­
mientos de izquierda que no hagan justicia en sus elabo 
raciones, a la realidad nacional, a sus peculiaridades 
y a su pasado(2l).
En tal sentido, ha quedado al descubierto 
el carâcter artificial, imitativo, de refiejo, de la / 
cultura argentins, y la necesidad de que ella se trans­
forme en auténtica y vital, no por el rechazo de lo eu- 
ropeo (pues la Argentina es un pals latino de doble tra 
diciôn, ibérica e itâlica, arnén de los grupos minorita- 
rios de Europe cental u oriental), sino por tomar como 
dato primero a las necesidades especiales del propio p£ 
Is, sus problèmes y sus perspectives,
Del mismo modo, el nacionalismo aÿudé a / 
comprender la existencia y carâcter negative delusiste*^ 
ma econômico dependiente, y, también a llamar la aten*. 
ciôn sobre la falta de suficiente coordinaciôn e inte- 
gracién entre los dos componentes del pals, el criollo 
y el inmlgratorio.
lero precisaraente en este punto la soluciôn
3 5
dada por el nacionalismo consiste en prescindir de uho 
de los términos del problems, postulando la reducciôn / 
de todo lo argentino a lo criollo tradicional. De tal / 
modo, una sociedad llamada al plurolismo democràtico se 
ve expuesta al empobrecirniento mental a raiz de las pre 
tensiones de absoluta homogeneidad cultural esgrimidas 
por los nacionalisinos de diversa especie. Esta prêten- 
si6n de imponer una unidad foraada no es, por cierto, 
el rr.ejor estimulo para la democracia constitucional.
Asimismo, puesto que otro de los datos bâ- 
sicos de la realidad rioplatense es la ten?iôn entre p£ 
triciado y sectores surgidos de las clases media y obre 
ra que podrlan reemplazar al primero, parece que aqüe- 
llos sectores necesitan reafirmar una personalidad ind^ 
pend]ente frente al estilo patricio, y es muy dificil / 
lograrlo sin un airecio hondo a las propias raices ul- 
tramarinas.
El nacionalismo argentino conduce,igualmen 
te, a irnpcdir se perciba la dimensiôn supranacional de 
muchas realidades pollticas y econômicas, y con su con­
fus iôn entre dependencia econômica y recepciôn cultural 
favorece el cerramiento, la actualizaclôn, '. , fomenta 
ilusiones de autosuficiencia y mesianismo cultural ba& 
tante torpes si se repara en que la Argentina es un p4? 
is inmaduro en ese carnpo como en tanto s otros, Todo e- 
llo contribuye a acrecentar la impotencia para l&s trans 
forrnaciones ^ollticas, econômlcas y sociale3,que requi^ 
ren apertura y realismo critico.
Finalmente, ya sabemos que las creencias /
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légitimantes en boga en el nacionalismo Lan impoaibili- 
tado que la Argentina se enca.ninara seriarnente por la / 
senda de la democracia constitucional.
Los queda ahora realizar un ir-ventarlo de 
las creencias légitimantes y de sus manifeotaciones ina 
titucionales en los ûltimos ahos, asl como de ciertas / 
nuevas n.iagtaciones y desarrollos debldos a la tràgica 
actualidad argentins, todo lo cual serâ tema del capitu 
lo siguiente.
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1) KüJo]fü Ir- zu£+a sostuvo el carâcter no democratic^ 
de la (Joristitucion de 1853 ( "la democracia ro ectâ er.
10 Ocrrt Itucioii" ci. ol periodico la l.u ova Repûbli ca , // 
Buoroc / ires, 28 do abril de 1928, c i tad o or Srmpa.y en 
au y a ri:enci onado Estudio Frel irni nar r, la reco_-13 aci 6n a 
las Corrti lucioreo de la Argrrtir.a, pa^. 69 y nc,ta 275). 
Recul La cxtraho cc.g OerrLari Bidart Cameoo, or cu Rictorir. 
e IÜ ■ o 1 o^ 1 ' dF i a Conctituci6n /.i■ _e 11 ra, '!■.! 1 or, Ruenos 
Airc:.c, 1969, no alorde esta problemâtlca, contentâr.dose 
con af i r. .ar que la Consti Lucien de 1853, c i bien ro ::en 
eiora-. a la de ocracia "asume" cu conterido, ci ce entien_ 
de a (c : a "como la cunvivencja de toaoc loc hombres en 
1 a ]ibertad, que in:t ura un résiner bac: do en el rnspe 
to de la d.i(_,niuad de la persona, de sus derecnoc y de / 
eus libertades individuales" (pag. 139).
2) L'ara la a into ri Ci oel nacional icmo de derecha en la / 
Arger tira, v. J uan José Hernandez Ar egui , T a ''or-'iac i6n 
d 1 r. cnncienci, ne clonal, eu it oriel T lue Ultra, 3.éd., 
Buenos Aires, 1973, pag. 165 si g... la mon to no d.isio- 
ner de otra s ci os o nr.'.s bas i cas : la de José lui s Romero, 
El p.r risa;t.iento ..ol 5 tico de la derecna latinoamericana , 
Ed. Paidos, .Ruer.os Aires, 1971, y lu de 1 arysa Mavarro
'■ ' c r as i , 1.0 s na c i un ali s ta s , Kd . do igc /• 1 v a rez , Bu e n o s / 
Aires , 1 9 6 '1, v i d . , i ambién , Albert o Ciri s: , la r t. .i dos y / 
poder en 11. Argentina modcrnn ( 1 "îlC'-l 946 ) , 3. éd., Æ:d i- 
clones .6 11. dl oj* , :u. nos Aires, 1975, pce g . 197 y rigs..
3) Y. er especial, o-avid Vlnas, Literatura argentlna y 
real idad politica, Jorge Alvarez , Edi tor* Bueijos 
.1964, pag, 248 y sigs.
4) El rncionalismo de derecliâ fue casi siempr^ cat6lï;fbf 
y algunas de sus figuras estuvierori cqinperetradàs. 
düctrina social de la Iglesia, por ej$ el juez de l a / /  
Corte jupreiiia de Justicia, Tonâs L.^vasares, que grab6 /
•f. n la jurisprudence L de ese tri banal, durante el goble|'
no de Perôn, una visiôn social imgre^nada por el td#is- '
y ' '
MO OpueSta a la del liberallamo econÔMlco segul&o Lastà -
entonces (cf. Sampay, Es., tùcio Irelimlr.ar a la recopllg,-;
ciôn ya cituda , pauS. 72yy 73).
5) La expresiôn fue acunada por el puLlicieta José luis 
orres y luego se hizo corriente en el lengüaje politi­
co comfm (cf. Ciria, op.cit., pag. 77, nota 1).
6) Existe una notable blografla de Ugarte, debida a Kqg 
berto Galas so "Kanuel Ugarte", I "Dsl vasalia|e a la 1|.E 
bei aclôn nacional" y II "De lo llberaclôn nacional. àl . ,  
soclalisno", Eudeba (Editorial Universitarlà de Buenos 
Aires, 1973)1. Ugarte fue mlembro del Pprtldo Gociailotay 
con èl ;cual chocÔ constanteriiente slendo expulsado va­
rias veces y distàhclândose al fin por completo de él# i 
C'scilô cntie el pensamiento nacionalista burgué# y- :el / 7 
socl&ligmo. Por ûltimo, apoyô al justicialismo. '
7) vg G a l a s o p . c i t . , t.II, pag, 32.
8) Sobre la xiir/torla de PGIUA, v. Hcrnâ" dez’ Arregul, op, 
cit., aag. 2B2 y
9) véase, como un ejemplo entre otros, un frogpento de R 
Raùl Scalabrini ■ ürtiz, tranocriptô por Kernânde,z Arrê­
tai, oq..cit., pag. 336. Scalabrinl drtiz fue, por 6tr#> ’y 
parte, ona figura noble, que denunciô apablonada.i.ent# 
la situaciôn de dependencia econômica de la Argentina,
1C) y. ppr ej., un pârrafo de un forjintà preotinfoso,' 
Lomero Kanzi, trar scriptoopor Hernândez Arregui, op.cit. 
page. 304/3C5.
11) Eiguei Eurmis y Juan Carlos Fortantîero, Estudios 8 
sobre los orl^ones .del peronisino, 3* ed. Editorial Si- 
^lo XXI, ! uenos Aires, 1974, pag. 24, sostienen que en , 
lo década de 1930 "una limitada indiistriallzaciÔn tlen- 
de a forma r parte de la estratcgia de los sectores agr|j 
rios dominantes", y que, por tanto, no existiô oposiciôn 
bânica entre terratenientes y burguesia industrial, A % ; 
cuando este juicio fuera exaçto para el perlodo oludido#, 
esta claro que posteriormente se na dado una conoiencià 
de la oposiciôn de intereses entre el patriciado y seà-, : 
tores de capital llgados a éste y la burguesia Indus- r/Yp, 
trial, cljunos de cuyo a bec toi es levaztaro# un pro g r # # J9 
nacionalista y contrario a los terratenientes, como pUg"\; 
de verèe, p.ej, en el eetudio "limitaciones para Im eicy»;
pansiôn de la eu.] r  esa privada nacional On la Argentin#*,
' ~  :
del lie, Isaac Jrober, en Voleccion f'sterlales de
4Q
dio 81972- Biblioteca QEDAL (Centro d: Eetudloo Bemacr^ ,
ticos de A:nôrica latina), Coéta l.ica, dedicado al tema'
Empresario nacional y desarrollo econômico en América /
la tir a. iortaatieroÿ a su vez,' realiza su "interprétai,^ ,
de la vida politica argentina en base a les oposiciones
que se dan entre las claees dominantes, pero tlende a
contraponer en este sector al capital monopolista e x - /  , 
por una parte,
trailjero/y a los terratenientes y càpitalistas racionar 
les suirirdûs ,por la otra, lo rue parece ta s tan te inexac- 
to (cf. el estudlo de Pôrtantierp "Closea domirîaiHïesplf 5 
crisis politica", nparecido en la revista Pasado y  Pré­
sente numéro 1 (nueva serie), ano IV, abril/junio de II 
1973, pat. 31 y sItK. ' ' Y" '
12) Parta Ugarte^ eue oabla reivindicado con energi«e la 
ecu:ciôn racionalismo-democracia se aanifestô al fin / 
muy esCÔptico sobre esta (cf. Pûrberto CalassO, op*cit., 
t.II, pa^. 251 y sgs.). Sc,labtini Crtiz, por una parte, 
considéré a Perôn como "la personificaciôn de la vôlun- • 
tod del pueblû .argentino, QU« quiere reallzar en toda / - 
su ampiitud la gracdeza de su déstino Pistôrico" (^cr- 
nândez Arregui^ op.cit., pag, 388).
Estos autor«8, desde luego, Jur.tifJLcaron
su pos ici ôn politica deode un punto dè via ta Maoio%al$j^7,
ta, de la Isma Jdrma como Veber funüaba asi $u 0|H
ciôn por el caris#atis$o plébi scitario (hellà Randt, //
fyrarnislcbre und V,tde»atandsreci.t-Studibn zMr deu%&oWW'
politischen Tixeorie dçô 19 Jaliriiunderts, Editorial //
;7 ' ' 7 - . - 1'
lu ch t erh an d , 197 4, pag * ?S8 y s i g s . ), pqrç este tipo ë#, '
'. 'y: ■ '■ ' y. ' :. , xF*}:
# #
teofias, o sea las cono€|>ciones caudilllstas o elitlb* 
tas de la democracia son propias de la tendenda al a- , 
bandono del pensamiento dempcrâtica-llberal por la bur- 
buesia en las actuales oonaiciones de la econoroia (of* 
Jürgen Habermas, legitimationsprobleme 1 a 'BpStkapitaiig 
mus, edition Suhrkamp, S#V,, 3* ed*, 1975, pag. 169)♦
12 bis) la equiparaciôn entre justicialismo y naoiona- 
lisuo burgués yuede recibir objeciones que cohvieue pro 
venir, Lo fundamental ràdica en que los sectores bur- 
gueses industriales nacionàles no Integraron ni âpoya- 
ron en forma mayoritaria al justicialismo (asl, dprox|_ 
inadarnente, Julio Hafud., Sociologia del Peronlsmo,, 
rial A-éricalee, Buenos Aires, 1972, pag. 165 y sigB.j 
Miguel Kurmis y Juan Carlos Portantiero, Estudlos sobre 
los origcries del peronismo, ya citado, pag.4 y sigs..
A elio cabe replicar qi e designàr al justl 
cialisrno como nacionalismo burgués populiste no qulére 
decir que estuvlera apoyado o proviniera de la burgue­
sia inaustrial, sino que era una doctrine y practica 
• paz de suatentar los intereses de sectores d# eaa bur- 
guesla que necesitaban realizar un programa que 
ba mutaclon#8 Importaritee en el r e p a r W  tradioSqmà dél 
benefiolos e Influenolqs, ^era lo cual era l y
moyilizaciôn politico popular. De hecbo hubp riemÿ##' ./r 
: sectores burgueae# alieWdos en el t m p o  ,jua 
y W g o  de il# dtctadur# de'^Qnganta^^e 0^^^'
existencia de un amplie movimiento de empj^esliri^f 
0-imé^éB e e W o n a m e n t e  ligad# al '
en im iltlmo përlodo (1973-1975) le cnbe ya sin d%Wa# /
la carâëterizaclôn de naolonclismo burgués pofuHsta, //-
7 ' . 7; 7;'^ 7''^ 78-" 7'7. . "': .74:g^\R7#7
(üuestra expllo&clôn se acerca a 3a de Torcuato fî, M  /.
Telia en
rial Faldés, Buenos Aire», 1974, pag, 1C1 y elg#*, y'//7'
tazibién Jorge Abelardo Bamos, Revoluclôn y Contrarevolu
.7 / / ' 7 . 7 ; " '
ciôn en la Argentina, 2,ed,, Reja, Buenoa Aires,19Çil,
T ag. 424 y sigs.). Por otra po: te, es notopio que en 1%
ûltiîna época del justicialismo un a.aplio eeotor f.nx.reeg ’
rio formé üno de los apoybs’bôsicoG que tuvo #erÔn,
Jorge liamoè Cop.cit. ) recurre^ para O a r ^ #  %
terizar las relàcionee de Perôn con la burguesia, al // ,
concerto, de bonapartisme, que en cambio es rechazado //
por Julio Kafud en el trabajo menclonado arriba, pag77$.
Lamento no disyoner del trabajo de Alberto Ciria,rerêbt
y el justicialismo, Editorial Siglo XXI, Buenos Aires,
1971, que taiîibién loca las cuestiones aqul abordadas.
En cuanto a si el régimcn justicialista ef
ra 0 no fascists, Gino Germanl,entre otros autores, ha
sostenido la afirmativâ, aûn cu^ndo reconoce que la c^ -.
racterlstica comûn del fascismo es eetar sostenido éo# .
là clase media,.cpôa #id#te%o#teYno o
Argentina (*ft de ë|oW'/:#utW'»' y
"na é|^co de transioiô#/ 'Wltorial Tai^Ôs,
r-v; \v': / 7. :7'-.77x'''''' 7'77 8:7^  7 7.8-r.; 777% ,F.;r7f8#W777''< 
1960^ î ^ * 3 1 9  y @igs.îv.‘Çlftçf SolmtMer, ad
de# perqhisti#oh#n 8 y # W m #  in A r g # t % l e n '  
OoBftUiBteteaf^ ^/T5, jp&B.??? y ,p % g V k d t » * « i 4 ! e ^ «
4os #odo», Pd'uHSn no c o # ë  con el opoyo de lêM :r?**"—
13) El carâcter profasclsia/en cl eentido 'dbl- '<
' :.7' 7
liscûo de derecha,que prçvaleciâ en el ^olpe mllitar de 
1943 parce# claro (y . T#lid
cia de wasrG, en Historié Argentina, Kditcrial PaldÔBt: - 
Buenos Alrèe, 1972, pag. 28 y sigs.). Kae los denaoe a- 
contecimientds de 1943 a 1945 llevi.ron a la formaclân 77 
en torno a ierân del movimiento nacionaliejta burguèa // 
que hasta ese momento sâlo existla como prpyecto de al- 
gunos cenâculos. t
13 lie) cl orge A* Ramoe (Reypluciôn y contrarevoluclâïi / 
en la Argentina, ya citada, ^2^.445) atribuye la fa]ta 
de fxito del justicialismo de la primera época,
1955; en la clase uedla y entre los inteleCtualeô que / 
provienen de ésta, a la cultura cosmopolite y dlvorcla-
ôa de la realidad del pals caracterlstica de estos sec—
. - : 7 7.. , R 7'87:::77;777#'
tores. Ahora bien, no cabe negar que especial#e#te 5
tre ]a u.ayoria de los in te lec tua les de isquierd'a dé. â-
quel entonces no exlstla una elabor&clén original o prg
pia de los probleiiias de la realidad nacional^ que no. e-
ra percibida ni siquiera con simpatia,, y ouè este esta#-
do de esplritu se hallaba difundido. lero, ppr 0 % ^
- :'v' - . 7 ' : 77 75', 7.7:7 :'7^ 77':77/ 7' .77^;77757;{!0g^^
te , ekictlan sectores'muy r#present$tiyo^7o b ^ 7^ c^ j^
fbdbs en el rad ica lism  #  tomo u'B'&iaésTL, _ . , n-™™»
’ • • ■ ' ' ' 'L y t m R
iétfM «)coa6wicü8
con ; laÿ. del i!iW
' .7". ', ' ' ' / ' * wki
pollticas en I#' concreto# pa^blemas ^ %n 1%-'
ciitoritsrlos de aq\iél (v. p.ej., el discurso de Leben- 
nohn en la Convenclôn: Constituaente de 1949, Diarlo de 
Gesiones de la Convenciôn Kaclonal ConBtituyehte, Im-—  
prenta del Con^reso, Buenos Aires, 1949, page^ 3 2 7  a //
339).
14) Vid. corno V-ibliografla representativa del naciona­
lismo dr Izquierda la obra de J .J.Kernândez Arregui, / 
La forrr.aciôn de la conoiencia nncioha] , ya citaJa antes; 
de este aiitor también, Peronismo y socialisoo, 2vcd.Bu^ 
nos Lires, 1972. ho diepongo, en cambio, de otra obra / 
importante de hernândez Arregui, a sober, Qué es el ser 
hacional?, EdiOèones Hachea, Buenos Aires, 1963. Ctro / 
outor representative es Jurge Abelardo Ramos, con su o- 
bra ya citada, Revbluciôn y Oontrrrevoluciôn en la Ar?. 
gentina; tambiên Jorge Eneas Spilirnbergo, Nacionalismo 
oligârquico y nacionalismo revolucionario, Buenos Aires 
Amerindia, 1958, Lo he podido ver la obra de Spllimber- 
^o La euro:tiôn nacional en Marx, Fd.Cctubre, Buenos Ai­
res , 1974. iamos y Gpilimbergo representarian una co­
rriente de origen trotzkista, diierencia de î'ernândçïZ 
Arre^ul, mis directai.ente ligrdo al justicialismo. Del 
•iorxiBino mis ortodoxo proylene Lodolfo lul^grôs con su 
mûltiple obra histôrica, de la cual sola.:ente Le conse- 
^uido el Yri^oyenismo y La demacracia fraudulerta, 7A /  
citadâs (:‘tras obras; Las izquierdas y el problèma na­
cional, Buenos Aires, Ed. Jorge Alvarez, 1968; Il prdfe 
tariado r n Ta révolue iôn nacional, Buc.nor Aires, Trafac. 
1958 ; !, i £ tor la ciltica de loq partidos politicos argen-
linos, xau-:nos hires, Ar^ tiinentos, 1956.
14 bis) Hernandez Arregui (la foriaaciôn de.la coftcien- 
oia iacional, ya citada, pag.397) considéra que el régi 
en de J erôn fue una "democracia autoritarla de masaa", 
lo cual era forzoso dadas las caracterlsticas semicold- 
nialec del pals. lara J.A.Eamos (hevoluciôn y contrare- 
voluciôn Cl. la Argentina, ya ci tado, paü'437) el pale / 
2'equerlo entonces ura"dictadi ra democrâtica" dada la si 
tuacior. .,e% icoloi iai. -Hernândez Arre^ui considéra,, ade- 
mis, que la liberaciôn nacional es /.isiôn del proleta­
riado industrial "con conciencia nacional enrolzado en 
el orl,.ej rativo... de esta rnasa de trabajadores, here- 
iieros i eruicoe de los montoneros y de los caudillos fe? 
demies" (pa^s.444 y 445). V.,:n este sentido, también 
el ensayo de Eduardo Astesano, Rosas y el nacionalismo 
popular, ex. Bases histôricas de la doctrine nacional,de 
ese autor, Eudcba, Buenos Aires, 1973, pag. 71 y si^s. 
la II isiôn del nacionalismo de izquierda reposa en la i- 
dea de que las riiaras nativas Lan lucnado a todo lo lar» 
^o de la historia argentlna para procurar su lîberaçiôn 
y que en el cursü de sus luchas han sabido encontrar // 
los i/strumentûs polîtloae mâs adecuados a la» Glroùno- 
r' las. Es prcclso, pues, dc jarse gular por là vleja /
exoeriencia y èl saber Intuitive de las masas,
■ ■ "-■ 77 ■ ; . . ■ /
. Esta misti'ça de las masaa y la Moallza- 
elôn de estas Importa hacer tabla rasa con el fersona- 
llsmô, esencia de la demoorscià nue busca là psrtléipa--
ciôn raciùnal de cada uno en e l ^  roceso | oîitlGo,,':y la - 
promoclôn de los valores de cada persona o través de u- 
r.a incesarte labor de confrontaciôn y critica. El nacio 
nolisrno de izquierda aparece tenldo del irràcionalisiao ,  ^
al cual se refiere lucxacs en su famosa obra (il asalto 
a la razôn). Asi, a la mentalidad politica irracional/ 
de la rllgarquia se opone un mi to no mènes irracional,
15) En 1964 n^.areciô en el Norte (en las proximidâdcs / 
de la frontera cor. E.>livia) un pequeno grupo guerrille- 
ro de fuerte orientacién castrista, que no consiguiô / 
ningûr apoyo entre los campesinos de la zona y fue râp^ 
damer.te Ysofocado,.Luego, en 1968, tras le insurrecclôft ' 
de la ciudrd de C6rduba (El "cordobazo") surgiô un movi 
'Lien to im^ r tante de la orientacion artes aludlda, El / 
fartido Rev.lucicnario de los Trabajadores y su secciôn 
armada, el Ejército Revolucionario del lueblo (cf. D.Bo,
I nrxisrrio e po^ullaruo in America lat*ina, edizioni ottevià 
no, Kilân, 1976, pag. 261 y sigs.)
El peronismo habia rerllzado un intento // 
guerriller, en 1959, râpidamente extinguido, como tam- 
biên la ofensiva terrorista lanzada desde n u d e o s  c i n d
Lo­
cales . Jôlo en 1970 aparece el fuerte movimiento de. loa y..
Montoneros (Lo, op. ci t., pags* 238 y 267 y sigs.)
Adviértase que los movimientos guerriile- '9 
ros de importancia fueron producto de la dictadura del v 
general Cngaxiia, que de8tï*uy6 el prden constitucional / y: 
c uan do na habia en el pàls ningùn .iovirri en to guerrill#- 
ro y nln^un genero de terrorlsWo.
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16) Tara ura deacripciôn del prcceso Inlclado en tiàyo / 
de 1973; V. Hubert lafont, Argeiitine, Un pourrlsemeftt
organisé, en Esprit, novembre T975, pag. 7C8.
' ' - ' - ' 7 ^  ^. ' 7  / ' '  ^ Y 7. : n ^ 7 . y 7.77%
17) El diGcurso de JUàn B.Juste, jefe indieçutido del / 
socialisme, transcripto por Galasso, op.cit., t.ll^pag.
2 y 3, es una la.nentable prueba de ese despreçio.
18) Y. como ejeiriplo dé ingénu i dad acerca del ré^imen //, 
conservador en la "década infanr" las ex.^resloneé 
crirtas por Ciria, Partidos y Poder en la Argentina, ya 
citado, j:ag. 184, q^e pertenecf n e Alfredo Galleti, &a 
politica y los partidos, Pondo de Cultura Econômica^ // 
Buenos Aires, 1961.
19) Vid. la critica a las teorias extreinas de la de pen- 
dencia en el trabajo de Johann llellv/ege, U r t e r e n t w i é k- 
lurig, Dependencia und Modernisierun^stheorie, ^ublicado 
en Politik und Entv.icklung in Lateinaïaerika, Konrad // 
Adenauer Stiftun^- v. Hase und Kocliler Verlag, lainz,. /  
1976, pag.55 y rigc., que empero, diluye excedivarpehte 
el problema real de la dependencia, Coinblin (op.cit., / 
pag, 76) formula un julçio lapidario sobre la teorîa dé 
la dependencia en su fornip catastr&fièa.^^^
ML'.: ' 7:.'7: ,Y; '^ 7X^ 7-7R':R7.::\p7F^ :
20) '.erhâgdez Arregui, La formaeiôn de la conoi&ncla
cional, ya citada, pag# 4 4 %  - .
21)'le cual résulta y a una terdencia.battante firme en .
, ' . ' 'Y . ' /' , '  ^ 4
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la izQulerda en todae parted, v . , al respébtp, Jpaè î<üla
At)en.ân, la cuestiôn nacional en el Karxlsmo, Blstema, 
Madrid, n.21, noviembre de 1977, pa^# 81 y
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Capitulo III
suBtento Idéolôglco de log 
millLares
Cgmo lo nemos coroprobado en el eapltdlo an 
terior, ha venido a darse en la Argentina el fenômeno / 
de que tanto desde la derecha como desde la izquierda / 
ne pusiera en juego como fôrmula de legitimaciôn el %jer 
sonalismo mâs o nenos carismâtico. Y asi ocurriô que // 
los gclpes milltares de 1930, 1943 y 1966 tuvleron por 
tendencia o justificative querer ectablecer alguna va*» 
riedad de gobierno personalista-paternalista, mientras 
que lo que con mâs vigor se opuso a los intentes de eau 
dillaje militar realizados a partir de 1966 fue la ima- 
gen de un caudillo realraente carismâtico y plebiseltado, 
0 sea, Perôn mismo.
iero estas ideas légitimantes del poder 
litar no han side las preferidas por la mayorîa delmpa- 
triciado, que sigue aferrado a su euadro mental tradl- 
cional: fé liberal y autoritarisme prâctico.
Para esta tendencia prédominante, la legli 
timaciôn del poder militar por el derecho, el iuris pra 
etexturn, administrado* por una judicatura que es la quln 
taesencia de esa clase social, una suerte de aristocra- 
cia de toga,poseedora de respetabilidad suflqiente como 
para trànsraitir cierto aparente decoro a las mâs grose^ 
ras lesiones de la Constituciôn y de los derechos huma- 
nos furdarnentales.
la fôrmula jurldica del reconocimiento ju­
dicial en los golpes de estado de 1930 y 1943 fue la a- 
ceptaciÔn por parte de la Sorte Supreraa de Justicia que
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permaneciô Intacta, del ejercicio del poder ejècutlvo y 
de algunas facultades legislativos ^ara el gobierno ml* 
litar, considerado como podçr provlsorio de facto, en / 
todo lo demâs sornetido a la Cünstituciôn( 1 ) •
En cambio, los ^olpes de estado de 1955, / 
1966 y 1976 removieron a toaos los miernbros del Alto / 
Tribunal, les gobiernos militares respectives se arroga 
ron la totalidad de los poderes pùtlicos, inclusive el 
constituyente.
las nuevas composiciones de la Corte Supre 
iia fueron obtenidas por la incorporaciôn de otros magis 
trad00 o juristas, en su mayorla tipicos représentantes 
de la aristocracia togada.
En las ocasiones mencionadas la funciôn ju 
viicial fue recibida de las inanos del gobierno militar, 
cuyos actos fueron convalidados sin mayor discusiôn por 
la judicatura, excepte durante la parte final del perlo 
do.de la dictadura del general Ongania.
Sin embargo, aûn en estas ûltimas etapas // 
(1955-1966-1976) los jueces tienden a seguir razonando 
en términas de provisoriedad de los gobiernos militares, 
idea con que fueron encarados los gobiernos de 1930 y / 
1943, y que enfonces ténia mâs sentido, pues la magls- 
tratura buscô serianente limltar las facultades de e* 
SOS gobiernos, subrayando su carâcter provisional y de 
facto.
fero la idea de la .provisoriedad #e comp& 
gina desde hace mucho demasiado mal no s6lo con la rea- 
ïidad, sino con la ideologla de la seguridad naclonal,
5 1
que desde 1966 inspira a los estatutos fundamentales de 
los ^obiernos militares.
Esta ideologla ha sido descripta reclente- 
mente por Joseph Comblln(2), Se trata de un conjunto de 
naciones desairoiladas por los militares frânceses en / 
la guerra de Argelia y por los norteainericanos a raiz / 
de la ^uerra del Vietnam, utillzada por cas! todos los 
gobiernos militares de signo reaccionario, ligados mili 
tar.iente a los Estado s ünidos, que deben enfrentar movi^ 
mientûs guerrilleros. la ideologla en cuestiôn lia influ 
Ido seriamente en la vida politics interna de la naciôn 
del norte, contribuyendo a la expansi6n del poder près! 
dencial y al debilitamiento de las instituciones repu* 
blicanas. 1-as dentro de los Estados Unidos se engendrô 
también la reacciôn contra esta tendencia, que ha lie- 
vado al notable cambio que signifies la. politics del ac 
tuai presidente(3).
la ideologla de la seguridad naclonal par­
te de un concepto de naciôn como organismo biolôgico, / 
en lucha permanente por su^subsistencia, y de una con- 
cepciôn geopolitics que considéra la ubicaci&n geogrâfi 
ca de las naciones como générante de conflictos mâs o / 
menos fatales(4). El çonflicto este-oeste produce una 
situaci6n de guerra, y les movirnlentos guerrilleros eh 
el oeste no son sino manlfestaciones de esa guerrà. la 
guerra en cuestiôn ya no es la clâsica, sino que la coi  ^
tienda bêlica debe abaroar todos los elementos de la vi 
da de la sociedad, todos cuyos recurcos deben ser pues- 
tes militarmente en activldad para la lucha contr# el e
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remise irfiltrado, contra la Bubversi6n(5). Esta es la 
guerra contrarevolucionaria o antisubversive, en que, / 
segûn creen los partidarios de esta teoria, se Juega la 
GUbsistencia del Occidents.
La sociedad afectada por un movimiento gue
rrillero revolucionario aparece, para la doctrine de la
(5 bis)
seguridad, como un organismo enferme, al que es;'preciso 
sanar reacordicionanado todos los factures de la vida / 
social. Para ello es preciso tencr un modelo del fun d p  
namiento social que qulere obtenerse, y en consecucncia 
résulta previo trazar, en cada pals, objetivos naclona- 
les.
En la doctrine que nos ocupa, cl poder po­
litico y el militar no se diferencian. A las Euerzas Ar 
madas, que son las partes mâs sanas y vitales del orga­
nismo social, corresponde actuar sobre todo el resto, / 
con todos los :aedios posibles, extirpando todo lo enfer 
rno, para lograr La Sclud, el ordenadu crecimiento y ex- 
lansiôn del organismo social. Se erige, asl, un poder / 
absolute desenfrenado, mucbo mâs desprovisto de barre­
ras que el de las monarqulas absolûtes de anta#o(6).
Como observa Gomblin(7), hos encontramos a 
qui trente a una xotal negaclân de los postulados bâsi* 
COS de cualquier pluralisrao, y de cualquier siatema de 
cottvivencia polltica abclonal fundada en la bûsqueda // 
del consenso. La ideologla de la Seguridad naclonal La­
ce de la ;Olltica un inero aparato de desnuca coàcoiân 
al servicio de un ^rupo de presuntos iluminados, que pp
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seen el secieto de la salud social,y r.anipulan a los de 
mâs intégrantes de la sociedad co-mo pizas de una mâqul- 
na. Salta a la vista el carâcter totalitario de esta / 
concepciân, su profunda faita de respeto por la dlgnl4 
dad de la persona humana.
Evidentemente, en la ideologla de la oegu.-- 
ridad naclonal, Integramente elaborada fuera de là Ar­
gentina, se encuentran elementos bien conocldos del na- 
cionalismo aristocraties argentino, lo que no sorprende , 
pues êste lo habla tornado de los nacionalismos de déro­
cha espanol, francés y alemân, y estos ûltimos contribu 
yeron a la formaciôn de la doctrina de la seguridad na- 
cional.
Asl, hallamos la idea de naciân como reall 
dad primera y perfectamente inteproda. fin enbargo, a / 
la visiôn mâs eticizante del nacionatismo aristocrâtico 
se opjoneel concepto burdamente organicista biolôgico / 
que sustenta la doctrina de la seguridad.
También el anticomunismo militante y fanâ- 
tico es caracterlstico en el nacionalismo aristocrâtico, 
e igualrnente la exaltaciôn de las fuèrzas armadas como 
depositarias de los valores auténticos de la nacionall-
dad. En cambio, la doctrina de la seguridad à diferen-
.
cia del nacionalismo aristocrâtico no profesa mayor en- 
tusiasmo por el corporativismo (al inenos en su mâs aca- 
bada versiôn, la brasilena).
lor otra parte, la atribuciôn de poderes / 
absolutos a los gobiernos militares la habla conoeido / 
ya la Argentina en 1955-1956, y ello no fue obra del na
4-
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1g|66, si tenlan ahora un movimiento guerrillero real / 
que coifibatir, y que ion tar on otra vez el mecanismo pres 
crip to por la doctrina de la seguridad naclonal, que a’-* 
bora juega un pap el justificante mâs activo, sin per ju|.. 
cio del mêtodo del reconocimiento judicial(® .
El ré^imen actual tiene, para los sectores 
patricios, la ventaja de no ser personalista, pues ello 
permite una major rnanipulaciôn de las fuerzas armadas / 
para los fines de la clase dominante.
Fero dado que ia doctrina de la seguridad 
nacional no es tolerable para el cuadro elâsico de la / 
mentalidad patricia (de cuyo funcionamiento depends la 
hegemonla del patriciado sobre las clases médias), se / 
busca justificar al poder militar por otras vlas,
Claro estâ que ya no puede apiicarse la / 
vieja idea del .rovisorium, de que los gobiernos milita 
res serlan interrupciones ocaslonales, por breve tiempo, 
de la norrnalidad constitucional.
la ideologla de la seguridad nacional tara- 
bién se caracteriza, como dice Comblin(9), por cornsIde- 
rar que el r&gimen no es permanente, que se trata de un 
estado excepcional que alguna vez habrla de césar, cosa 
que también fue caracterlstlca del franquisme en Espaï?â 
(10), Kas esta admit ida transit or iedad ir.definida del / 
régimen es algb ya distinto de la idea del provisorium 
como interrucciôn temporal de pleno funcionamlento de / 
la Constituciôn, que luego recuperaria su pristine vi- 
^or. En efecto, el régimen de seguridad nàcional dice / 
querer llegar a algûn nuevo y nefculoso tipo de dfmoçra-
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cia, y de ninguina mariera restaurar la constituciôn tra­
hi ci onal . .
1 or ello, formando paraielo a la ideologlo^ 
de la seguridad nacional, que al fin queda reducida al 
uso Y consumo de militares y burôcratas, las elites in- 
telectuales del establishment patricio prefieren justi- 
ficar el poder castrense con la idea de que la Argenti­
na no estâ madura para la deinocracia, y que los regime- 
nes autoritarios pueden servirle para ayudar al creci- 
riiiento de fuerzas que finalmente permitan dar por term^ 
nada la tutela militar(ll),
Asl, pues, si bien la doctrina de la segu­
ridad nacional ha contribuldo efioazmente a la acentua- 
ciôn de la debacle constitucional argentine, no puede / 
declrse que haya cilcanzado el arraigo de una creencia / 
légitimer! te.
For 10 tanto no debe extranar que en el / 
mismo seno del actual poder militar no se confie tanto 
en aquella doctrina como para excluir el sueno del per­
sona lismo pa.ternalista y popular, tendencia que parece 
représenter cierto peligro para la estabilidad del ac­
tual t;,obierno colegiado e impersonal. .
Lo cierto es que la crisis de legitimidad 
résulta manifiesta; luego del fracaso de Onganla no se 
ha intentado poner en funcionamiènto ningûn personalis- 
mo eonveniente para el patriciado dominante. En tanto / 
las falacias en que se incurre para juotificar el cami- 
no autoritario a la democracia son p>atentes, y no pare- 
cen convencer mayorniente a nadie. la fôrmula de la legl
5 Ô
ruûciôn judicial se sigue j>racticando, pese a que eo cd-* 
rrelato, la creencia en la pronta restauraolÔn cù#etlti^ 
cional, se liaya disuelto.
En esta sitüaQiônp aprovechaQdo los resor­
tes de poder y de he^enonizaciôn cultural de çue/a4n se 
disponla, la clase dominante dlo su beneplâclto a la e- 
liminaciôn violente y sin reparar en medics,•de toda o- 
posiciôn que pueda significar el mener [eligro para el 
predoifiinio patricio, alterando asl en su s f urd amen to s / 
el cuadro de minima convivencia y tolerancla eue pese a 
1 's siicesivos regimenes militares y cuasi militaFes que 
viviô la .ir^entiiuA nntre 1530- 1976, habian permit ido al 
pàis bordear el precipioio nasta hace algûn tiempo.
Ya antes, las ideologias dominantes, o sea 
el "liberalismo" formalista y reaccionario, y el ”nacio 
nalismo” caudillista habian causado la desapariciôn de 
la constituciôn como régla comûn de juego asentida por 
todos los sectores sociales en conflicto, despojando de 
toda certeza inclusive al texte misno del ordénamiento 
constitucional, con lo cual se proporçionô el preludio 
de la tragedia que ha conducido a la Argentina & esta / 
su actual hcra cero.
Oon lo expueato ha quedado senalada la F#- 
laciôn entre las idtploglas dOf.lnai*tes en la Argentina 
y el desenvolvimientô del orden c on s ti t uc i onal a partir 
de 1930. Lü obeervaciôn mâs detaileda de les désarroil#à 
const!tuclonales serâ la materia de los j>r6ximps 
los.
hOTAS fL CAFlTUlO III
1) luego exaininaremoB en particular estas cuestiones#
2) Sn la otra ya rnencionada, Le pouvoir militaire^ en 
Amérique latine et l'Idéologie de la Securité rationale,y
3) Cf. Comblin, op.cit., pags. 14 y 489.
4)Cf. Conibliri, op. c-it, ,. pag. 13 y sigo.
5) Cf. Comblin, op.cit., pag. 32 y olge,.
5 bis) Ver la cita del Généré 1 Pinochet, teôrico de la 
seguridad racional, que efectûa Comhlin, on.cit.,pag.29. .
6) Comblin, op.cit., pag. 43 y sigs.
7) Op.cit., pag. 56. la teoria iolitica norteamerlcana > 
ttende a justificar los regimenes militares de seguri-• | 
dad r acional como r ecesaria para la "laodernizaciân de / : 
la sociedad*» en los paises del tercer mundo, (cf,Combien, 
op.cit., ^ag, 65/67), El famoso informe Rodkefeller de
1969 importa taiibiên una defer.sa de dichos regimenes. ■ 
(Comblin, Op.cit., pag. 109/111).
7bis) Estas terdertcias se empécrentan con las observables 
en Es;rna ec. el Eovimiento Lacional durante èl Bilsmo 
riodo, cf. Carlos Ê .Paye t, -ul •Politico , rmr J o , Dinâmica
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del Proceso PoJÎtlco Argentino -1900-1971, Adiclones / 
Fannedille, Buenos Aires, 1971, pugs, 158 y T59. ; f
8) A dlferencla de lo ocwrrido en 1930 y 1943, los .le- 
vanternientos de 1955, 1966 y 1976 separaron a los mlera- 
bros de la Uorte auprema, pero reemplazârdQlos por o- 
troc aagistradoG en actividad o en i^etiro, tî. ieos. r«- 
présentante r , ;;iuchos de ellos, de la aristocracia toga- 
da.
8 bis) La ideologla de la seguridad nacional, tal como 
se cxpresa actualmcnte en la Argentina a través de los 
vüceroe del  ^oder iiiilitar no rresenta xasgos acentuada- 
! ei.te bijlogistas o geopoliticos. Là general, se subarà 
ya la i dent i dad de la naciôn y nu hintoria con los val£ 
res cristiano-occicu. ntales, inter prêt ad os de .nanera rea^; 
cionaria (religion-farnilia-propiedad). Esos valores, y 
làs creencias reli^iosas que en o-iniÔn de los exporen­
tes del poder militar los fundan, son objeto de ataque- 
t^eneralizado y perverso, que utiliza todos los medios, 
en especial, là infiItraolôn cultural, lu coriupciôn e- ■ 
conôïïiica, el debilitamiento de los valores de la vida / : 
frmiliar, etc. A las fueraas ar ladr s le esté confiada, / 
la defer sa de la vida espiritua1 de1 prîs, y b&ra ello 
debe oper. r eh todos los sectores de la actividad poil* 
tica, cultural, cconômica. ' 1;
Se trata pues de una visiôn. :iahiqusa;\y'. 
espiritu de cruzada llevado lasta limited demenclaies, 
y de la militorizociÔn de todos los àwbitos de la yi^li
social aunque la conBecuencla con cue se 1leva a cabo 
la interveneiôn ;:iilitar eh la vida cultural no se repr£ 
duce en el nivel econôrnicô, reservado a los representan 
t< 3 genuinos del patriciado, Como eje;nplificaciohei^ m# 
remito a los discursos y declaraciones del general Vld£ 
la publicados en el diario L^ i Laciôn de Bu eno s A i r e s de 
Techa 20 de junio y 8 de septiewbre de 1976,
9) Lp.cit., pag. 54.
10) Jorge de Ecteban y luis (ju erra, La crisis del Es ta# 
do rrrriquieta. Editorial Labor, loliteia, 1977, pag.71.
11) He tenido oportunidad de ocu; ce i.c: üc estas idead en
en un trabajo de p iôxiina pull i -;acl6r en la revis ta Sis- 
tema (Ladrid), titulado “La crisis de la Constituciôn d 
ceniocrâtica en la Argentina”, refiriéndome a un artleu- 
lo de [•.ar.lano Gronciona titulado Die Auswirkung der Ent- 
spar nung fur I.ateinarnerika, aparecido en Europa Archive, 
serie 5/1977, pag. 147, y reproduzco, ampliândola s , las 
ideas que he utilizado eb esa ocasiôn. -
uronduna destaca eue el argumente utilima^ 
ble por los regimenes militares del cono sud de Amërica 
del sur i ara su le^itimaciôn séria goner dd rilieve que % 
la realizaciôn de los eistemàs democrâticos «ocoidenta- 
les rec :.4iriô un largo proceso de forinaciôn bajp monar- . 
qulas u oligarqulas eficaces que orepararon las condi- 
iones pora la deinocracia, '
A c^ntinuaciôn Lace rotar çl autar cltade
que desde el runto de Vista del llberaliemo, la demoei?£ 
cia no puede realizai^e con el empleo de medios ^iocv§^, 
tlcoe, ella es el oa.uino que donùüce a su propia reall- 
zaciÔn, es tanto fin como medio, ’ > ‘p
.1 :7 : ' ' : ' ' " ' '/'( ' '
Lo ^>crece que Giondona se adliiera a este / 
segundo ■ oriterio, que califioa conio doctrina, ouya ojgg, 
sici6n respecte de la tendencia expuesta en el primer / 
pârrafo der taca, en cambio, diciendo que vista desde // ; 
”Sudâmérlca” la democraciu es un fin que surge de condj^ 
clones en si autoritardas.
Ace rca de la atribuciôn de ese puntp d# 
vista autoritario a •♦Sudamérica” a secas, cabe cpnsigr 
nar '.^ ue el propio Grondona, en el articule aqul citado, 
reconoce la existencia de sectores libérales en SUdaîfé- 
1 ica, y en relaciôn a ello destaca la existencia de r£ 
j^imenes de . ocràtlco-constitucionales en la jarte norte 
de Latinoamérlca, haciendo notar ..ue en los sectored de 
oposiciln de los restantes palses, y también en su pren 
sa y en sus unlversidades, se rç^istran diversas mani-- 
festaciones de tendencias libérales (page.150/151).
En cuonto a la posiciôn deÈocr&tieo li]pe^ , ' 
ral, que Grondona caraoteriza como doctrina, segân la, / 
cùal sôlo puede llegaree a la realizaciôn da la l
cia por medios democrâticos, nuectro autor, r  ^ , ch4
1 proporciona, al paear» vn argumenté a favor del W  
cierto substanbi#l7de, e # #  Ûltima idea. Bn efeeto, - '"t
la Grondona que los re^$üi#neô lilita^## 1
nos -los ■ mismo s que, comb ■ ànt##. lo ■ i  ndlb uM- ^ e#
- ' ' ' , ' 
,pr e tende n llég àr a la  de$o#raoia po-r 'Via delLaVtb#i#%-/\/:i:'
. / ' y  V  ' / /
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ri:;niO- ti enen en ultiiaa inn ta ec in tend 7 i.e ins fancintas, 
pne n "indudableaiCiite” en cano oe una el ee ci on enti'c a- 
llanza con el coiiiunioiiio o el fo.ncismo, nu decision seri 
a nor cl secundo, 0 , aûn mâs . recisa.,,cnte, entre Ctalin 
y hitler, a favor del segundo.
El ro'jpio Grondona viene asl a adrnitir / 
qne la nretend ida realizaclon de la democracia por via 
a ntoritaria cr los rerimenes mili tares no es sino la fa 
ctadé! de un fa soi s mo latente.
to o bstarite la fuerzs. do ' s. to, co; iprobac i6n 
do hecto, cue se it.pone aun sobre el manificsto deseo / 
de neutr.olid...d de Grondona, cr be nacer :r:enciôn a otros 
ar^umf ntos contra dr.; idea "suda...ei icanal' de los rep.lme- 
r.es militares au tori tari os como v 1 as de nrepa raci on de 
1 a futurs demouraci a , o sea cue es preciso destoear la 
falacia de i o af irmado p. or a quel autor i. core a dr rue el 
era:., on de la n is tori a europea _ erinit irla oeducir.la ne- 
ccsidad dc los regimenes autoritarios eficaces p-ara pre_ 
par ' r la dc .;ocracia.
.. c 1 lo es dab le .vbscrvor ; on pri mer trrr;ji_ 
no , rue 1 a c-ficacia de los re^ iificr cs r-ili tares 1 atinoa- 
irier i can os es inuy contestable, la Argentina, y. especial- 
iiicnte cl bi'u^uay , .'.on pais es e n a de cad on ci a p' r e traces o .
A todo esto la Argentina ya vivi6 una larga y ;egativa 
ex peri one io con el j'égimen militar c ne existio entre // 
1 9 6 6  y 1973, entes de que en 1 9 7 6  se instolé-ra el ac-- 
tuai. 1 . 0 es preciso hablar del detcrioro aie la sitiu:-- 
a i on c.cori6 ;:iic:, cEilena y el acrecerd aillent o de la cr 6 ni_ 
ca i.ii sei'i a de las uasas. Brasil misr.o, 1 1. ego de 13 an os
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dt régimen uii lix...,r e utocim ti co ,  ^res enta un desai'oVio 
desoï-dencido y agi'ovecEado solo  ^ o r restringidas minor!- 
as, y ostenta un alto grado de inflsciôn y una mala si- 
t u a c i 6 n fi n an c i c r a .
E n s t; g b. n d o término , 1 corn p a r  a c i 6 n e on el /
de sa : roi : o de la de;iiocracia en los aa' ses occidentales 
ol vida eue esta se | udo dar al] ! non de sec tores .mâs di- 
nâiiaicos des glazaron a las vie j as aiâs tocracias y se pr£ 
du jo una j^ro Ti-nd a transf oi-.mac ion en la es truc tura del / 
poder real, e si no en los nota de s Unido:, donde e ses / /
: isi.os c tores ui nâml cos se tim.slad.aron para ope rar en 
Ul. campo si:, obstâculos . En J os  ^ai ses no nd i la r évolu­
ai on buir, ues: no se  ^udo dar, o fracaso, la democracia
no lo^ro afirmai-se .'Or pro ni a fue rza interna (Alemania,
Es pana ) y aûn en ïtal ia ,• donde di en a rcvoluoion se dio 
en forma débil, la de;nocracia termino irundi endose, y // 
q s i z â no babria reiacido sin el innulso exterior.
Esta i _ ri i f i c a , . uc s , que no fueron los re_
^Irnenes absol utistas tiismos, sino los elementos no abs_q 
lu 1 1 s t  a s que 'n a b i  a e n s u se no ( t, 2 * a, d i. e i 6 n c o n s t  i t u c i o n a 1  
medieval, burguesia, grupos religiose^, democratizantes, 
librepensadores, ac-istas, etc.) 2 os que, ril p-redomi nar 
 ^r rmi t i ercn el paso al liberal i s . . 0 y luego a la denocra-
cia.-------- : or otra pai'te , e]. absclutismo mono rç uico
no cauGO los ir.i smos efectos en KG_anai, Alemania, Jt.alia 
y Francia. Y, j us ta.tonte en este ultimo pais , a diferen 
cio de los pid i.ae.ros , el sis te .a de domi no ci on aris todrâti. 
co tradicional fne débilitado por la monarquia absoluta,
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cue or. cicrta mcdida sirvio de a_ 0 2 o a la burguesia eu 
aaceueo. 1 ero esa monarquia., p;or absolut;., que fuera, ca 
recia aun de un api ara to adminii .trativo e ideologico ca- 
paz de aiiOgar toda p'Oslbilidad de cambio, mientras eue 
los régi itcnes : r:::ados con el f or:fiidabl e p otencial buro- 
crâti co de 1 os estados conteiiiporâneos tienen una f uerte 
capacidad de sofocaciôn de toda tendencia transformado- 
ra .
E l  cor '  j u n t o  d e  las c i  r c u n s  t a r . c l a s  es n u e s  
t a ! d L v c r s o , q u e  nu _ e r m i t e  f o r m u l  i r  oor  c l u s i o n e s  c o r  a  
n a l  o g i a . Y ,  a de ,nas  , s i  se  t r a t a  de r e c u r  r i r  a c o m p . a r a -  
c i  on es h i  s t o r i c a s  , e s t â  c l a r o  en la u T 'O p ia  e x p ie r  i  e u e  i  a  
r e c i c n t e  q u e  l o s  r e g i m e n e s  de o i e  t a d u r a   ^ a r t i  d o c r â t i c a  
t e n d i c n t e s  a. 1 a  r e a l i z a c  i  on d e l  :• o e i a 1 i  ■ :'i o y 1 a p 1 e n a  / 
l i b c i ' t a d  d r 1 hüi. ' ibre se  ] i a n  e u e  a d o  en un  c a l l  e j â n  a b s o ­
l u  t i  s t  a : i n 7' a 1 i  d a v 1 s i b l e  .
i:o debe extranar,  ^uc.s, que los regimenes 
ïïi i 1 i t a r e s a u t o r i tarios de A méri c a 1, s tica, que por régla 
ne r rosentan • a los sectores domi r.antiu:, y ouieren la con 
solidacion del s ta tu-quo', no p.ued an ap^arecer como envol_ 
t o r: i os  ^1 • ( t e c t or- e s d e un c a mb i o s o c i a 1 q 'u e 11 evarâ a la 
larga a la democratizaciôn. Si esta llegc a darse, no / 
s •; râ eu: lu cor secuencia de los bucnos servi ci os del aut_o 
r !tarismo.
la ai-^uaentacion de Grondona se vincula // 
con la c once pci on de algunos p.ol i tologos norteamerica- 
nos , se^un la cual el autori t: l'is'.'to militar séria n e c e - 
sario pc v  ■ mode iniizac i on de los pmi s es en désarroi lo 
(cf. d i ci. a s opirii ùncs , mène io nada s nor Cuitbli r. en la. o-
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bra (ie éste ya citada, pags. 65/66 y 204/2CS, rioias 4T ' 
a 53). I'ero este juicio, muy uiseutible er; general, y / 
reap ecto del qua valcn fas objeclores recién expué8tas  ^
no puede extenderst a la  Argentina, cuyo grado de deaa- 
rrollo es muy destacable, aûn cuando deeigual y cpnfii£ 
tivo. llama la atenciôn este afAn de reduclr a la  AFgeht 
tlna a pals subdesarrollado, paralelo al a.fAn del nacia 
ralismo dc izquierda, de concebirlo directamente como / 
colonia en guerra de Jiberaciôn. hàbrîa que analizar cl 
cl escaso désarroilo de la cultura polltica en compara- 
cion con la estructura econônico-social évolueionada y 
coinpleja no es uno de los obstâculos bâsicos paraq^ue / 
el pals logre ercauzar los conflictos econômieo-socia— 




•' ■ El gol pe mill tar del 6 dé ' 8éi''
1930 marc a ' el ocâso de ' la Oonatituclôn 'libëVal '
' 7  ' ' f '  ' ' '
pues aûn cuando esta cuente con algûn grado de trigén^la
(1), de la feciia jndicada arrancan las conmocionea #î|®ÿVq
sivas que impldieron se continuara por el camino Inlcfg
do en 1912 con la implantaciûn del sufragio universal /
secreto y obligatorio. '
El temor a la ges116fÿ _ e q t ^ o ' â deH.. ;
qartido radical en momentos en que comenzabà la crisis
mundiel fué un motive esencial del golpe(2) p éu^o# d e a %
trosos efectos sobre las creencias legltimantês ÿ la
ral clvica reconocen inclusive liombres que colaboraron
actlvamente en los nue vos gobiernos del q2atriciado( 5) •
Ciertamente, fue el nacionalismo fascistl-*^
zante el que enccbezô mâs visiblemente la rèvuelta de ÿ
na parte del ejército, pero desde el primer momento loÉ
représentai tes libérales del patriciado tuvieyon peso /
muy considerable en el podsr* Desde los b.Icônes de la-V"
' . ' - " " , - . , f- : G ': ' ÆâifL
Cana Rosada de Buenos Aires el Dr/- atlas Sârcflée Sorèi»^ ^
' ' ' ' , '  ^
do, Ministro del Interior en #1 gal^lnete del
riburu, jefe del 'levanta®ieftto (%uf$n,se '7
' q 7^ I ’ /’ p
blecer un régimen eorporatlvo), anunoiô q_ué/ el
!ir
juraba fidelldad a la Oonstituci&n(4)» la
-  ^ ' I ' ' ... ' .f ' ' ' ' ,
nuevo gôbierno fue comunieêda'a la Gorte 
ûomposiciûn permaneçla iîialtérada* El Tribt#&%# /‘éVi- / S‘‘^ 
fundar el reconocimiento judicial del gobierpo ppovisig 
nal, hiao mêrito, por w m
: j ' . . ' 1 'k , %" 'f' A,''/
so efectivo de la fuerza pûblica, pero, adem&a, del 
tamiento de la Constituciôn que Labià jurado(5)f Bh el 
mismo acto atrlbuyô a ese nuevo gobierno el carâcter de 
poder executive de facto,pf'^ realmente, le ;
cultades legislativas de modd Uarto restringido(6), aûà 
cuando, por otra parte, oonsiderô que no podia lR]||iedlF q 
que el gobierno de, facto destituyera a los jueceaV pese 
a la inamovi]idad garantizada por la Constltuci6n{7).
Resalta aqul la insensibilidad ante 1o in» 
conciliable, como lo es derribar al Présidente y disol­
ver el i :,rlamemto y a todo6 los gobiernos de p>rovincls , 
(8), ôrganos en su integridad deüiocrâti camente elegldos, 
y, a la vez, proclawiar rsspeto por la ConstitùeiÔn, y / 
fi jar como objetivo la vue 1 ta al pleno funeionaiiiiento / 
del brden constitucional(9).
Esta contradicciôn se manifestô taî3biéh al 
anularse las elecciones piloto celebradaB el 5 de abrll 
de 1931 en la ;rovincia de Buenos Aires, en las eue pr£ 
valeciô cl derrocado radlealismo(10), y en las. eleccio­
nes générales fraudulentae, en las que el rad i c ali smo / 
se abstuvQ, y los partidos que represertaban al libéra- 
lismo ortodüxo'de la clase media# o sea el //
7 V / ' I
progrès! sta y el soclalieta» vl nie ron a fdijbp'
su presencla la maniobr»,que ll#vô a la
general Agustin P, JWtG(ll) . 'j V'tA-9
' ' ' '
p Seade luego, ello no signifie## la '
raciôn del orden-cGnnMtuoional, ya que ,4# A
lecciones victadas por el fraude y, cor otra'parte, al
hacerse carg,o del po#r;::el.:^enèpBl
feneeido el periodo de las anteriores autoridadee; cenô-r 
titucionales, la ûniça saltda concti^ucional habla ©i- 
do entregar el poder a aquellos y castigor a los culpa*;,
bles de rebel 16n, entre ellos, al nuevo preslàiÈ|||^ '**àer'
' '
rnoGrâticamente” electo, general Juuto.
Résulta, pues, que la vigencia de la Constj^ 
tuciôn era aparente, y que una vue!ta franca y honesta 
al siste : a desheciiO en 1930 quèdaba exclulda.
Ii08 aconteclrnientoa ocurridos en la Argentl 
na desde el 4 de junio de 1943, en que fue derribado el 
présidente Baniôn 3.Castillo, has ta la elecclÔn de Perôn 
como présidente en 1946 son de enorme trasoendencia pa» 
ra la vida del pais. Pero el régimen jurldico a que dlb 
lugar el con fus 0  ^ronunciamiento militar del 4 de junit» 
no diferia del de 1930* Otra vez ce comunlcô a la Cortt 
3u%rema, en la cual proseguisn aûn en funcioneo algunos 
de los jueces que habian vivido cl episodio de 1930, la 
formaclôn de un gobiemo provisiunnl, al cual el Tribu* 
nal reconociô, reiterando-los térmlnoe de su acuerdo / 
del 1C de septiembre de aquel ano(l2)# Sin e # W r g O $ .el. 
^ûbierno militar no aceptô en los hecbos e l 9
poder ejecutivo provisional 5âJEâÊ$2 9^^ fe
Alto Tribunal, fn efecto^ asumiô con decisiôn ql 
legislativo, adoptando pordecxeto-leÿ una
; '7 ' : ; G 'EGA'
dae trasct ndentales, como la implantaciôn» ïe la
za de la religiôn catÔlica en lae e s eue Iqs W f  1'$$- #
; ■ ' - ■ V'x-  â.. G -'E7G',_ E t  ÿ
la disminuciôn de los
1 A
Secretarîa de Trabajo y Freyisi6n( 1 5 ) y postériormente
une serie importantisima de madidas en el âmbito fabo-
ral(l6) * '...
La Cürte Supreraa l etaceô eeveramen# el Fj|' ^
conocimiento de taies facultades leglslativ-aU, llegam^b
inclusive a declarar la iueons.tit^icionalidad de litpoF»'‘i
,y a cueatiuaax
tantes medidas, / lu creacion de los tribu^ales de /
traba jo( 17) . lor otra parte, a diferencia de lo
do en 193c, el Alto Tribunal se opusô a la remqciôn dè
jueces efectuada .^or el gobie rno milftar( f$).
1 ero este no sôlo -iabia hecho un ejercido 
intenso de las facultades legislativas, sino que .
tente con la claasura del Parlamento, disolviô loe par- 
tidos polîticos(l9) e inclusive en nlgunos provine1as / 
se proliibiô toda actividad de orden politico(îC), .àînén 
del habituai eirqleo de las facultades omnimodae del ee* 
tado de sitio, que Itabia proclamado el présidente Çast^ 
110(11).
Esa poli tica esx^ec ialiuente dura del goble^ 
no militar, que en su deseo de autoafiruaciôn, decidiô
.=, 7 :':''',..7 ,'7 U -  ;
borrar de su titulo el adjetivo rovi*sional”(4?), e© /,
pro pi a cel periodo que va desde fines de 194%' k # #
ci i ados de 1944. En e se : ûlt##u, # 1  '
gadü por la situaciôn Internacipnal, cede,
otra vez a los partidos p o l l t i c q e % ) #  y
estado de sitio(14). "
/:B1^  régime# de FerÔn jio fue d é | ^  
gobierno militar, sino que se foryaô de abuerdo c o n 'la/'/
t' ' , ' - '
Constituoiôn de 1853, y « i w p r e  ae movi& ..A;
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la legalldad. Ello no Irapidlô, eln eiabargo, qlie rer&n, 
caudillo de masas, usara 8U poder de modo autoritalfld,
y que alterara furdarnerïtaX«iBnt€ lo© liBcamtep#0-f
E'GÏGj' ' ''âhGGûGGGl .n 
funciôn prèsidencial traditional* V
' - - ' '  ^7 - G . ; ' ' ' îâ.
En efecto, la Argentina se habla librado,
a la calda del dictador Rosas (1852) de las re^meues /
de tipo personalista, tan comùnes en latlnoâm&rica* Deg
de .entonces, y hastà 1916, el preslde.nte no fue sino u * '
na figura comisarial, un primus inter cares, dotado de
gra/i poder, : ero que sôlo le correspondia en cuanto vi»
cario del ectamerto patricio que ten la resèrvada la ûlV G.
tiiaa deciciôn. L':-e panel del présidente ruédsba asegurâ
do con la clâusula constitucional nue prohibia la reei*w G
lecciôn _ara el periodo eigulente. G
Yri^oyen, caudillo po.ular y plebiseltado,
pero no autoritario, ejereiô desde la présldeîîoia ur if
verdadero liderazgo nacional, qero aceptô las Feglaa //
fiel juego 3’ no pretendiô perpetuarse. Pue, clertamente,
reelecto en forma abruiAadora, en 1923.
, /que
leron ejerçia un verdadero gobierno perso*
' G:' G: ; GGq '
nal autoritario, y plebiscitado, qùlsô en comb$Oi pé‘rpj| i
. ■ . ' \ ' .G. .GGyfG 'G, "7 L 77 GG'PG
tuarse y para ellp'.debiô ppnèr en obra là reforma àe"'!#/ 
Constituciôn, que càocô con la résistent la 
posic!6n, .que objetô la validez del i G  
cl cual nabi a sido deeldlda la reformat $5), y'
. ' 'f'
te se retir6 de, la Conveneiôn Beformadora.
' ' , . ' ' 
Constituciôn reformada carecio del consenso %
/ ' . . ' : GG::;/: ' .
cesario para darle carâcter de carta indlscutido de; la: 
vida  ^olitica del pais.
Dgjando de lado la cuestiôn presidencial, 
el ccntenido de mucLas de las reformas i odla, sin eiubar 
go, ser cûrnpartido por inuchos sectores de la oppsiciôn, 
pues irriportabé, respecto de la Constituciôn de 185%, un G- " 
cambio substancial eu el sentido del estadô de blenestaFi
Pur una parte, la reforma de la Carta Pur* ? 
damental introdujo una declaraciôn de los derecbos eap# 
ciales del trabajador, de la farailia, de la ancianidad \
3 de la educaciun y la cultura, de carâcter enunciativo G 
y r.ebuloso, y que ni siquiera consagrala expllcitamen- 
te el derecho de huelga.
Mas, por otra parte, se establecla la obljL 
gaciôn del Estado de organizar las fuentes de produçciôu y 
con el objeto de otorgar a los trabajadores una. cpmpèn* 
saclôn rdecuada a sus esfuerzos (art. 37,1, 2) , y tcimbié» 
que "la ^ro^iedud privada tiene una funciôn social y,en 
connecuencia, cstarâ sometida a las obligaciones que en 
tablezca la ley con fines de bien comûn” (art, 38), Asl?; 
mismo, se determinaba que”la organizaciôn de la riqueza 
y su explotàciôn tienenuq por fin el bieneetar del pue- 
blo, Montro -a: un orden econôroico conforme a los prin- 
cipios de la justiçia social” (art. 40), Por ello se nu ’ 
torizaba la intervenciôn del estado en la ecénomla 
salvaguardia de los intereses générales y dentro de,ln»-^^ 
limites de los derechoa fundamentales asegurados por If-r,;
c ons t i tue i ôn (art. 4 0 ) , la actividad ec onômica, em
y. G ' G ' ' ' ' - G - :
pero, se organizaba conforme a la libre inlciativa pri*G<:
vada (art. 40).
. _ - : 7 -
El cj tado art. 40 creaba un monopolio esta f
f ^
tal de pri ne ip.io en elcpmercio de importaciôn y expor* 
taciôn, nacionalizaba las fuentes de eriergla mâs impor- 
tar;tes, y establecla que lo© servie les pûblieos eran / 
inenajenables y no podlan ser corcedidos para su expXoé 
taciôn(26).
En ].unto a derecho s fundamental es, se am- ' 
pliaba el catâlogo de las garantias procecalee y del dg#' 
recho penal, pero se suprlmlâ el jurado, y se legitimâ . 
el soi.ietiMiiento de los civiles .? la jurlsdicciôn mili­
tar (supresiôn de los arts. 67, inc. 11, ûltima frase, 
y 1C2 de la Constituciôn de 1853-186C y art. 29 de la / 
nueva Constituciôn, respectivaniente)(27).
El aspecto mâs criticable de la reforma se 
hallrJa en el campo de la eetructura polltica, pues se 
dejaban intaetas las institue i ones constitucionales mâs 
negatiV: s :  ^oder excesivo del présidente, debilldcd del 
Congreso, estado de sitio, intervenciôn federal en las g
y» /  ^ ;
rrovincias. _
Y el présidente, dotado dr fuertes poderes, 
con un periodo de seia aîîos, era indéfini dam ente reele- 
gible, por sufragio directo, introducido por primera / 
vez para la elecciôn presidènctal en lugar del tradicio 
nal sisteina de colenios électorales (elecciôn de aeg,uh^; 
do grado). • ga
Es innegable ,: pues , que la introducciân G
' - ■ À
del estado de bienestar iba acompadada d e r # e *  '
gos autoritarios, que en la prlctica se lanifestaban //
G.,. \ G.Ü'- . - a - aAc/
mâ8 fuertemente que en la t^^rla.
Ta 1 orga nizac i ôn de. 1 è s tado, côhsagradq,^ en . ,
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la Conatituciôn de 1949» fue unllateralir.enté Impuèsto /
(28)
por el juaticialiLuiu, j de&de entoncee no tuvo là ÂTgej^ ,, 
tina, como ya dijimoe, una Constituci5n legltimada por %, 
el coneenso de todos loe sectores. El éxlto de la rebe* 




1 ) Los diveraos est tutos de 1 os ^oLlernoe i::i 11 tares //:, 
cil c ta dos r v-a rtiX’ d c 1966 cooservaron la \irencio de la 
üuaeti luei 6o do 1853, en lo que (.11:. j:u e oqonqi. a lo 
detercinado por dicnoa ectatutca. Todo esta scrA cxpli- 
ca do en 1 os i^ui eûtes capitulos con d etenlriiiento.
r ) 1 nos ces_ uce dec 1 .o uno de 1 os i:\' c ii:q ortarites persona 
les ci'' lien .c -la :• nbeliôn, el _rn rcelu G'ncd.ez 8o- 
nonoo, en. el ^ena .o nacionul : "l'ue r.ecesnri.o Lacer la / 
revülucion de setie i.Lre p.ara evitar que v. 1 pri^oyenismo, 
con su % ol Itica , llevase al pa i s a lo revo i.uelon social" 
(l.odul i/v, Islq^ros, la deiiiocracia fn: udulenta , ya ci iada 
.a^. 3' ). ni nad i calismo penueno Iniipués de iriqoyeri //
 ^rac t j CL A,a una pol Itica de inde^-endescia cconoüiiec; , a un 
que se j.abla .nos t a  do muy duro con lus mas. s populares /  
en inomentos erî ticos, cuiiio la démana Trdyica de 1919 1!
( s d:re 1: ^oliticâ independiente de lï'i^oyen en sus ûl-
tiU:Os anus, v. Lodol f o lUiperos, 21 2 ri_op e.nisi:iO, jC ci^  
tado, 2^2/943).
3 ) j'ederico J lnedo, citado p'or Cirla, lartidos y T'oder, 
...pa ^scionado, laps.33/34.
4 ) Ciriâ, op.cit., pay^. 22/23.
5) 2.c.,i'ds.da del le de septiemb e de 193ü, v. Ciria, A 1- 
b o rto, op. .e-it. , j_'a^ s. 22/24 y note 21, Z- r. ci.cz Viaeionte 
Ce i-ljs, 21 ^ür;stitueionallsiLO , g.lS pu oblemas , Lucnos Ai
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res, 1937, C22 y
6) 21 leading case es " Implies ton Intei-nos c/balinon^e We_ 
breda " (cjleccicn ac I’allos de la dorte bup u-ema, t. 169 
_ r.^. 3:9 , 13-1 1-1933). V. refercncias dicho fal 'o cr 
f'.artir.ez Eu is , boberto , La Const! tucion Argentina a no ta 
da cor., la Jurlaprudoiicia de la Cor te Cuprenia de J u jti- 
cia, Buenos Aires, pag. 261.
7' ..e trata del ease "Avellaneda IIuer_, ", colcecion Fa- 
llos (it'd:., t. 172, pag. 344 ( 12-4-1933), v. [_rt1ncz 
Fuiz, o 1 :. e i t . p.ag . 264/26 5 y Su nci: ez Ylai:.onte, op. ci t., 
_ . 6 3 1 , no li. , 11. f ine .
B) la dia^luc.ion del larlainento fuc dlepu jtz el 7 de / 
sep: tiemb.re de 1931 (of. la Gula Cronolo^ lea preparada / 
p.or Julio Fiona Acuna, que rparece, en "A r-
y/'fitina 1930-196i " , Editorial Sur, Buenos' .pires, 1961, 
ira. 13 y sirs.. Entre les int erven tore s , o aea, coi ;i- 
sionaoos del ^obierno central et. las purovincias , encou­
tra ron eeo las pT-opuestas de corte corpor.ativista , que 
al fi n fr casaron (cf. en el vqd reeién citado, el artj_ 
cul o de Tulio Iial.per.1n Don^lii, "Gronica del Ferlodo", / 
Prig. 3( ).
9 ) liste contrâsentido no pue de imputarse a 1 os eleinen- • 
tes fascist: s, q^e querian una constitue ion corpor: ti v a ,
. ero 1 a '‘ucstien rata en que los pr. rti dos y terdenci a s/' 
liberal es de izqui erda cayeron en la ni s ma contra.dic.ci6n
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évidente es que sr situaban los rcctores "llbcra]es” // 
del patrie la do , di s pues to s c. cualquier ilegalidad pa ra 
. artener el poder efectivo, pcro r;o m.onos resuri tos a / 
ç o i! t i r,ir r c n ri " c; rd e n c or s 1 11 uc i ona 1 " .
11 ) -^n 8 de üctubre de 1931 fucron a ruladas dicLa s r 1.e_c 
ri ores r.on _ r et ex toc curial eaco a . Los dias; antes, el 6 
de oct..bre , el ^obierno provi s': .%rcl habîa p robi bido la 
c-rdi datura de baicrlo T. de Iv.^r ..ara la ^recidracia. 
praclamada .^:r el ludicalisrfio (ef. ?c]:}: , /.Ivear,
e d . 1 i b r o s À r ^ c n t i no s , bu en o s A i r é s , 1 3 ^ 8, p a g . 3 9 y Ro 
dolf'o iing^rôs, La democracies iraudulc’'ta , ya ci Lad a , /
b-‘L
11) Iste es el juicio de Cijiâ, eqj.cit., . 03.
1 1 1; i s ) 1 i o 1 :“i s î e ^ e 11 o , que i a, si do c a rdida to a la
vicej_residencia cn 1931 por la uniôn forr.ada enti-e so- 
ci listas y dc.ocrâta progrèsistas, (nrostrab) en 1932 
a lo sayorin conE;ervadora su ori^en viciado couo conse- 
cucncia del acte de fuerza del 6 de septiembie de 193C 
Ciria, ap.cit. , i-a^. 176.
12) la Corte bup T'eina recunoci o otra vos al goblerno mi- 
litar; reprodüci^ndo los terminos de la Acordada del 10 
de septic: ibro de 1930 (Àcordcda del 7 de junio de 1943, 
V. ■-.artlnez R u î z , o p .cit., ^ag. 259; Oanchez Viamonte, 
op.uit., i^gs. 622 y si^s.; Ciria, op.cit., p#g. 104.
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13) SI ^obierna ii.ilitarFtehusé atribuirse. carâcter "pro 
visional" y diapuso cancélar el tèrîiiino de su acta 
titutiva (decreto 773 de 18 de junio de 1943^ .encinna* v 
do por Ciria, op.cit*, pag* 117. la ensenanza dc la 
ligi6n catôlica en to daa las eseuelas pûbllcas fue orde 
nado p/oi- decreto del 31 de dicieabre de 1943 (vid.Gi'ri4 
op.cit., pa^. 121.
14) Decreto 1D3C de junio 29 de 1943» Anales de leglsla 
cl6n Argentina, t. III, 1943, Editorial Ta ley, Buenos 
A ires, pag. 191.
15) Decreto 15C74 de 27 de noviembre de 1943, transcrlg 
1.0 poi- Ciria, op,clt., pag. 118/119.
16) Véane, por ej. ,cl Estatuto del Te&n (decreto-ley il 
28169 de 17 de octobre de 1944, Anales de LegislaciÔn / 
Argentina, vol. IV, 1944, 2.éd., Kditorinl la Ley, Bue* 7 
non Aires, 1954, pa^.574 o el decreto-ley 333C2 de 20 /, 
de dlciembre de 1945 (Anales de Leglnlaclôn Argentina, ‘ 
vol. V, 1945, page. 757 y slgs.), que exter.diô a todos 
los osalariados clertas ventajas :nîni;..os de las que s6* 
lo _ozabon cl^unos sectores; salarîo. vital mlnlmo, suàl /.
- - ' Ç':. !. ' "
do n nu a 1 c o;..pl e rn c. tari 6, in d èiuil zn c ion por des nid o ‘ a' 
justificado, r.rén de drdenar un auiaento général de emer
genci.n de todos Ion salarlos. ' /.
' n ' ' " n  '
. ' ' ■ " /n ' n'
17) los tribur.ales del trabajo fueron créa dos por elAd# " 
CTcto 32347 del 3C de noviembre de 1944 (Annies de Le
gislaclôn, t.#, lecién citado, pa^r. 4 y r.tge.'), perot/
.. ' ■ ... | - -A. r A-i'-
*
? %
lo Corte Ciqu'e.no oe neg6 a tomor juromrnto los intè* : r 
grontee de coos trlbunale#, qua al fin I0 prestaron en , 
monos cel preoidente (decreto 15718 de 15 de.^ulio 4e / 
1945 (Anoles de Legislaclin, vol. V, reci&n citodo,rg:g, 
287). Tor otra perte, la G or te fuprcmo declarô la ï&oo&g; 
tituclon .1.1 dad de .las Lelegaciones ITegionales de la Se* 
crctnria de TraLajo y Previslôn (ver Fôlix L .na, el 45» 
Editorial Suda me ricana., Buenos Aires, G&ptlma ediciôn, 
1975, pag. 375).
18) LI ^obierro n.ilitar removlo a varies jueces (decre­
to 222 d(1 12 de jurio de 1945, Anales de Legislaclôn / 
Argentina, t.Ill, ano 1943, ya citado, pag. 171), perO 
en definitiva la Corte Supreme, eon criterio distinto / 
cl Ce 1930, se pronunciô contra'la remociAn de jueces / 
por el gobierno mi11tar (cf. Lartinez Rulz, op.cit., /r 
pags. 264/265 y S&nchez Viamonte, op.cit., pags.632/633*
19) Decreto 18.419 del 31 de dicienibre de 1943 (v.Oirl» 
op cit., pag. 107 y Anales dç LegislaciAn Argeatiïîa, t# 
IV, ado 1944 , i&g. 72). . '
20) En las provincias de Kendoza y Entre Rlos se.prûbi-» ^  
bl6 toda cluse de actiyidad polltica de carâcter p6%li* 
co (Anal.es de le^islaoi&n Argentina» t.Ill, ano 1943^ /\ 
decretos 338, del 31 de Jùliô de 1943 y 920 del t de a*' 
gosto de 1943, respéctiyawente, pags. 825 y 934).
21) En 1942, lu Ify 12.814 habia àprobado el estado'de
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ultio üccretado por el présidente el 16 de diciembre de 
1941, disponlendo que finalIzare el 15 de diclenbre de -, 
1942 (Anales de Legislaclôn Argentina, t.II, 1942, Edi* I, 
torial Ta ley, Luenos Aires, pag. 7 2 ) , El 14 de dlclem* 
bro de 1942 cl présidente dictô otrp decreto disponlen*. 
do la continuaclôn del es tado de sltlo (decreto à. 13784:1 
Anales de Le^lslaciôn,*., vol. reeién citado, 18^,332),
22) V. nota 13 de este càpltulo.
23) Decreto 11.976 del 30 de uioyo de 1945 (Anales dé le 
_isln cinn Argentina, t.Y, afio 1945, pago. 356/4C1) se / 
dicté un nuüvo entatuto de los partidos politicos que / 
los devolviô a la Icgalldad.
24) Decreto 17991 de 6 de agosto de 1945 (Anales de Le* 
gislacién Argentina, t.T, 1945, pag. 323. Bero el esta­
do de sitio fue decTaradoi nuevairvente el 26 de septième 
bre de erc niic:..o afio (decreto 23.173, anales de leglsl^ 
clôn, vol. reeién citado, pag. 562).
25) El art. 30 de la Constltudlôn de 1853 estoblece que.,
la r ecesidad de là reforma constltucional y de la
guiente corvocaciôn de una ConvenciÔn oonctituyente* d£' '
be ser declarada por dos t ère los del Farlaïaento. Bero / 7
la 'onstltuciôn no aelara el se trata de los dos terclôs ;
de los micmbros présentsa que Integran el quoium o de /
Ir. totalidr d de los le^lsladores. lu ley 13,233; 9%# Ç£
tà bl ecl6 ir. r oqeo iüad de la reforma er* la ocasiôn sera- 
ladci, PO tabla co, tado sine cou Tar dos terclos de )oa
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n i e  mb r o c  _ r e r . e n t e s  . En  la .  d u e  t r i  nr. e.y. l a  1 1 "  h o p l n l o n o G  a  
f n v o r  (3o ur.r. y  de o t r o  p o s i c i o n , a,;:br.s s o s t e n i b l e s  d e s -  
de  e l  p u i i t o  de v:i ^ r a  .;o t  i c a  1 - 1  .i. co g h i  e t o r i  c o  ( v .
lo r ;  i n f o r - n o e  de  ] o r  o n v e n c i o n a l  es hem ne. y y  B e r  r a z  h o r -  
t . y n ,  e l  pT-j m e r o  ' e n  l a s  C y n s t i  t u . ' - 1 o r  = s- A ."g e r t i  ne ( 1 8 1 C /
1 9 7 2 )  , ,. c a r g o  d e  A r t u r o  E. Ga:;a a y , y s c i t a  h : , p a ^ .  4 7 9
y  s 1^ 0 . y  c l  u e ^ u n ü o .  en  l a s  n o t e  a q u e  ne  i .s l i e n  e n  A n o ­
i e s  de  l e ^ i . s l : \ e i o r .  T i g e r t i n a ,  s e l .  1 % - A ,  i d i i o r i a l  l . a  /  
l c 2 g  iS.i' . . o -  ; i r e s ,  1 9 4 9 ,  p8 .uS.  2? 2' a l g s . .  a s t v s  s u t o -
r e s  ü ^ i j :  1- f a s . - r  de 3s v o l i c h .  s de 1 3 . 2 1 5 . ? 5 5 ,  p e r o
se  i.-nce n çz-- ego de 1 on e l e i u e n t o e  de j i û  c.1 a f o v o r  de  l a  
o t r o  ' o s 1 c .L 6 n .
i c r i t e r i o  es cp.ie -x 'or i.o e e o s  en e l  n o -  
ü . c n t o  V n e u e  :•.■* e SS'  c i  on 6 l a  l e y  1 5 . 2 5 9 ,  .rr n u l  t a b o  m âs  . va .
1 i  0 .0  1 ' i i t ' - .  1 1 g-" ne l a  c ie l  a r t ,  5 g q u e  l a  \wi s d i d i . c u l _  
t a  l c s  a l a  re .for- .ua  , p u e s  a s i  s e  s e r v i s  me j o r  a l o  . r u a x i -  
m.a c ]  cr. e n t a i  de  e x p o r i e n c  i a  q u e  i r d i c a  que ,  s i  n u n  ' a m p l i  o 
• • j r : s e , * s o .  una  c o n s t i t u e  i o n  no  t i c  n. e v i  a b .i 1 1  u r - d .
2 d )  _1 cor.  c e p  t o  de s e r v i  c i o  j  ùb.\ . i ca  f u r  i n t e r p r é t a  do  / /  
c o n  amp 3 j t u d  j  os e l  a u t o r  d e  l a  r e f o r i e a  c o n  s t i  t u e  i  o n a  1 ,
V 1 : t i r .  t o  p T 'u f  e o o r  - A r t u r o  h . L’a i .q.u.y , q u i  en d i  Jo cri l a  /
C o n v c n c i o n  C o n s t  i t u y  e n t e  : ] la, i ir.de ne c i. ona  l i z a  c i o n  /'
de 1 r s  s c i v i c i o s  pu . 1  l e  os y r  e l a s  l ' i q u c  zc s bd. _ i  c s de  
l a  c o d e c  t i  v i d a  d a des: .a s d e  ha.be.r- s i  do a c o n s e  j a d a  p o r  r a -  
z o n e s  X-i o l i t i c  c\ s , c o :i. o l a  s e g u r i  da d d e 1 E s t a  d o ,  y p o r  /' /  
c of-;;-1 d e r a c  i  o n e s  c c o n u m i c a s  , c o ::;0 e l  a c r c c  i mi o n t o  de  l a  
x u - o d u o c i o n  de- e r a s  r i  q u e  z a  s - y a  que  p- z%. n a c e r l o s  r c n -  
d i r  un  . . ' . x i .  10 I r  t  ' c n i c a ^ m o d e r i i a  e . ; , h e  u s a  o s; ;a n i  z a c i o n
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1 u.)]. a c t i v a  y a. .q; l1 s, s ü I ü p o a i c l c  c r; a s  d e l  h s t c d o - ,  /  
i ia ; . id ( ;  . : i j v i d a  i c ' . b i é n  _ u r  1:. n e C ' S i d a d  de  c o i a c r t i r l o s  
- : i r a ;  t r u i . i e n t o  do l a  r e f o r m a  s é r i e l .  I  o r q u e  l a  r  a c i o  n a ­
i l  z a c i o n  0 c s t a t i . a a c . i  on d e .  l o s  s e r v i  c i  os  i n i L i i c o s ,  - q u e  
es  r I ;i,.i s..'iO- a l  ou_i_.-lai.tar c l  r. S x l i i  t u  y  1 a. o r g a n  l o s e  i o n  
CSX i  t e l  i a t a  de su g e s t i o n ,  x-ei- : : i t e  f l j a r  c l   ^ T c c i  o y l a  
d i s t r i l u c i o r ,  o s i  s c r v  : c i o  l O ci.  x . - rocura  d e l  l u s i - o  ; r iv_a  
d o ,  i n o  : a i ü  y. r  c r i t e r i o s  de  u t i l i d a d  s o c i a l ,  s u e s  , /  
L o y  e l  c o n c e p t o  de  s e r v i c i o  p u b l i c o  es  s i  sc  i ' e s t i  f i  ca  
.e. a- t  (.) !.. : l a .  s c t  i V i ds; de s  p i - u d u . - t  a de b i a s e s  r c q u e r g  
si vvs :v r  e l  c a r  J u n t o  de  l a  {)Obl a c l 6 n  , c a n s  v o z r;:u s n um e - 
r o c  os g r  c i a  o a l  x i r o g r e s o  de ! . .  t é c n i c a ,  q ue  p u s o  r dis_ 
p o s i c i a n  de l o s  no  b r e s  b i c n e s  r n . t e :  r e s c r v L i d o s  a p o c o s
2 c s nva;r‘t  i dos  en l a  o c t u a  1 i d s  d en i  ur t r i v  . e r . t o s  a r d i n a -  
ri es 1. e v i d a  c i 'ai 1 iz?;.d: " . ( ' ' . y , " .. 0(;nc ti tue i o- 
n e s J G 1 ^ e n t i na ( 1 81 ü /1 9"'’ 2 ) , y a ci tr.d .,, r ag. 5'C 4 ) .
27) il! Juicio por jurados en las causas cm i mi raies, are 
vis te 2 ni- la Const i tue i 6n de 1813, runes fue 11 e va do a 
la .^ra et i es , y el ^ruceso pénal -es cri ta y de rasgos // 
i-.a r es-la es. te i.r qi-i a 11 ivos- no si i o 1: f ca::ostra ci on de /
la f Ita jc dcsa.ïTül I o de las i r s ti tue innés 1 ibcT al es / 
r n la Arcentina,  ^recisamcnte ei lu cpoc del [rcsur to 
1 i 1 - r r a  1 I s a^. 1 cro l a  a u p r è s  i on do g  o c la usulas consti- 
tuci ans les que ncmucstran ol i ncuirq.ilimie rito del progro- 
nir. 1 1 bcral si gni llicoba el rccn.azo dcf i nitivo de este.
27 bis) As' lo  ^reciso boisés Icbcri. ci.n c ; la Cocvcrcion 
de 1 f 11 : -'i I 1 i .iad de fortifie r y _ , mq e tua r cl .-oe
I #
der adquiere pl ena evldencla er la referma * 1% experlerj.:" 
cia de c&el un slglo senal6 las deficiencias dc 
ta del 55 en las 11ml to Gleziës :
X r es i dent es s ori^en de gran parte de nuestros
, ' S:ys/"' y/O: y g/ g ''
C O S ,  \  ' '' . : ' D - y  - ' ' K g )
Mas cl proyecto no rceoge esa qxperle-yiela*;)'
El ré ;i:nen de Intervencianee, del estado de sltio, de ,/ÿy
' . ... .y : ' c c :, ■■'Cyfyg
provision de carg.os pùbllcos y dé ga^toG ilegales
y: b. 'c. ' jyy
nece cor sus fa11as actuàles. Se aclrra la imirecinlon
de conceptos en cinrtü a la prôrrôga de ceçiones del //
Congress, %,ero con sentido desfavoralle a la buena doü* ''
- - - ' g . . .' :% ^ ^gg/u3Ê
trirr, no se cortccplaron garant las ' efectlvas'-para 'f/ÿ
resguardo de la autoîiomôa de las provincias y pr&ctlc#^: '
irjénte se las ha colocado en situaeién de dependencia 01
del poder central el condlclonarse su rutonoieîa a coopgx
raclones que las prlvanc de seguridad polltica»
Eo 96 previe la convocatoria automatic#
Congreso para juzgar de la pertinencia del .##.4adO de
(■ ' ^ 'y ' ‘  yl""' y ^
tio, que puede declarar el Podér Ejecutivo durante
' - ' ■ ■ y ' x y A  :''- ■ y ^ y g y -
receso, 0 en su defecto» la ereaciôn de una comiei&n / / %
parlamentarln permanente que lo substituya en eea 
cl6n. Se incluyë, eh cambio, el ertado de préveW 
alarmai, al que se call0d#:;,de ç6
tio. Mas puede ser JdeciaigaW'-aï,'bl^^rih-yd# 
cutivo, aun durc,i.te el funcionamiento del. GongreeO(^,-yÀ»; 
excluye la opciôn del abôndono del pale a loà 
(biario de de lm\ Convçnciém laclqnài
yente * 1949»; ÿc cit., pag.
84
28) La Convenci6n realizô un acto de arbitrariedad par- 
ticularmente negative al exigir que todos los empleados 
pûblicos prestaran juramento a la nueva Carta Fundamen­
tal so pena de pérdida del empleo, y al declarar cadu- 
cas las designaciones de todos los magistrados del Po­
der Judicial, que asi pudo ser renovado a discreciôn 
por el gobierno*
Esta ûltima decisiôn del cuerpo constitu- 
yente importaba un acto de legislaciôn singular, Viola- 
torio del principio de la generalidad de la legislaciôn, 
esencial al estado de derecho. En consecuencia, elle 
suscita el problema de si existen algunos contenidos no 
modificables de la Constituciôn. En la Argentina exis­
ten, desde luego, opiniones a favor y en contra de la 
existencia de contenidos pêtreos en la Carta Fundamen­
tal (v. al respecte Jorge R.Vanossl, Teoria Constitucio 
nal I, Teoria Constituyente, Editorial de Palma, Buenos 
Aires, 1975, pags, 186 y sigs.). Ciertamente, las obje- 
ciones hechas a las clâusulas pétreas no parecen técni- 
camente irréfutables (vid, en ese sentido, Sonrad Hesse 
Grundzüge der Yerfassungsrechts der Bundesrepublik Deut 
schland, 10.éd.. Editorial C.F.Müller, Heidelberg-Karls 
ruhe, 1977, pags. 276/279).
El problema de los contenidos pétreos remi 
te al de los fundamentos del orden juridico. Nos refer! 
remos en un capitule posterior a la manera en que se 
plantea este punto en la Argentina, especialmente en 
cuanto se liga al status juridico del pbder militar.
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Capitulo Y
El gobierno clvlco militar de 1953 y la asunclôn 
del poder constituyente por las Puerzas Armadas
La caida del régimen de Perôn es atribuida 
por autores de la izquierda nacional a la falta de por- 
fundizaciôn del proceso de todas formas revolucionario 
que se habia iniciado(l).
Si, en cambio, se considéra a dicho régi­
men como un nacionalismo burguês fundado en la moviliza 
ciôn de las masas y en el autoritarisme, que garantiza- 
ba el control de éstas(2), se llega a otras conclusio- 
nes, que, genéricamente,- ya hemos anticipado, al menci£ 
nar en el capitulo 111 al mismo autoritarismo del régi­
men como causa del fracaso del programa nacionalista 
burguês.
Cuando Perôn cayô en 1955, si bien se per- 
filaba una correcciôn de la politica econômica, parece 
dificil afirmar que aquel programa hubiera llegado a 
sus limites en la esfera econômica.
El derrumbe del régimen no se produjo, de 
ninguna manera, por contrastes experimentados en tal âm 
bito, sino que tuvo por causa inmediata el conflicts de 
satado por el propio gobierno en 1954 con la Iglesia Ca 
tôlica.
Esta habia apoyado a Perôn en las eleccio- 
nes de febrero de 1946, y si bien en la década del 50 
las relaciones entre régimen e Iglesia no estaban des- 
provistas de tensiones, sigue siendo bastante enigmâti- 
co el porqué de la feroz campaha anticlerical lanzada 
en forma casi imprevisÈa desde las esteras del gobierno
(5).
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Sin perjuicio de otras razones mâs circuns 
tanciales(4), la posible explicacion deb* hallarse en / 
la lôgica interna del régimen, que se habia hecho cada 
vez mas autoritario e inflexible, y que no podia tole- 
rar un fuerte nûcleo de poder ajeno a la influencia del 
gobierno y en el cual anidaba la tendencia a propiciar 
una acciôn politica y sindical autônoma de los catôli- 
cos comprometidos.
La consecuencia de la campaha anticatôlica 
fue que todas las fuerzas de opciciôn lograron nuclear 
se y movilizarse, las fuerzas armadas, fuertemente in- 
fluidas por la Iglesia, vieron conmovida su fidelidad 
al régimen, todo el aparato burocrâtico puesto en manos 
de nacionalistas catôlicos cayô en un conflicto de con- 
ciencia, etc..
Prente a tal situaciôn, pôdia intentarse / 
desde luego promover desde el gobierno una verdadera mo 
vilizaciôn révolueionaria de masas, pero esto hubiera / 
contradicho a la estructura y modalidades bâsicas del / 
justicialismo. Puera de ello, no quedaba otro camino // 
que el abandono del poder, pues la fôrmula politica au- 
toritaria habia cancelado toda posibilidad de canaliza- 
ciôn de los conflictos politicos y sociales en un marco 
de reglas de juego validas para todos.
La caida de Perôn fue lograda por un levan 
tamiento de la Marina de Guerra, seguida por escasas // 
fuerzas del Ejército, que sôlo pudo triunfar porque las 
fuerzas leales no se sintieron moralmente autorizadas / 
para trabar un combate cercano a la guerra civil. El //
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quebranto de la creencia militar en la legitimidad del 
régimen fue, al fin, la causa inmediata del derrumbe de 
éste.
Las fuerzas sociales y politisas que preva- 
lecieron en septiembre de 1955 fueron el patriciado "li 
beral", los partidos de clase media libérales y de iz­
quierda, los intelectuales de esas orientaciones, que e 
ran la gran mayoria,y sectores nacionalistas de derecha 
con raatices varies, algunos, inclusive, pronunciadamen- 
te social-cristianos (los demôcrata-cristianos, en cam­
bio, eran tlpicamente libérales).
El problema inmediato se hallaba en la masa 
obrera, que segula fiel a Perôn, y frente a ello los 
sectores nacionalistas reeién mencionados, que rodearon 
al présidente provisional, general Lonardi, trataron de 
llevar a cabo una politica de conciliaciôn y olvido, que, 
desde luego, redundaba eh provecho politico para el pro­
pio sector. Tal situaciôn dio origen al golpe palaciego 
del 13 de noviembre de 1955, en el que se reunieron to­
das las fuerzas que habian formado en 1946 la oposiciôn 
al peronismo en ascenso.
En ese conjunto desempeharon en 1955 un // 
roi decisivo los partidos pequeho burgueses, libérales, 
o de izquierda (esta singularidad de una izquierda acen 
tuadamente pequeno burguesa es una caracteristica de la 
Argentina que no pasô desapercibida en su momento a los 
buenos observadores). Dichos partidos suministraron, a- 
si fuera a regafiadientes, apoyo politico a un programa 
econômico de orientaciôn reaccionaria, a la restauraciôfi
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del poder del patriciado, y a una persecuciôn del movi- 
miento obrero y de todos los comprometidos con el regi­
men anterior que no reparô en limites constitucionales 
ni humanoSpY para iiacer efectiva esa politica fue preci 
so erigir por primera vez en la Argentina un poder mili 
tar ilimitado.
Ante esto surge el interrogante acerca de 
c6mo fue posible que fuerzas decididamente orientadas / 
hacia el estado de derecho democrâtico dieran los pasos 
fatales que contribuyjeron en alto grado a la desapari- 
ci6n del mismo en la Argentina.
Podrâ pensarse que la dependencia en la // 
que culturalmente se encuentra la clase media respecte 
del patriciado le transmita la disociaciôn politica ca­
racteristica de éste; profesiôn de fé liberal y opciôn 
prâctica autoritaria. Pero debe tenerse en cuenta que je 
sa caracteristica del patriciado supone la efectiva po- 
sesiôn del poder, que los représentantes politicos de / 
las clases médias no han llegado nunca a asir firmemen- 
te en el pais, y en cuyo ejercicio, por otra parte, en 
las oportunidades anteriores a 1955,habian dado prueba, 
en todo caso, de un sentido de la legalidad mucho mayor 
que el del patriciado.
Mâs bien cabe pensar, pues, que la actitud 
proautoritaria de los vastos sectores medios en 1955- 
1957 se debiô al pânico pequefioburgués frente a la cla­
se obrera,respecte de la cual dichos sectores sôlo alen 
taban incomprensiôn, angustia, desprecio y hostilidad, 
como es propio de una mentalidad pequeho bj^rguesa.
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Me" parece, por tanto, que asi como el na- 
7 cionalismo burguês autoritario caus6 en 1949 la quiebra
V ■
I de la legitimidad constitucional, el pânico pequeho bur­
guês de libérales e "izquierdistas" en 1955 contribuyô 
ampliamente a la desapariciôn de la legalidad, no yà // 
constitucional, sino de la legalidad a secas.
En efeoto, los gobiernos militares de 1950 
y 1945 habian asumido tan sôlo los poderes que ordina- 
riamente poseian los departamentos ejecutivo y legisla-
■f'
tivo de acuerdo con.la^Oonstituciôn (las proscripcioncs 
politicas de 1931 habian sido justificadas con -malos- 
argumentos constitucionales, en 1943 sôlo la temporaria
h
disoluciôn de los partidos politicos se saliô irremedia
ÿg
g blemente del marco de poderes que hubiera oorrespondido
a un gobierno constitucional). Entre septiembre y noviem
I bre de 1955 el gobierno provisional siguio, en rasgos /
y
Jy générales, y pese a algunaa variantes, el modelo de 1930
y 1943, pero a partir de esa ûltima feeha, con la caida 
del general Lonardi y su sustituciôn por el general A- 
ramburu, comenzô un proceso de acrecentamiento del po- 
der militar, que terminô asumiendo facultades constitu-
g:
y . yentes.
Ciertamente, desde el punto de vista insti
tucional, el breve periodo del general lonardi ofrece /
J: ■
caracteristicas que, en ciertos aspectos, lo distinguen
g
■ de los gobiernos militares de 1930 y 1943.
!■
En primer lugar, el gobierno de septiembre
I
de 1955 no buscô el reconocimiento de la Corte Suprema,
I
cuyo prestigio en el frente vencedor era nulo, sino que
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..intégrantes
séparé a sus /de sus cargos(5) y procediô a una dépura 
ciôn de la magistratura(6) incomparablemente mâs exten- 
sa e intensa que las llevadas a cabo en 1930 y 1943,que 
se habian limitado a la remociôn de unos pocos jueces.
Las purgas del Poder Judicial realizadas des 
puès de la sanciôn de la Constituciôn de 1949(7) y - /  
eh 1955 trastornaron hondamente la conciencia de estabi 
lidad de la magistrature.
^a circunstancia de que el présidente pro­
visional se arrogara idrmalmente las plenas facultades 
legislatives no importa ninguna diferencia esencial con 
el gobierno de 1943, que las usô en profusiôn, pero de 
todas maneras la declaraciôn de principles del decreto 
42 de 25 de septiembre de 1955(7 bis) acerca de que el 
ejercicio de las facultades legislatives es indispensa­
ble para la continuidad de la acciôn estatal, y su acep- 
taciôn por la magistrature,dio una de las bases para el 
asentamiento de gobiernos militares durables.
La concentraciôn de las facultades ejecut^ 
vas y legislativas en el presidents provisional seguia 
la tendencia de 1930 y 1943.
La creaciôn de la Junta Consultiva Nacio­
nal (8) fue un tlpico producto de las circunstancias de 
1955. El gobierno de 1930 no contaba con la adhesiôn in 
condicional de los partidos politicos que habian estado 
de acuerdo con derribar a Yrigoyen; en 1943 casi todos 
los partidos estaban contra el gobierno militar, y en / 
1955 todos los partidos,excluldo el justicialismo y sus 
simpatizantes, compartian la responsabilidad del gobier
91
no, que mâs qüé militar, resultaba asi civico-militar.
Ya hemos visto la tendencia de las fuerzas 
politicas victoriosas en septiembre de 1955 a no cuidar 
se del estado de derecho, y la primera prueba de ello / 
la dio el decreto-ley sobre creaciôn de la Comisiôn Na­
cional de Investigaciones, suscripto aûn por el General 
Lonardi. Ese cuerpo normativo resultaba dificilmente // 
compatible con garantias fundamentales de la Constitu- 
ciôn(9).
El gobierno del General Aramburu produjo / 
ya en su comienzo una importante novedad; el poder le­
gislative y las mâs importantes decisiones del ejecuti- 
vo serian compartidos por un Consejo Militar Revolucio­
nario, antecedents de las futuras juntas militares(IO).
Pero no fue esta caracteristica colegiada 
del poder lo que interesa mâs en este periodo, sino la 
apariciôn de un conjunto normativo destinado a la pros- 
cripciôn y persecuciôn del justicialismo, y especialmen 
te lesivo de la Constituciôn. Dichas normas se referian 
a inhabilitaciones politicas(ll) y sindicales(12), a la 
confiscaciôn de patrimonios(l3), al castigo de opinio- 
nes(l4) e inclusive a la imposiciôn de la pena de muer- 
te sin ley previa que la autorizara y también sin jui­
cio previo(15). La justificaciân de todo esto se buscô 
en los poderes revolucionarios, entendidos como emergen 
tes de un estado de necesidad consistante en el hecho / 
de la "revoluciôn”(16).
Estes mismos poderes fueron invocados por 
el gobierno provisional para dejar sin efeoto la refor-
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ma constitucional de 1949 y restaurar la vigencia del / 
texto constitucional de 1853-1860(17), y para convocar 
la Convenciôn Constituyente que se reuniô en Santa Pé / 
en 1957(18).
îia restauraciôn de la Constituciôn de 1853- 
1860 no fue incondicional, pues el art. 2 de la Procla­
ma que puso nuevamente en vigor aquella carta, estable- 
ciô que::"El gobierno provisional de la Naciôn ajustarâ 
su acciôn a la Constituciôn que se déclara vigente por 
el artlculo 1 en tanto^y en cuanto no se oponga a los / 
fines de la Revoluciôn, enunciados en las directivas bâ 
sicas del 7 de diciembre de 1955, y a las necesidades / 
de la organizaciôn y conservaciôn del gobierno provisio 
nal". Con esta salvedad se dejaba Intacta la posibili­
dad de que a travês de los poderes "revolucionarios" el 
gobierno se desligase de la observancia de las garanti­
as constitucionales.
La elecciôn de la convenciôn constituyente 
tuvo lugar bajo normas que proscriblan al justicialismo 
y los partidos afines. Por otra parte, la Uniôn Clvica 
Radical, o sea, el partido liberal pequeho burguês mâs 
significativo,se dividiô, y un importante sector fue a 
las elecciones con la consigna de negar validez a la // 
Convenciôn electa.
Este sector (la Uniôn Clvica Radical Intran 
sigente) no habia negado la validez del acto por el cual 
el gobierno provisional derogô la reforma de 1949(19),/ 
pero cuestionô, sobre la base del art.30 de la Constitu 
ciôn, que el gobierno provisional pudiera convocar una
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convenciôn constituyente.
La actitud del nombrado sector politico e- 
ra oportunista, dlctada por el deseo de atraerse a la / 
masa obrera, pero no faltaron voces desinteresadas que 
advirtieron a la opiniôn pûblica el peligro que résulta 
ba del reconocimiento de facultades constituyentes al / 
gobierno proviôional. Asi, Carlos Sânchez Viamonte, un 
constitucionalista de gran nota, militante del Partido 
Socialista y acérrimo opositor al régimen de Perôn, se 
retirô de la Comisiôn de Asuntos Constitucionales(20) / 
por su discrepancia con la actitud del gobierno provi­
sional, y Gregorio Parera, un distinguido hombre pûbli- 
co, miembro del Partido Demôcrata Progresista Santafec^ 
no se opuso con vehemencia a las facultades constituyen 
tes que se arrogaba el gobierno provisional(21). El Dr. 
Vera Vallejo, miembro de la Corte Suprema de Justicia / 
de la Naciôn, que en su nueva composiciôn habia sido d£ 
signada por el gobierno provisional, renunciô a su car­
go como protesta por la ilegltima derogaciôn de la Con£ 
tituciôn de 1949(22).
También la convocaciôn de la Convenciôn // 
Constituyente fue objeto, como ya dijimos mâs arriba, / 
de impugnaciones especlficas. El procedimiento para re- 
formargla Constituciôn prévisto tanto en el art. 30 de 
la Constituciôn de 1853-1860 como en el 21 de la Consti 
tuciôn segûn la reforma de 1949,obligaba,segûn lo ya ex 
presado en el capitulo anterior(23), a que la aecesi- 
dad de la reforma fuera declarada por el Congreso por / 
mayorla de los dos tercios de sus miembros(24) y que //
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luego se convocâra una convenciôn reformadora.
Ahora bien, la doctrina argentina considé­
ra que aquêl acto del Congreso no importa ejercicio del 
poder legislative ordinario,sino de una facultad precons 
tituyente(25). Como el gobierno provisional se habia a- 
rrogado "las facultades legislativas que la Constituciôn 
Nacional acuerda al Honorable Congreso de la Naciôn" // 
(art. 1 del decreto 42 de 25 de septiembre de 1955(26)), 
se dedujo que se habia fijado a si mismo limites que a- 
hora traspasaba, al ejercer facultades de orden consti- 
tucional(27).
Evidentemente, a partir de la idea de la / 
autolimitaciôn no se podla llegar a ninguna conclusiôn 
satisfactoria, pues los limites del decreto 42 los ha­
bia borrado, en termines générales, la Proclama del 27 
de abril de 1957. Y tampoco cabia separar la cuestiôn / 
referente a la Convocaciôn de la Constituyente de la de 
rogaciôn de la reforma de 1949 operada por esa Proclama. 
Si no podia hacer el gobierno provisional lo segundo, / 
tampoco cabia que hiciera lo primero(28).
Pero la polémica tuvo sentido, precisamen- 
te, en cuanto signifieô negar el acrecentamiento de las 
facultades del poder militar, y conducia a llevarlo a / 
la limitaciôn de atribuciones que se habia puesto en o- 
bra en 1930 y 1945(29).
En cambio, el dictamen de la Comisiôn de / 
Estudios Constitucionales que sirviô de justificative a 
la convocaciôn de la Convenciôn Constituyente por el go 
biérno provisional considéré que preguntar por las fa-
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cultades de uiià'revoluciôn "para hacer una constituciôn 
es plantear un problema que jurldicamente tiene poco // 
sentido"(30). Esta idea debe ser comprendida en el senti 
do de que la alteraciôn violenta de la legalidad consti­
tucional es una revoluciôn desde el punto de vista jurir- 
dico,y que por razones de gnoseologla nuridica no cabe po 
ner en duda las facultades de cualquier indole que se a- 
rrogue un poder surgido del quebrantamiento de la Consti 
tuciôn anterior. En efeoto, esta idea estâ encuadrada en 
la agudizaciôn del formalisme positivista vivida en la J 
Argentina durante las ûltimas décadas(3l).
Dentro de esta modalidad de pensamiento, 
como es notorio, se realiza una tajante separaciôn en­
tre derecho y valor, y siguiendo tal tendencia la Comi­
siôn aludida declaraba también "que el verdadero princi 
pio de legitimidad constitucional democrâtica reside en 
el pueblo...la revoluciôn no se arroga poder constitu­
yente, como revoluciôn democrâtica que es, sabe que a- 
quel poder reside en el pueblo y por eso lo convoca pa­
ra que décida".
La respuesta del pueblo fue desalentadora 
para los que habian propiciado la convocatoria en las / 
condiciones de proscripciôn masiva y persecuciôn en que 
se encontraban el justicialismo y el movimiento obrero. 
Pese a todo el sistema de proscripciones, los votos en 
blanco, sumados a los que obtuvieron los partidos que / 
repudiaban la Constituyente,llegaban a una cifra mayor 
que todos los votos de los partidos que aceptaban la // 
reunion de la asamblea(32). La UCRI se retirô de ésta /
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al comenzar las sesiones, con lo cual la Convenciôn con 
tô desde el principio con un quorum precario.
Lo que restaba de la Convenciôn se encon- 
trô de todos modos frenté a la urgencia de precisar al­
go sobre su legitimidad. El gobierno provisional habia 
fijado a la convenciôn los puntos de reforma de la Cons 
tituciôn de 1853 que podria tratar, y el plazo para ha- 
cerlo. 0 sea que la puesta en vigor de dicha Constitu­
ciôn emanaba de los poderes del gobierno provisional, / 
igual que las facultades de la Convenciôn derivaban, se 
.gûn surgia del acto de convocatoria, de aquellos pode­
res "revolucionarios"(33).
Aunque la mayoria de la asamblea tendia a 
aceptar una posiciôn subordinada frente al gobierno pro 
visional; se levantaron voces autorizadas, como las de 
Luciano Molinas, Alfredo Palacios y Camilo Muniagurria
(34), que propusieron que la Asamblea no reconociera co 
mo fuente de su poder sino el voto popular,,y-que actua 
ra como poder soberano, pues estaba dotada de la repre- 
sentatividad de la que carecia el gobierno provisional
(35).
Esta pretensiôn de representatividad, in­
compatible con la aritmêtica, como se hizo notar en la 
misma Convenciôn(36), no podia ser tomada muy en serio, 
e hizo que se arribara a la fôrmula de transacciôn consi£ 
tente en dar por supuesta, con algunos actos mâs o me- 
nos claros y con ciertos términos ambiguos, la soberani 
a de la Asamblea, y, a la vez, aceptar explicitamente, 
como autolimitaciones, todas las vallas que le habia im
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puesto el gobierno provisional(37).
Todo este conjunto de hipocresias fue es- 
tigmatizado en los discursos de très convencionales dl- 
sidentes, de los cuales sôlo uno, Juan Carlos Deghi(38), 
parece que tenla una vinculaciôn actual con el justicia 
lismo, mientras otro, Cipriano Reyes(39), era un diri- 
gente gremial muy destacado que ocupô un papel central 
en los primeros momentos del justicialismo y que despûes 
fue brutalmente perseguido por Perôn. El tercero, Mario 
Roberto(40), era convencional por la Uniôn Clvica Radi­
cal del Pueblo (como recordamos antes, el radicalisme / 
se habia dividido, formândose dos fracciones: la reeién 
mencionada, motor de la Convenciôn, y la Uniôn Uivica / 
Radical Intransigente, que se habia retirado de ésta).
Los très convencionales citados plantearon 
a la Asamblea las cuestiones fundamentales: el gobierno 
provisional desarrollaba una politica econômica y social 
reaccionaria, perseguia al movimiento obrero y lesiona- 
ba los derechos fundamentales, y la Asamblea venia con 
su presencia y actividad a cohonestar todo aquello, mien 
tras la masa obrera y otros sectores sociales, que for- 
maban la mayoria del electorado,la habian repudiado. En 
taies condiciones no era posible llegar a una sanciôn / 
constitucional apoyada por un consenso suficiente, que 
fuera pacto de uniôn y no causa de divisiôn entre los / 
argentinos(41).
Desde luego, estas protestas cayeron en / 
saco roto, y la Convenciôn, luego de declarar vigente / 
la Constituciôn de 1853-1860, formulô un proyecto de rc
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formas que(42),'en el aspecto econômico y social^rein- 
troducia una parte de las clâusulas de ese orden de la 
Constituciôn de 1949, inclusive mejorândolas en algunos 
puntos, pero también diluyéndolos en otros (como el ati 
nente a la intervenciôn estatal)(43)» En lo atinente a 
los derechos fundamentales introducla mejoras importan­
tes (44), y en el campo de las normas orgânicas reforza- 
ba el poder del Parlamento y moderaba el del Ejecutivo.
Pero de todo este plan sôlo se pudo llegar 
a consagrar algunos derechos esenciales de los trabaja- 
dores (la huelga, principalmente), y luego, cuando se / 
trataba de aprobar la norma sobre la propiedad, el reti 
ro de los convencionales conservadores dejô a la Asam­
blea sin quorum y ésta se viô obligada a disolverse(45).
Una parte considerable de los partidos li­
bérales y casi toda la izquierda democrâticamente orien 
tada resultaron asi usados por el patriciado para conva 
lidar la derogaciôn de las clâusulas de la Constituciôn 
de 1949 que aquellos partidos compartian.
Estos ûltimos sectores politicos se empeiia 
ron a fondo en la empresa mâs contradictoria: querer // 
promover una reforma de las instituciones politicas y
socio-econômicas que,sin duda,lesionaria la preeminen- 
cia del patriciado, sin interesarse por atraer un ampl^ 
simo GorsensDjpoÿular ÿ*hasta'côntândo acaso con el apo 
yo, o por lo menos, la buena fé del patriciado. Todo £ 
llo rayaba entre el irrealismo y la hipocresia.
Esta situaciôn mental es, a nuestro parc- 
cer, como lo apuntamos antes, mâs aûn que refiejo en la
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clase media de la mé'ntalidad politica disociada del pa- 
triciado, y de los problemas sociolôgicos especific-bs / 
de dicha clase en la Argentina (inmigraciôn, etc.) pro- 
ducto de los temores y angustiasde la pequena burguesia 
en las condiciones histôricas del siglo XX, que no // 
siempre la llevaron al fascismo, pero que la inclinan / 
al falseamiento de la democracia(46).
Lo cierto es que las predicciones sobre el 
efecto negative de las claudicaciones de esta asamblea 
radicalmente pequefïo burguesa de 1957 se vieron por de^ 
gracia confirmadas. El programa del estado de derecho / 
social y democrâtico, que ya dejaba indiferente nada me^  
nos que a gran parte de la masa obrera, pas6 a perder / 
adbesiones entre la clase media, especialmente en la ju 
ventad de esta, que en el decenio siguiente séria gana- 
da por el nacionalismo autoritario de izquierda(47).
En efecto, la poca credibilidad de los po­
liticos e intelectuales que apoyaron ese programa, evi- 
denciado en el proceso "constituyente" de 1957, se veri 
a agudizada con el desarrollo del futuro gobierno de la 
Uniôn Civica Radical Intransigents, tanto antes como // 
después de la caida del presidents Prondizi.
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• ROTAS AX CAPITULO V
1) V., por ej.; Norberto Galasso, en la biografia de 
nuel Ugartej ya citada, vol. II, page, 292/293.
2) Y. cap. 2, pag.
3) Tulio Halperin Donghi, La democracia de masas, ya // 
cit., pag. 80 y sigs,.
4) Parece ser que Per6n tenia viejos agravios con la je 
rarquia eclesiâstica. Al respecte, v. el episodio que / 
refiere Félix Luna en El 45, ya cit., pag. 64, nota 23, 
segûn la narraciôn que le hizo el extinto proïesor Artu 
ro Sampay, y que yo también escuché en una oportunidad 
de boca de éste ûltimo.
5) Decreto ley 318, de 4 de octubre de 1955. Anales de 
Legislaciôn Argentina, t. XV-A, aiïo 1955, pag. 518/519.
6) Todos los magistrados: de todas las jerarquias del
der Judicial fueron declarados "en comisiôn” (decreto /
112 del 29 de septiembre de 1955, Anales de Legislaciôn
Argentina, t.XV-A'j ano 1955, pag.515), y luego el Deere
to-lèy 2373 del 1 de noviembre de 1955 (Anales de legis
laci6n Argentina, vol.cit., pag. 573/574) estableciô /
que cesaban en sus funciones los jueces no confirmados
hasta ese momento. A su vez, los arts.3 del mencionado
decreto-ley 2373 y 1 del decreto-ley 487 de 8 de octu­
bre de 1955 (Anales de Legislaciôn Argentina, vol.cit.,
100
pag. 5 2 5) estableciô' la inamovilidad de los jueces de- 
signados por el gobierno provisional hasta que este fue 
ra reempïeado por el futuro gobierno constitueional. // 
Por otra parte, el art. 4 del decreto ley referido en / 
ûltimo término establece que los jueces ’^confirmados” 
por el gobierno sôlo serian removidos por los procedi- 
mientos légales vigentes, 0 por lo que dietare en el 
futuro el gobierno provisional. Finalmente se dictô el 
decreto-ley 6621 del 17 de junio de 1957, que crëô un / 
tribunal especial para las causas de responsabilidad de 
los magistrados que gozaban de estabilidad segûn el ré- 
gimen recién esbozado (v. el decreto 6621 en Anales de 
Legislaciôn Argentina, t.XVII-A, ano 1957, pags. 556/ 
560). ;/
7) Capitulo 4, nota 28.
7 bis) Anales de Legislaciôn Argentina, t.XV-%, pags. / 
512/513.
8 ) Decreto-ley 2011, de 27 de octubre de 1955, Anales 
de Legislaciôn Argentina, t.XV-A, pag. 562, Dicho decre 
to-ley fue modificado por los decretos-leyes n. 3153 / 
(vol.cit., pags. 5 8 1/5 8 2) y 3266 (vol.cit., pag. 5 8 3).
9 ) Decreto-ley 489 de 7 de octubre de 1955 -Anales de /
Legislaciôn Argentina, t.XV-A, pag. 522-. La Comisiôn y
las subcomisiones que ella podia designar estaban encar
gadas de investigar irregularidades en la Administra- 
ciôn Pûblica y gozaban de todas las facultades de los /
101
jueces de ihstrùcciôn, inclusive la de disponer deten- 
ciones o incomunicaciones cuando fuere necesario para / 
el mejor êxito de la investigaciôn (art. 6, inc. 2. del 
decreto-ley citado). Dado que el habeas corpus no es i- 
dôneo, segûn la estrecha concepciôn del mismo sustenta- 
da por.la magistratura (v. por ej.la critica de un ex- 
presidente de la Corte Suprema designada por el gobier­
no provisional, Dr. Arturo Orgaz, a ese criterio en Ar­
gentina - 1930-1960, Editorial Sur, ya citado, pag.124, 
pag. 135 supra y nota.. 17 en la pag. 137), quedaba afec- 
tado el derecho de defensa en juicio, garantizado por / 
los arts. 18 de la Constituciôn de 1853 y 29 de la de / 
1949. Ambos articules proscribian también las comisio- 
nes especiales, en cuyo concepto cabria también subsu- 
mir a los organismes creados por el decreto-ley de men- 
ciôn.
10) Decreto-ley 2908 de 13 de noviembre de 1958, Anales 
de Legislaciôn Argentina, t. XV-A, pag. 578/579.
11) Se privô del jus sufragii active y del derecho a o-
cupar empleos o ser dirigeâtes de partidos politicos a
cas! todos los. que kàblan desempeiiado cargos pûblicos /
de cierta importancia en el movimiento justicialista, o
actuado como autoridades internas de ese movimiento*
Conf. decreto-ley 4258 del 6 de marzo de 1956, Anales /
de Legislaciôn Argentina, t.XVI-A, ano 1956, pag. 243.
Esta prescripciôn durarla por el término que dispüsiera
el futuro gobierno constitucional. Por lo demâs, fueron 
disueltos el partido peronista y el partido socialista
102
de la Revoluciôn Racional (decretos-leyes 3855 del 24 / 
de noviembre de 1955 y 4072 del 1 de marzo de 1956, res 
pectivamente. Anales de Legislaciôn Argentina, t.XV-A, 
afio 1955, pags. 602/603 y t.XVI-A, afio 1956, pag. 234).
12) Una gran cantidad de dirigentes gremiales fueron // 
privados del derecho de ocupar cargos gremiales de cual 
quier naturaleza por el decreto-ley 7107 del 19 de abril 
de 1956 (Anales de Legislaciôn Argentina, t.AVi-A, ano 
1956, pags. 294/295)>-El plazo de la inhabilitaciôn se 
extenderla hasta que el futuro gobierno constitucional 
lo dispüsiera. El gobierno provisional intervino a la / 
Confederaciôn General del Trabajo y a todos los gremios 
obreros. Asimismo otras entidades profesionales fueron 
directamente disueltas (decreto-ley 3032 del 16 de no­
viembre de 1955, Anales de Legislaciôn Argentina, t. 
XY-A, ano 1955, pags. 580/581 y decretos-leyes 7760 y 
7762 del 30 de diciembre de 1955 y del 27 de abril de 
1956 respectivamente, Anales de LegjLslaciôn Argentina, 
t.XVI-A, afio 1956, pags. 61 y 325).
13) Se trata de confiscaciones de los bienes pertenecien 
tes a personas vinculadas al gobierno justicialista. El 
sistema de confiscaciôn consistiô en establecer una pre 
sunciôn segûn la cual todos los bienes de las personas 
aludidas eran products del enriquecimiento llicito o in 
moral vinculado a la funciôn pûblica, y que por ello pa 
sarian al patrimonio del Estado. Se admitiô la prueba / 
documentai de que taies bienes habian sido adquiridos / 
con ananclas licitas. Mlentras se substanci b e t
103
procedimiento' ante tin ôrgano administrative creado ad- 
hoc, el interesado quedaba privado de la disposicion de 
sus bienes, que administraba dicho organisme (eg. decre^  
to-ley 5148 de 9 de diciembre de 1955, Anales de Legis­
laciôn Argentina, t.XV-A, afio 1955, pag. 619 y sigs., 
décrétés 6911 y 6914, del 26 de diciembre de 1955, ibid, 
pags. 635 y 636). Estes ûltimos contienen listas muy ex 
tensas de personas flsicas y civiles alcanzadas por la 
interdicciôn. La confiscaciôn general de bienes esta 
prohibida por el art. J7 de la Constituciôn, y, ademas, 
en cuanto la confiscaciôn es una pena, no puede imponér 
sela sin la comisiôn de un delito previamente definido 
por la ley, art. 18 de la Constituciôn. Por otra parte 
parece diflcil negar el carâcter constitucional del prin 
cipio que pone la prueba del delito a cargo de la acusa 
ciôn. Ante todas estas objeciones, el decreto-ley aludi 
do requeria ser considerado como un acto del gobierno 
de facto apoyado en la "plénitude potestatis" que aquel 
reserve frente a la Carta Fundamental. El fallo de la 
Corte Suprema que tratô el asunto procurô disipar las 
objeciones constitucionales contra el rêgimen aludido, 
pero-. no obstante hubo de basarse también en los fines 
de la "revoluciôn" (Fallos de la Corte Suprema de Justi 
cia de la Naciôn, t. 238, 76, pag. 130).
14) Se prohibiô bajo amenaza penal, toda expresiôn ideo 
lôgica del peronismo (decreto-ley 4161 del 5 de marzo 
de 1956, Anales de Legislaciôn Argentina, t.XVx-A, ano 
1956, pags. 241/242.
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15) El decrètô-ley 10364 del 10 de junio de 1956 dispu- 
so el fusilamiento de un grupo de militares comprometi- 
dos en un levantamiento contra el gobierno de facto. Se 
tratô de ejecuciones efectuadas sin respaldo legal y 
sin sentencia judicial. El decreto-ley sirviô como sen- 
tencia. Al respecto corresponde poner de relieve las si 
guientes circunstanciaa:a ralz de una sublevaciôn ocu- 
rrida en 1951 contra el gobierno constitucional deaquel 
entonces, el Congreso dictô la ley 14117, que estable- 
cio la pena de muerte„para el delito de rebeliôn mili- 
tar, que por lo demâs, no se aplicô nunca, pese a que 
se dio otro alzamiento militar en junio de 1955. La ley 
14117 sufriô la fundada objeciôn de contradecir al art. 
18 de la Constituciôn (29 en la numeraciôn de 1949),que 
prohibe la pena de muerte por causas politicas. Por e- 
llo, el gobierno provisional derogô tal ley, en virtud 
del decreto-ley 8313 del 30 de diciembre de 1955 (Ana­
les de Legislaciôn Argentina, t.XVl-A, ano 1956,pag.88), 
precedido por considerandos que repudiaban enérgicamen- 
te el desconocimiento de la tradiciôn constitucional // 
que habia significado la ley 14117. Seis meses después, 
cuando se produjo el levantamiento militar del 9 de ju­
nio de 1956, ante la inexistencia de ley previa que pres 
cribiera la pena de muerte, el gobierno provisional re- 
curriô a la pena de muerte impuesta por disposiciôn di­
rects y singular del poder, sin otro sustento que su / 
conveniencia, violando asi el art. 18 de la Constitu­
ciôn en cuanto establece el principle nullum crimen / 
nulla poena sine previa lege, garantiza la defensa en
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juicio de là persona y los derechos y prohibe la pena / 
de muerte por causas politicas (lo mismo la Constituciôn 
de 1949, art. 29) y los arts. 23 y 25, que vedan al Po­
der Ejecutivo, aùn para las ocasiones en que rija el es 
tado de sitio, arrogarse el ejercicio de funciones judi 
ciales, condenar por si mismo o aplicar penas (art. 34 
y 90 de la Constituciôn de 1949).
16) "También la situaciôn proveniente de una revolu­
ciôn es una de esas situaciôncs..extraordinar±as que pue 
den justificar excepcionales restricciones a derechos 
individuales, y,entre estos, particularmente, a los de 
rechos de expresiôn y asociaciôn". Tal fue la opiniôn 
de la Corte üuprema de Justicia en el caso Bustos Nûnez 
(Fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Naciôn, / 
vol.240, pag. 223, pag. 227). Otra expresiôn de la teo- 
ria de la necesidad revolucionaria se encuentra en el 
discurso del convencional Lucas Arrayagaray en la Con­
vention Constituyente de Santa Fé (Diariè.de Sèsiones 
de esa Convenciôn, pag. 355). Asimismo, el constitucio- 
nalista Segundo V. Linares Quintana se pronunciô en el 
sentido de los poderes extraordinarios de la "revoluciôn" 
(v. Diario de Sesiones cit., pag. 303).
17) ôermân. Bidart Campos, que sostiene que con la Pro­
clama del 27 de abril de 1957 se tratô solamente de de­
clarer \ la nulidad de la reforma de 1949. Se le ha re 
plicado,con acierto, que la declaraciôn de nulidad con 
valor erga bmnes significa, precisamente, el ejercicio
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del poder constituyente (cf. Jorge R. Yanossi, Teorla / 
Constitucional-I - Teorla Constituyente, De Palma, Bue­
nos Aires, 1975, pags. 415 a 417).
18) La Convenciôn realizô sus sesiones entre el 30 de a 
gosto y el 14 de noviembre de 1957 (v. Yanossi, op.cit. 
pag. 425 y sigs.).
18 bis) Vid. Sampay, Constituciones Argentinas, cit., 
pag. 555.
19) V. las expresiones al respecto del convencional // 
Juan Carlos Deghi en el Diario de Sesiones de la Conven 
ciôn, pags. 283/284.
20) Sobre la renuncia de Sânchez Viamonte, v. el diseur 
so del convencional Alfredo #.Palacios, Diario de Sesio 
nes cit., pags. 318 in fine/319.
21) Las opiniones de Parera fueron citadas por el con­
vencional Deghi, Diario de Sesiones mencionado, pags. 
285/ 286.
22) El texto de la renuncia se halla, por ej., en el 
mismo discurso de Deghi, Diario de Sesiones cit., pag. 
284.
23) Rota 05 dal mismo.
24) La diferencia entre el art. 30 de la Constituciôn
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de 1853 y el 21 de la de 1949 estriba en que mientras 
no esta claro si el primero requiere dos tercios de la 
totalidad de los miembros del Congreso, o sôlo de los 
présentes, el art. 21 se pronuncia por esta ûltima in- 
terpretaciôn.
25) los autores que efectûan esa precisiôn, sin duda a- 
certada, son Sânchez Viamonte y Linares Quintana (cf.Va 
nossi, op.cit., pag. 321, texto y nota 58). En realidad, 
al plantearse el problama de la Convocatoria de la Cons 
tituyente de 1957 taies opiniones imperaban sin contra- 
dicciôn. Posteriormente fueron puestas en duda por Er­
nesto Migueo Ferrero y Salvador Dana Montafto (Vanossi, 
loc.cit.; éste sigue el criterio de Sânchez Viamonte).
26) V. nota 7 bis.
27) La tesis fue expuesta por Julio Oyhanarte, en el ar 
ticulo publicado en la revista La Ley del 29 de noviem­
bre de 1956 (cit. por Deghi, Diario de Sesiones mencio­
nado, pag. 288). Linares Quintana defendiô el punto de 
vista del gobierno provisional afirmando que éste ejer- 
cla las facultades que la Constituciôn otorga al Poder 
Législative (La Ley, t. 84, pag. 689, cit. por Deghi,/ 
ibid., pag. 287). Pero el decreto 42 de 1955 sôlo atri- 
buia al gobierno, como recordamos mâs arriba, las "fa­
cultades legislativas" correspondientes al Congreso.
28) Observaciôn de Deghi, Diario de Sesiones cit.pag.283,
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29) El debate sobre el art. 50 no estaba, pues, segûn 
entiendo, tan privado de sentido como lo estima Vanossi, 
op.cit., pag. 419.
30) V. la transcripciôn de la parte pertinente del die- 
tamen de la Comisiôn en Vanossi, op.cit., pags. 421/422. 
Los autores del mismo, profesores Juan Antonio Gonzâlez 
Calderôn y Sebastian Soler, habian sostenido, empero, / 
ante la Junta Consultiva Nacional, que el gobierno pro­
visional carecia de facultades para derogar la Constitu 
ciôn de 1949 (v. las observaciones del convencional Al­
fredo L. Palacios, Diario de Sesiones cit., pags. 319 y 
320).
31) Un panorama de esta tendencia, lo ofrece Vanossi en 
varias partes de su obra, en especial pag. 141 y sigs.. 
Este autor manifiesta compartir dicha orientaciôn.
32) V. Carlos Fayt, El Politico Armado, cit. anteriormen 
te, aupiemento, pag. final de los cômputos de las elec- 
ciones de 28 de julio de 1957.
33) Cuando el dictamen de la Comisiôn de Estudios Cons­
titucionales fijaba una competencia limitada a la Con­
venciôn Constituyente, lo que hacia era subordinarla al 
gobierno provisional, mâs que encuadrarla, como sostie­
ne Vanossi (op. cit., pag. 424), en el marco normativo 
del art. 30 de la Constituciôn. No se puede negar, des- 
de luego, cierta ambigüedad del dictamen, pero, en défi
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nitiva, estâ elara la proponderancia teôrica y prâctica 
otorgada a los poderes del gobierno provisional.
54) V. el discurso de Palacios, ya citado, en el Diario
de Sesiones aludido, pag. 312 y sigs. (al criterio de
Palacios se adheria Molinas, pag. 259). V. el discurso 
de Muniagurria en el Diario de Sesiones, pag.268 y sigs..
35) V. discurso de Muniagurria, pag. 276.
36) Convencional Mario Roberto, pag. 1078.
37) V. Vanossi, op.cit., pag. 427.
38) Su discurso se halla a partir de la pag. 283 del 
Diario de Sesiones de la Convenciôn.
39) V. su discurso a partir de la pag. 494 de dicho Dia 
rio.
40) V'.‘la parte pertinente de su discurso a partir de 
la pag. 1078 del citado Diario de Sesiones.
41) "No creerâ el pueblo en las reformas, mientras se 
le hurte el ejercicio de su soberanla total..." (Conven 
cional Roberto, Diario de Sesiones, pag. 1079).
42) Diario de Sesiones, pag. 1018 y sigs.
43) Comparar el art. nuevo que debia seguir al art. 17
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de la Constituciôn de 1853 con los arts. 38, 39 y 40 de 
la Constituciôn de 1949, y el art. 41 de la Constitu­
ciôn italiana, con el cual guardan analogia las mencio- 
nadas disposiciones de la Carta de 1949 (la Constituciôn 
italiana fue reiteradamente citada en la Convenciôn ar- 
gentina de 1957, v. el discurso del miembro informante, 
Ricardo Lavalle, Diario de Sesiones, pag. 1053 y sigs.).
44) En especial, el recurso de amparo (art. nuevo a con 
tinuaciôn del art. 18-)^»-
45) Diario de Sesiones citado, pag. 1556.
46) En la Europa actual, el tipico temor y hostilidad 
pequeno burgueses frente a la clase obrera son materia- 
les ûtiles para el proceso de mutaciôn autoritaria del 
estado en el capitalisme tardio (ya hemos sefialado aigu 
na literatura sobre los rasgos générales de este proce­
so en la nota 12 del cap. II).
En la Argentina, como queda dicho en el 
texto, taies actitudes se hallan en la base de las clau 
dicaciones pollticas\de los partidos pequeho burgueses, 
ocurridas en un contexte econômico y social diverse al 
de la Europa del capitalisme tardio.
Es precise, ademâs, distinguir entre las 
actitudes de los partidos con rôtulo de izquierda y con 
composiciôn pequeno burguesa, y los partidos de esa ûl­
tima indole y de ideologia democrâtico social, especial 
mente el Partido Radical.
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Las érfàdas formas de procéder de los par­
tidos mencionados en primer término tenian ya una larga 
tradiciôn, y se explican sobre la base de algunos factq 
res especlficos bastante estudiados, a saber; a) las / 
fuerzas sociales que efectivamente representaban (al ar 
tesanado urbano, por ejemplo, en el socialisme de prin­
ciples de siglo, a lo que ya hicimos referenda en el 
capitulo l); b) la circunstancia de estar formados // 
por sectores de inmigrantes que no poseian suficiente 
experiencia del pais y su historia y dificilmente po- 
dian accéder al sentido de los acontecimientos, hallân^ 
dose ademâs concentrados en pocos centres urbanos; c)la 
integraciôn de los lideres de la izquierda en el mundo 
cultural del patriciado; d) el internacionalismo exc£ 
sivo que en aquellos tiempos fue corriente en los movi- 
mientos de izquierda; e) el menosprecio por las masas 
nativas, refieje de la situaciôn del inmigrante, y de / 
la cultura patricia, que alentô tal actitud.
Ninguno de estos rasgos caracterizaba en cam- 
bio al radicalisme, dotado de amplios apoyos popula- 
res, lugar de encuentro entre sectores inmigrantes y / 
criollos, arraigado en la tradiciôn politica del pais, 
y presents en todas las regiones de éste. Dicno partido 
estaba, ademâs, dotado de una tradiciôn de lucha fron­
tal contra el predominio patricio.
El partido radical àenia fé democrâtica y 
un nebuloso ideario queese afanaba por distinguirse de 
la orientaciôn positiviste de la cultura patricia, pero 
no engendrô un movimiento cultural de fuste capaz de a-
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fectar el predoihihio cultural de aquel sector. A partir 
de 1937, y, especialmente, de 1945, incorporô el Parti­
do Radical un programa politico y econômico de carâcter 
réformiste y democrâtico, pero el prestigio de ese pro­
grama no bastaba para conmover las raices pequeno bur- 
guesas del partido, que habian conducido, durante el go 
bierno de Yrigoyen, a las sangrientas represiones con­
tra la gran huelga de enero de 1919 (la semana trâgica) 
y contra los obreros rurales de la Patagonia, en 1921.
47) El ideario democrâtico social no dio origen a ningu 
na corriente importante de pensamiento politico. Ello 
se debe, en mi criterio, primero, a que los sectores 
que la adoptaron -socialisme y radicalisme- no estaban 
en condiciones de efectuar una elaboraciôn intelectual 
que los alejara de los carriles de la hegemonia patri­
cia y diera al pensamiento una perspective suficiente- 
mente critica y realista; y, segundo, a que a partir de 
1956 aquel ideario cay6 cada vez mâs en el descrédito 




El gobierno provisional de 1962/1963 y 
la legalidad anarente
El gobierno militar instaurado en 1955 dur- 
r6 hasta 1958 y fue reemplazado por el gobierno consti­
tucional del Dr.&rturo Frondizi. Este gobierno encarnô, 
en su origen, el rechazo por parte de importantes secto 
res de la clase media de la restauraciôn del patriciado. 
Dichos sectores habian apoyado inicialmente al movimien 
to de 1955, pero la politica reaccionaria nacida del 
mismo terminô alejândolos y dio las bases para el pacto 
de Frondizi y el sector del Partido Radical que lo si- 
guiô, con el jefe del proscripto justicialismo, gracias 
al cual logrô veneer el primero en las elecciones conv£ 
cadas por el gobierno militar en 1958. Sin embargo la 
politica econômico social del nuevo gobierno traicionô 
las esperanzas del sector obrero y de los grupos de in­
telectuales de clase media con tendencias de izquierda 
que lo habian apoyado, directa o indirectamente(l). En 
efecto, la linea seguida en ese orden no fue de protec- 
ciôn a los intereses bâsicos del pais en el orden de 
las relaciones econômicas internacionales, ni de promo- 
ciôn de los trabajadores. Mâs bien se orientô dicha po­
litica a satisfacer las exigencias de las empresas mul- 
tinacionales. La precaria paz de los primeros meses se 
vio pronto interrumpida por desôrdenes sindicales y a- 
tentados en nûmero creciente.
Ante un Congreso renuente a adoptar medi- 
das extremas, el Presidents implantô por su cuenta y 
riesgo, sin autorizaciôn legal, la jurisdicciôn militar
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sobre los civlle,s(2), quebrantando princlpios constitu­
cionales bâsicos(3).
Esta actitud del Poder Ejecutivo fue al 
fin convalidada por el Congreso(4) y por la Uorte üupre 
ma(5), rompiéndose asi la tradiciôn que desde la êpoca 
de la organizaciôn nacional habia rechazado la legiti- 
midad'de la jurisdicciôn castrense sobre los civiles(6). 
El precio de esta concesiôn fue que se hizo habituai en 
la Argentina el establecimiento del fuero militar como 
medio represivo.
Las concesiones del poder civil frente al 
militar y la decadencia del estado de derecho senalan 
al période 1958-1963. Con el pretexto -o la ilusiôn- 
de evitar maies mayores no se teme traicionar los valo- 
res clâsicos del sistema institucional, con lo cual se 
terminaron produciendo, deade luego, las temidas catâs- 
trofes, en formas aûn mâs funestas que las previstas.
Este espiritu del periodo lo ilustra espe­
cialmente los acontecimientos desencadenados por el gol 
pe de estado de marzo de 1962.
El golpe en cuestiôn fue motivado por los 
resultados de las elecciones del 18 de marzo de 1962. 
En taies comicios se eligieron o renovaron parcialmemte 
los gobiernos de todas las provincias federales y tam­
bién parcialmente el Parlamento Nacional, con amplio 
éxito de los partidos vinculados al movimiento justicia 
lista(7).
Ante ello, el présidente, Dr. Arturo Pron- 





venciôn federal de varias provincias, disponiendo la ca 
ducidad de los respectivos gobiernos locales, y de los 
poderes provinciales que a ralz de las elecciones del 
18 de marzo debian constituirsé en los estados ahora in 
tervenidos(8). Este acto no bastô para asegurar la si­
tuaciôn del presidents, que lideraba una de las ramas 
del partido radical, y habia sido permanentemente jaquea 
do por planteamientos militares desde el ifticio de su
gobierno. En definitiva, el jefe del Estado fue deteni-
1,
do por fuerzas militares el 29 de marzo, y tras ello, 
el mismo dia; prestô jurâmento ante la Corte Suprema de 
^usticia el présidente provisional del Sénado(9). Como 
habia . oç^ÿrido con motivo de los golpes de estado -de 
1930 y 1943? otra vez se procurô, en 1962, la convalida 
ciôri de la rebeliôn por el mâs Alto Tribunal del pais, 
cosà que éqte hizo, no sôlo recibiendo el juramento / 
del pres4.d^iHe/provisional del Senado como titular del 
Podey Ejecutivo, cuando el unico'impedimen.to que afecta
■ "f f ■ >
ba a‘l propietario del cargo de présidente constitucio­
nal era é^iôôntrarse arriôtado'porifLos jefes militares
' '■* -AL ' '
sublevadoÿY 'âlh tpda una sérié de actos posterio-
rens #ûn i^â4&&%equivocos.
• •’ ■ f' * 8^^  se aceptara que
" !, àl :p%siie'htb^i#oy^L deL Siengdo hubiefa podido asu
5' ' iiii!C'v;ei #pd{Br Êj^ a'G'Uti^ ë^^ Ate \el impediment o de hecho que
= --y ...%-
signlficaba el arresto del presidents. Dr. Arturo Pron- 
dizi, no le câbla sino restaurer el orden legal procu- 
rando liberar al mandatario detenido. Lejos de hacerlo, 
el titular, que debia ser temporario, del Poder Ejecuti
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VO, ordenô la dètenciôn del présidente légitimé, en un 
acto que formalmento significô la consumaciôn del golpe 
de estado de marzo de 1962. Dado que el pais se encon- 
traba, hacia ya largo tiempo, en estado de sitio, lo 
que permite, de acuerdo con la jurisprudencia de la Cor 
te Suprema, que el présidente disponga la detenciôn ad- 
ministrativa de las personas sin iniciar proceso contra 
ellas, sin expresiôn de fundamentos y sin limites de 
tiempo, el présidente Dr. José Maria Guido hizo uso de 
taies facultades con rqspecto al Dr. Arturo Frondizi, 
quién de .jure era el présidente de la Repûblica. El de­
creto por el cual se dispuso esta medida es el n. 2887 
del 3 de abril de 1962, y fue dictado, segûn sus consi­
derandos, en atenciôn a "...la responsabilidad que las 
circunstancias imponen al gobierno de garantizar el or­
den y la tranquilidad pûblica y de preservar la seguri- 
dad personal del Dr, Arturo Frondizi... y en ejercicio 
de las facultades que le competen durante el estado de 
sitio dispuesto por la ley 14.785"( 1 0 ) La medida de de^  
tenciôn fue impugnada judicialmente, y sin éxito. El / 
frocurador General vino a admitir que el gobierno que 
la habia adoptado era de facto, con lo cual se confesa- 
ba el modo faccioso mediante el cual el Dr. José Maria 
Guido habia llegado al poder. A partir de alli, se tra- 
taba sôlo de un caso comûn de aplicaciôn del estado de 
sitio por un gobierno de facto. La Corte Suprema buscô 
vagamente apoyo en la idea del estado de necesidad, e 
hizo alusiôn a la resignaciôn del propio interesado(ll). 
La Corte Suprema no podia, de cualquier modo, resolver
117
de otra forma ël habeas corupus planteado en benificio 
del Dr_ Arturo Frondizi, pues ya habia reconocido el ca 
râcter légitime de la asunciôn del poder "con carâcter 
definitive", por el Dr. José Maria Guido, en la acorda- 
da del 31 de marzo de 1962, por la cual se dispuso ina 
cribir en los registros del Tribunal el Acta de Juramen 
to del nuevo presidente(12).
El derrocamiento del présidente constitu­
cional fue seguido por la intervenciôn de las provincias 
que el présidente Frondizi no habia todavia intervenl- 
do por si mismo, es decir, las provincias no incluidas 
en el decreto de marzo de 1962. A la vez que dispo- 
nia estas nuevas intervenciones, el présidente /Guido de 
clarô que la nulidad de los comicios provinciales y mu­
nicipales realizadas en el Repûblica el 17 de diciembre 
de 1961 y el 14 de mnero, 25 de febrerô y 18 de marzo 
de 1962 (decreto 3534 de 23 de abril de 1962)(13), y al 
go después anulô, asimismo, las elecciones nacionales 
también efectuadas el 18 de marzo de 1962 (decreto 3657 
de 25 de abril de 1962)(14), con lo cual el Congreso Na 
cional se vi6 imposibilitado de integrarse, y fue decla 
rado en receso por el présidente Guido (decreto 4419 de 
19 de mayo de 1962)(150. En ese importante acto se ex- 
pres6 que ante la ausencia del Parlamento, el Poder Ej£ 
cutivo deberia asumir funciones legislativas, dada la 
situaciôn de crisis existante.
La fundamentaciôn otorgada a la anulaciôn 
de los comicios nacionales, provinciales y municipales 
fue también, y explicitamente, estado de necesidad, que
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habrla emergido de la participaciôn en aquellos grupOs 
politicos identlficables con el proscripto movimiento / 
justicialista. A este respectcy es précise advertir quq^  
en las propias Fuerzas Armadas^ existla una dura contre- 
versia entre los partidarios de la prescripciôn de ese 
movimiento y los que estaban por su reinserciôn en / 
la vida politica, y que estas discrepancias llevaron a 
los cruentos enfrentamientos armados internes de sep­
tiembre de 1962 y abril de 1963 (el primero entre dos 
sectores del E j & r c i t o e l  segundo de la Marina contra 
el Ejército).
Por ûltimo, cabe consignar que,al disponer 
el receso del Parlamento y asumir el Poder Legislative, 
el nuevo Poder Ejecutivo declarô que "El Gobierno obser 
varâ y harâ observar la Constituciôn y las leyes de la 
Naciôn, en todo cuento no esté afectado por la falta de 
funcionamiento del Poder Legislative...". Con este que­
da excluiââ toda clâusula que establezca la supremacla 
de los fines del propio gobierno por sobre la Constitu­
ciôn.
En conjunte, el desarrollo legal del golpe 
de estado de 1962 tiene la forma de una elegante cons- 
trucciôn jurldica que intenta no sobrepasar demasiado / 
los limites constitucionales. Existe una situaciôn de / 
necesidad que obliga, segûn los autores del golpe, a de, 
poner al presidents, y otro estado de necesidad emergen 
te de la participaciôn en los comicios nacionales y pro 
vinciales de fuerzas que se juzgaron como no democrâti- 
cas, lo cual conduce a la anulaciôn de las elecciones. E£
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te ûltimo paso tiene. por efecto la imposibilidad de que 
el Congreso Nacional y los gobiernos provinciales se in 
tegren normalmente, lo cual obligarla a declarar la ca- 
ducidad de todos esos ôrganos, y esto es seguido de una 
inmediata convocatoria a elecciones générales para el 27 
de octubre de 1963 (decreto 3658 de 25 de abril de 1962) 
(16).
La construcciôn résulta discutible en su / 
base misma, pues el estado de necesidad supraconstitu- 
cional es, con raz6n, una idea rechazada en el pensa­
miento juspublicistic0 (17), y, en todo caso, los presu- 
puestos de hecho sobre los cuales descansô en 1962 la / 
aplicaciôn de esa nociôn eran, segûn surge de lo antes 
expuesto, realmente opinables. Por otra parte, era mâs 
que dudoso que las prescripciones de la ley 252 pudie- 
ran invocarse para légitimer la asunciôn del poder eje­
cutivo por el présidente provisional del Senado, Dr. Jjo 
sê Maria Guido, por un tiempo que se extendiera hasta / 
compléter el periodo presidencial de seis afios que co- 
rrespondia al Dr. Arturo Frondizi (18).
De todos modos, existia un vasto nûmero de 
responsables del poder de facto decididos a desembocar 
en una salida electoral, y esos sectores prevalecieron 
al fin. Pero las elecciones fueron precedidas de amplias 
proscripciones con respecto al sufragio activo, que al 
acercarse la fecha del comicio llegaron a la exaspera- 
ciôn (19). En esas condiciones no podian restaurarse ni 
la legalidad ni la legitimidad, y la persistencia en // 
querer cubrir todo ello con un manto de legalidad apa-
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rente no pudo sino destruir la confianza en el estado / 
de derecho., .
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NOTAS AL CAPITULO VI
1) V. sobre el periodo, T. Halperin Donghi, Historia Ar# 
gentina, ya cit., pag. 114 y sigs.
2) La ley marcial fue implahtada por el decreto 2639, / 
publicado en el Boletin Oficial del 16 de marzo de I960. 
Pero carecia de base legal bastante,pues no se daban las 
circunstancias previstas por las normas générales que 
contemplaban el caso, o sea el art.133 del Côdigo de 
Justicia Militar; "La misma facultad (dictar bandes) / 
tendrâ durante el estado de conmociôn interior la auto- 
ridad militar que, en cumplimiento de previsiones para 
dicho estado se vea obligada a asumir el mando o gobier­
no del lugar con el fin de mantener el orden pûblico e 
impedir el saqueo, violaciôn, incendie u otros estragos. 
Ests facultad sôlo podr^; usarse desde que se haya com- 
probado la impotencia de las autoridades y hasta que se 
haya logrado restablecerlaa"(Anales de Legislaciôn Argen­
tina, Editorial La Ley, Buenos Aires, t.XI-A, 1951, pag. 
24).
3) Se daba el desconocimiento del principle constitucio­
nal del juez natural y de la prohibiciôn de las comisio-
nes especiales, que el estado de sitio tampoco autoriza. 
Comô, ademis, el procedimiento militar excluye la defen- 
sa letrada, también la defensa en juiôio sufrla una sig- 
nificativa lesiôn.
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4) El funcionamiento. de los consejos de guerra con ju­
risdicciôn sobre civiles, autorizado por el decreto // 
2639 de I960, se prolongô por un tiempo considerable, y 
la ley 15.293 (Côdigo Penal y leyes complementarias. Ed. 
Forum, Buenos Aires, 1968, pag.372), sancionada por /
el Congreso en agosto de I960, si bien restableciô la 
jurisdicciôn civil para los hechos contemplados en el / 
decreto aludido que se cometieran luego de iniciada la 
vigencia de esta ûltima ley, determinô (art.28) que 
los consejos de guerra seguirlan entendiendo en las eau 
sas pendiente, dândoles asi un respaldo legal del que 
hasta el momento habian carecido*
5) Fallos de la Corte Suprema de Justicia, t.254, pag. 
116. Segûn esta sentencia, las decisiones dictadas por 
los tribunales militares conservan eficacia mientras du 
ra la situaciôn de emergencia, y cesan de estar en vi­
gor cuando ésta termina. En la prâctica, tal criterio 
llevaria a aconsejar el fusilamiento, que no "cesarâ" 
cuaddo el estado de emergencia haya pasado. Por otra / 
parte, la Corte Suprema se habia negado a considerar la 
pertinencia del fuero militar por via de los habeas cor- 
pues deducidos en el momento de substanciarse las causas 
ante aquôl, o cuando ya estaban concluldas y no existlan 
recursos que pudieran abrir la revisiôn ante los tribu­
nales civiles. Esta negativa se fundô en razones técni- 
cas de valor nulo, expuestas en el caso registrado en 
Fallos de la Corte Suprema de Justicia, t.243, pag.306, 
con ocasiôn de una huelga de ferrocarriles durante el 
periodo del gobierno provisional en que la movilizaciôn
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militar de los huelguistas los condujo a enfrentar a 
los consejos de guerra, El présidente de'- la Corte Supre 
ma, Dr. Alfredo Orgaz, produjo entonces una s6lida disi- 
dencia, inspirada en la tradlciôn del hâbeas corpus an- 
gloaajôa.
6) En los primeros anos de la organizaciôn constltuclo- 
nal se equiparô a los rebeldes con bandoleros, y se los 
sometl6 a las vlas previstas en la Novîsima Recopilaciôn 
para tales casos.
En famosos debates parlamentarios de ese 
tiempo se impugnô la constitucionalidad de tal procedi- 
miento, pero adem&s, R&bora, en su gran estudio ”E1 es- 
tado de sitio j la ley histôrica del desborde institu- 
cional” (La Plata, 1935), pone en duda que las leyes 
gentes heredadas de la época espaSola autorizaran la // 
ley marcial. Race notar Rébora (pag.424 y sigs.) que 
las Ordenanzas de Carlos III de 1768 (que rigieron en 
la Argentina hasta 1895) no extendlan la jurisdicciôn / 
militar a civiles sino en casos de atentados directes / 
contra el ejercito. En cambio, la jurisdicciôn militar 
para el bandidaje surge de disposiciones de los anos // 
1783» 1784 y 1786 y otras aûn mâs recientes que se in- 
cluyen en la Novîsima Recopilaciôn, que nunca entrô en 
vigor en la Argentina. Por otra parte, el minucioso anâ 
lisis de Rébora indica que, para los autores de la épo­
ca, las disposiciones sobre bandidaje de la Novîsima Re^  
copilacién no se interpretaban como modificaciones a // 
las Ordenanzas de Carlos III, que hubiera sido la forma
124
de hacer ingresar a aquellas en el derecho argentine / 
(Rébora, op. cit., pag.429, nota 2). Cabe también ad- 
vertir que la circunstancia de haberse echado mano al 
fuero militar precisamente en los comienzos del perio­
ds constitutional se explica porque antes de iniciarse 
este existla la justifia de gobierno, que actuaba di- 
rectaraente por obra del poder ejecutivo o instituyendo 
comisiones especiales emanadas de éste, y que fue su-
primida por los arts.18 y 95 de la Constitucién de //
/
1853-1860.
Desde lbs’*lejanos tiempos del ocaso de las 
guerras civiles hasta I960 el empleo de los tribunales 
militares habla tenido s6lo dos manifestaciones, terri­
bles por su dureza, pero aisladas y de ninguna forma 
legitimadas por los tribunales o el Parlamento (se tra- 
ta de los fusilamientos de obreros rurales en huelga en 
la Patagonia en 1921 y las ejecuciones ordenadas por là 
justicia militar en los primeros meses del golpe de 
1930. Sobre estas ùltimas ejecuciones v. Carlos Sanchez 
Viamonte, El Constitucionalismo y sus Problemas, Edito­
rial berner, Buenos Aires, pag.500 y sigs.).
f.
7) Cf. las obras de Cijria y Payt citada en el Cap. I.
8 ) Anales de Legislaciôn Argentina, t.XXII-A, ano // 
1962, bag.342/343.
9 ) En los casos de vacancia del Poder Ejecutivo esté / 
llamado a desempeharlo el vicepresidente (art.75 de /
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la Constitucién) y a falta de éste el présidente pro 
tempore del Senado (art.l de la ley 252, vigente en el 
ano 1962). Cuando el Congreso no esté'en sesiones, re- 
cibe el juramento la Corte Suprema. Y. Excursus sobre 
el tema agregado a este capltulo. ^
10)iCf. el dictamen del Procurador General en el caso 
Arturo Prondizi (Fallos de la Corte Suprema de la Na- 
cién, t.254, pag.487, pag.488), donde se cita el dé­
crété mencionado en el texto).
11) La tesis del Procurador General era en este senti- 
do més aceptable, pues reconocla el carâcter ilegal // 
del nuevo gobierno. Su punto débil estribaba en que no 
se vé c6mo invocar una ley de estado de sitio destina- 
da a defender a las autoridades constitucionales preci­
samente para destruirlas (el art.23 de la Constitucién 
argentins dice que el estado de sitio se autorisa para 
los casos de ataque exterior o conmociôn interior que 
ponga en peligro "el ejercicio de esta Constitucién o 
de las autoridades creadas por ella"). El juez de la / 
Corte Suprema, Dr. Luis Maria Boffi Boggero calificé / 
también al gobierno del Dr. Guido como de facto, mas, 
al igual que el Procurador General,admitié que se po­
dia aplicar el estado de sitio, aûn cuando concluyé // 
que en el caso del Dr. Prondizi la detencién carecia / 
de fundamento razonable. El dictamen del Procurador G^ 
neral, la decision mayoritaria de la Corte Suprema y / 
la opinién disidente recién citada,se encuentran e& el 
tomo y lugar mencionados en la nota anterior.
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12) Pallos de la Corte Suprema de Justicia, t.252, pag. 
8/9. El Alto Tribuz^l rechazô también dos peticiones / 
tendiente a que el propio organisme judicial ordenara 
la reposicién en su cargo del Dr. Prondizi (tomo 252, 
pags. 177 y 288).
13) Anales de Legislaciôn Argentina, t.XXII-A, ano // 
1962, pag.356.
14) Anales de Legislaciôn Argentina, t.XXII-A, pag.358.
15) ibid., pag.368.
16) Anales de Legislaciôn Argentina, ano 1962, t.XXII-A, 
pag.359.
17) V. el Excursus sobre el tema agregado a este cap!tu 
lo.
18) Asi surge del citado decreto 3658 del 25 de abril / 
de 1962, que convocÔ a elecciones générales por "un nue 
vo periodo constitucional", para la fecha de 27'de octu 
bre de 1963 (Anales de Legislaciôn Argentina, t.XXII-A, 
ano 1962, pag. 359)»^.
19) El movimiento justicialista fue exlcuido por el Es-
tatuto de los Patidos Politicos (decreto 7162 del 24 de
julio de 1962, art.14, inc.3., Anales de Legislaciôn Ar-
E1 decreto7165/62 
gentina, vol. cit., pags.599/600)/restableciô las sancio-
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nés pénales contra dicho movimiento contenidas en el de
creto-ley 4161 del ano 1956 (citado en la nota 17 del /
Cap.II). El decreto 7165 del alao 1962 fue ratificado
por el decreto-ley 1296 del 15 de febrero de 1963 (Ana-
$
les de Legislaciôn Argentina, vol. cit. pag. 185).Luego
A
de ello, el decreto-ley 4046 del 17 dé mayo de 1963 (A- 
nales de LegislaciônArgentina, t.XXIII-B, pags.823/
824) prohibiô que el Partido Uniôn Popular (vinculado 
al justicialismo) presentara candidatos a présidente, 
vicepresidente y gobe:pnadores y vicegobernadores de pro 
vincia. Finalmente, ante la circunstancia de que el Par 
tido Demôcrata Cristiano proclamô la Candidatura a pré­
sidente de un miembro del Justicialismo, el Dr. Raûl Ma 
tera, éste fue inhabilitado, poco antes de las eleccio­
nes, por el decreto-ley 5478 de 3 de julio de 1963 (Ana 
les de Legislaciôn Argentina, vol, cit., pags.907/908). 
Por otra parte, el Partido Comunista, tan distante del 
Justicialismo, poco numeroso y carente de posibilidades 
efectivas, fue proscripto por el ya referido Estatuto de 
los Partidos Politicos, y toda actividad de ese signo 
resultô prohibida bajo severas amenazas pénales por el 
decreto 8161 del 13 de agosto de 1962, pags.619/620), 
y por el decreto-ley 4214 del 24 de mayo de 1963 (Ana-, 
les de Legislaciôn Argentina, t.XXIII-B, ano 1963,pags. 
826/828). El decreto-ley 788 de 1962 (Anales de Legisla 
ciôn Argentina, t. citado, Pag.58 y sigs.), introdujo 
una legislaciôn represiva especial de orden politico, y
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para su aplicaciôn se prescribiô un rigimen procesal es 
pecial, mâs brève que el comûn, y en el cual la faz in£ 
tructoria que'daba prâcticamente a cargo de las autorida 
des policiales (decreto-ley 5540 del 5 de julio de 1963, 
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El art. 75 de la Constituciôn Argentina // 
dispone lo siguiente; "En caso de enfermedad, ausencia 
de la Capital, muerte, renuncia o destituciôn del presi 
dente, el Poder Ejecutivo serâ ejercido.por el Vicepre­
sidente de la Naciôn. En caso de destituciôn, muerte, / 
dimisiôn o innabilidad del présidente y vicepresidente 
de la Naciôn el Congreso determinarâ que funcionario pû 
blico ha de desempenar la Presidencia, hasta que haya /
cesado la causa de la inhabilidad o un nuevo présidente
sea
electo".
Cuando el Presidents Prondizi fue violenta 
mente separado de su cargo no habia vicepresidente a // 
raiz de la renuncia anterior del Dr. Alejandro Gômez, / 
de manera que se trataba de hacer jugar la ûltima parte 
del articule transcripto, que ha sido objeto de regla- 
mentaciôn por el Congreso a través de la ley 252 (reem- 
plazada en el ano 1975).
Para ubicarse en la problèmâtica de estas 
normas, conviene tener en cuenta que el art. 75 de la / 
Constituciôn argentina dériva directamente del art. II, 
sec. 1 de la Constituciôn de los Estados Unidos de Nor- 
teamérica. La ûnica diferencia estriba en que esta ûlti 
ma establece que el Congreso proveerâ por ley guè fun­
cionario habrâ de reemplazar al presidents en caso de 
acefalia, mientras que en la Constituciôn argentina fal 
ta la expresiôn "por ley". En el ano 1972 el Congreso /
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norteamericano estableciô mediante una ley un sistema 
por el cual, en caso de falta del presidents y vicepre 
sidente entraban en el orden de sucesiôn el presidents 
protempore del Senado, el presidents de la Câmara de / 
Représentantes y el presidents de la Corte Suprema. El 
funcionario reemplazante del presidents estaba obliga- 
do a convocar a elecciones de presidents en el término 
de treinta dias. Esta claro que si bien la ley no fija 
ba un plazo estricto para el mandate del reemplazante, 
la aludida obligaciôn de efectuar una casi inmediata / 
convocatoria a elecciones significaba que el reempla­
zante no podria llegar a compléter el periodo presiden 
cial. No se advierte para que hubiera servido convocar 
a elecciones dos o très ahos antes de que expirara el 
mandate del actual titular del Poder Ejecutivo.
La ley de 1792 fue reemplazada en 1886 // 
por otra que a falta de présidente y vicepresidente o- 
torgaba la sucesiôn a los miembros del gabinete, segûn 
un orden de prelaciôn a cuya cabeza se hallaba el Se- 
cretario de Estado. En la ley de 1886 desapareciô la / 
clausula referente a la inmediata convocatoria a elec­
ciones, pero se estableciô que el reemplazante deberia 
réunir al Congreso en el término de veinte dias de re- 
cibido el mando "al parecer, con la intenciôn de dar / 
al Congreso la ocasiôn de resolver la elecciôn de un / 
présidente si lo consideraba oportuno" (Pritchett, Her 
mann, The American Constitution, 1959, pag. 298). Ré­
sulta, pues, que el miembro del gabinete al que tocara 
suplantar al présidente podia, ahora, luego de la modj^
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ficaciôn de la ley, completar el mandate, a menos que 
el Congreso estimara oportuna una elecciôn inmediata.
Aùn mâs, cuando en 1934 se substituyô por
un nuevo ordenamiento a la ley de 1886, y se volviô a
colocar a los présidentes de las Câmaras del Congreso 
en la linea de la sucesiôn presidencial (Speaker de la 
câmara de Représentantes, presidents pro tempore del / 
Senado y los miembros del gabinete por orden de anti- 
giiedad), se rechazô en cambio, la idea de volver a es-
tablecer la elecciôn inmediata de presidents. Esta evo
luciôn culminô cuando la Enmienda 25 de 1967 impuso la 
sucesiôn del presidents, a falta de vicepresidente e- 
lecto por el pueblo, a través de la designaciôn de un 
vicepresidente por una suerte de cooptaciôn del presi­
dents ratificada por el Congreso (sobre este proceso / 
la ya citada obra de Pritchett, especialmente pag. 298 
y sigs., y asimismo, Corwin, The President Office and 
Powers, 1948, pag. 67 y sigs.; Ogg and Ray's Introduc­
tion to American Government, William H.Young, 1960, // 
pags. 336 y sigs.).
Ahora bien, la ley 252 de la Repûblica Ar 
gentina es una exacta copia de la ley norteamericana / 
de 1792. Pero en vista de la diferencia existante en­
tre el texto constitucional norteamericano (Art. II, / 
sec. 1) y el art. 75 de la Constituciôn argentina, en 
tanto que el primero dice que el contreso proveerâ por 
ley que funcionario deberâ reemplazar al presidents en 
caso de acefalia, mientras el segundo se limita a de- 
cir que el Congreso determinarâ que funcionario substl
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tuirâ al présidente en el supuesto de acefalia, se ha 
sostenido que la facultad del Congreso para ese caso / 
es puramente electoral, que el articulo 75 ordena la e 
lecciôn de un presidents substitute por el Parlamento.
Si esta interpretaciôn fuera exacta, esto 
es, si el art. 75 de la Constituciôn argentina no adm^ 
tiera otra forma de cubrir, asi fuera temporariamente, 
la vacante de presidents, a falta de vicepresidente, / 
que no fuera la elecciôn por el Congreso, no habria du 
da de que el Dr. José Maria Guido no habria podido in­
vocar de ningûn modo la ley 252 para asumir el poder, 
pues dicha ley séria abiertamente inconstitucional (s£ 
ta opiniôn ha sido sostenida en la Argentina, y en es­
te sentido se expresô en el ûltimo debate registrado / 
en el ahora disuelto Congreso de la Naciôn el diputa- 
do Lazzarini; conf. el diario La Naciôn, del 11 de ju­
lio de 1975, pag. 14, col. 2).
lero extraer la consecuencia recién aludi 
da de la falta de identidad en un solo punto entre el 
texto del art. II, sec. 1 de la Constituciôn norteame­
ricana y el art. 75 de la Constituciôn argentina, tro- 
pieza con serios obstâculos.
En primer lugar, es dificil concluir de e 
sa diferencia que existiera en el constituyente argen­
tine la intenciôn de apartarse de la orientaciôn del / 
texto norteamericano, pues en general aquél tuvo el // 
propôsito de adoptar globalmente tal texto, excepte en 
los puntos en los que se siguieron otros modèles, como
el chileno o el francés, o se intrudeje una idea inédi 
ta. Creo que este es el principle que anima a la juris.
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prudencia de la Corte Suprema argentina que concede la 
posibilidad de prôrroga de la jurisdicciôn originaria 
de ese Tribunal en los casos en los que es parte una / 
provincia, otorgando asi al art. 100 de la Constituciôn 
argentina un sentido muy prôximo al de su fuente, el / 
art. III de la Constituciôn noerteamericana, pese a // 
las diferencias literales que se observan entre uno y 
otro precepto.
Ademâs, y principalmente, la interpreta­
ciôn del art. 75 de la Constituciôn argentina segûn la 
cual dicha norma obligaria a que el reemplazo del pre­
sidents se hiciera exclusivamente por elecciôn del Con 
greso, impediria la provisiôn de la vacante por el su- 
fragio popular. La atribuciôn al Congreso de la facul­
tad de imponer un presidents por casi todo el periodo 
es poco conciliable con el principio de la soberania / 
popular, que a diferencia de»lo que ocurre en Norteamé 
riea, estâ expresaraente establecido por el art. 33 de 
la Constituciôn argentina. En otros términos, dentro / 
de un sistema presidencialista, como es el norteameri­
cano, seguido en la Argentina, la legitimaciôn del pri 
mer mandatario depends del voto popular. Bien es ver- 
dad que la Convenciôn de Eiladelfia se deoidiô, prime- 
ramente, entre los diversos sistemas de elecciôn presi 
dencial, por la elecciôn meaiante el voto del Congreso, 
abandonada al fin para que, dada la posibilidad de ree 
lecciôn, el primer magistrado no quedara a merced de / 
la Legislatura. Para evitar los "peligros" de la demo- 
cracia, los constituyentes se decidieron por el siste-
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ma de colegios de electores presidenciales surgidos de 
la voxaciôn popular, lo que, al fin, pasô en la prâcti 
ca a ser un sistema de quasi directa elecciôn popular 
(v. Corwin, op.cit., pag. 11 y sigs.; Praenkel, E.,Das 
Amerikanische Regierungssystem, I960, pags. 220 y sigs).
En conclusiôn, el art. 75 de la Constitu­
ciôn argentina no ha de ser entendido en el sentido dé 
que obligue a que el Congreso elija sucesor presiden­
cial en caso de vacancia. Por el contrario, la via ad£ 
cuada para proveer el cargo es la elecciôn popular. // 
Claro estâ que el Congreso debe arbitrar el medio para 
que alguien desempefie las funciones presidenciales mien 
tras se preparan las elecciones, lo cual, a todas luces, 
es lo que signifies la ley 252.
Cabe efectuar, sin embargo, una precisiôn. 
Un autor como Pritchett, que critica el sistema de e- 
lecciôn presidencial por el Congreso para cubir en ca­
so de vacancia todo lo que reste del periodo, sehala / 
las desventajas de la elecciôn popular inmediata en // 
tal supuesto, pues ello rompe la sincronizaciôn entre 
las elecciones legislativas y las presidenciales. Como 
mejor salida indica Pritchett, de lege ferenda, ante / 
el texto expreso en contrario de la ley de 1947, que / 
el présidente designado por el Congreso para cubrir la 
vacante perraaneciera hasta la prôxima renovaciôn legis 
lativa, que en los Estados Unidos, y también en la Ar­
gentina segûn la Constituciôn de 1853, debe ocuriir ca 
da dos ahos (cf. la obra ya citada de Pritchett, pag. 
297/299, lo raismo en Corwin, op.cit., pag. 68).
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Ahôra bien, el decreto 3657 del 25 de a- 
bril de 1962 invocô ideas de este género para interpre 
tar la ley 252 en el sentido de que, al no expresar // 
claramente cuanto deba durar el desempeho del presiden 
te substitute, corresponderla entender que éste podia 
prolongar su actuaciôn por un periodo que se acercaba 
al del vencimiento del mandate que hubiera tocado al / 
présidente reemplazado. Esto no era, en realidad, In­
terpretaciôn de la ley 252, cuyo sentido ha quedado a- 
clarado. Cada vez que se ha tenido la intenciôn de qgue 
el llamado a suplir al présidente se desempenara por / 
un periodo mâs largo, se ha intentado la modificaciôn 
de la ley 252, como al fin efectivamente se lo concre- 
tô con la ley sancionada en julio de 1975. De alguna / 
manera se ha advertido entre nosotros que la ley 252 / 
comporta una clara opciôn en la cual se asumen los in- 
convenientes de una elecciôn extra tempore en obsequio 
al respeto irrestricto de la soberania popular.
Ademâs, si en circunstancias normales no 
hubiera podido invocarse la ley 252 para prolongar el 
mandate del Dr. Guido, menos cabia hacerlo cuando se / 
terminaba de anular las elecciones recién llevadas a / 
cabo y de clausurar el Congreso, pues lo que en reali­
dad se queria hacer era que el pais permaneciera dos a 
nos sin representaciôn popular.
En resumen, tanto por su texto, por la ma 
nera habituai de entenderlo, como por las valoraciones 
subyacentes en el mismo, la ley 252 no podia invocarse 
para que el présidente provisional del Senado, Dr. Jo-'
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sé Maria Guido, asumiera en el ano 1962 la presidencia 
de la Repûblica por el tiempo restante del periodo que 
tocaba al Dr. Arturo Prondizi.
15 6
Excursus sobre el estado de 
necesidad supraconstituclonal
La idea del estado de necesidad supracons- 
titucional es un concepto jusnaturalista, cuya difusiôn 
en la Argentina puede causar extraheza luego de lo di­
cho acerca del rigido formalisme positivista que estâ / 
alii difundido. Pero la idea mentada proviene de un épo 
ca en la cual aûn no habia arraigado en la Argentina el 
pensamiento rigurosamente positivista. En 1955-1957 fue 
corriente la invocaciôn del estado de necesidad no ee- 
crito, con fundamento en el derecho natural, que se mez 
claba, siguiendo la obra de Rafael Bielsa "El estado de 
necesidad"(1) con el derecho de resistencia a la opre- 
siôn y con el derecho de la revoluciôn "triunfante".
En esa misma época comienza a darse con // 
mâs vigor el positivisme como teoria juridica fundante 
de las transgresiones constitucionales y el estado de / 
necesidad se nace asi innecesario, para los que se afe- 
rran a la indiscutibilidad lôgico-juridica de la révolu 
ciôn triunfante.
Pero la persistencia del estado de necesi­
dad supraconstitucional en la jurisprudencia indica la 
presencia de sectores orientados a justificar jusnatur^ 
listicamente las lesiones a las garantias constituciona 
les.
Quizâ resuite interesante hacer aqui men- 
ciôn de la polémica sobre dicho estado de necesidad en 
el derecho constitucional alemân de la época de Weimar,
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que importa un senalado ejemplo acerca de las dificulta 
des existantes al respecte.
El estado de necesidad supraconstitucional 
fue concebido como un postulado del derecho natural por 
Erich Kaufmann y Hans Gmelin(2). En consecuencia, las / 
diversas tendencias positivistes (Kelsen, Nawiasky, An­
schutz, Thoma, -paraielamente en Suiza Giacometti- y Ri 
chard Grau)(3). Pero el positivisme fue mâs allâ de la 
negaciôn del estado de necesidad supraconstitucional, y 
realizô una interpretaciôn restrictiva del estado de ex 
cepciôn previsto por el art. 48 de la Constituciôn de / 
Weimar(4).
Cari Schmidt tratô, en cambio, de fundar / 
sin recurrir al derecho natural, una inteligencia ampli 
sima del art. 48(5). Para ello partiô de su concepciôn 
del poder constituyente como dictadura soberana, deapro 
vista de todo limite juridico. Tal poder es incompati­
ble con la existencia de un orden constitucional, en el 
cual sôlo cabe el estado de excepciôn reglado segûn la 
tradiciôn liberal. Pero el art. 48 de la Constituciôn / 
de Weimar quiso dotar al presidents, por el momento, co 
mo un provisorium, de facultades de excepciôn amplisi- 
mas, que podian ser miradas como un residuo de la dicta 
dura soberana de la Asamblea Nacional(6), y que segûn / 
los antecedentes y texto de la norma debian permanecer 
hasta tanto el Reichstag no adoptara una reglamentaciôn 
que fijara limites concretos a taies poderes del presi- 
dente(7). Ellos no importaban, sin embargo, que el pré­
sidente pudiera dejar de lado la Constituciôn, sino sô­
lo las leyes constitucionales.
15  8
Vemos asi para que Servian, en la concreta 
praxis juridica, el concepto de dictadura soberana y 
la distinciôn entre la "constituciôn" como conjunto de 
decisiones politicas fondamentales, y las meras leyes / 
constitucionales.
Sea que se esté a favor o en contra del // 
jusnaturalismo, no puede dejar de darse razôn a Hans // 
Kelsen en su acerada critica del estado de necesidad su 
praconstitucional. Aquel afirma que/tras la ingenua se- 
guridad de que el estado debe vivii) se oculta en los he 
chos la voluntad brutal de que el estado debe vivir tal 
cual como lo consideran justo aquellos que se sirven co 
mo justificaciôn del estado de necesidad institucional 
(8).
For otra parte, la contradicciôn jusnatura 
lismo y positivisme tiene ya mucho de superado. El pen­
samiento de Hermann Heller constituye un ejemplo de e- 
llo. Cada vez parece mâs claro que la comprensiôn del / 
derecho tal como se da en la sociedad,impide identifi-- 
carlo con lo meramente fâctico y desprenderlo de los // 
principles légitimantes que explican su existencia y e- 
ficacia.
En ese campe de las tensiones entre poder, 
derecho y creencias légitimantes, se plantea el problè­
me del estado de necesidad institucional. Y ubicada la 
cuestiôn en ese terrene, el punto de vista liberal tra- 
dicional se recomienda por si solo. La reglamentaciôn / 
constitucional del estado de excepciôn plus la posibili 
dad de que las infracciones a la legalidad pueden ser /
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disculpadas por la Legislatura cuando un juicio sufi- 
cientemente generalizado les da cierta legitimidad son 
los elementos de esta fôrmula, combinaciôn de la tradi­
ciôn anglosajona y europea continental que ya habia for 
mulado Richard Grau(9), desde un punto de partida posi­
tivista (v. desde la perspective de las nuevas orienta- 
ciones, el juicio similar que efectûa Michael Krenzler 
sobre el problems del estado de necesidad institucional) 
(10).
N O T A S
1)V. la cita de la obra de Bielsa que hizo Alfredo L. / 
Palacios en su discurso en la Convenciôn Constituyente 
de 1957 citado en el capitule V. (Diario de Sesiones de 
dicha Convenciôn, pag. 317, 1. columns).
2) Vid. Michael Krenzler, An den Grenzen der Notstand- 
verfassung, Duncker Humboldt, Berlin, 1974, pag.50/51.
3) Ibid., 51/55.
4) Ibid., pag. 53, nota 16.
5) Die Diktatur des Reichsprâsidenten nach Artikel 48 / 
der Weimar Verfassung, apéndice de Die Diktatur, 3.ed. 
Duncker & Humboldt, Berlin, 1964, pag. 213 y sigs..
6) Ibid., pag. 241 supra.
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7) La posiciôn constitucional del presidents, todavia / 
limitada en el trabajo recién aludido, pasa a ser de ab 
soluta preeminencia al adoptar luego Garl Schmitt •-^el / 
concepto de legitimidad plebiscitaria como base de su / 
sistema (cf. Hasso Hofmann, Legitimitât gegen LegalitâBt 
Der Weg der politischen Philosophe Cari Schmitts,Luchter 
hand, Neuwied, Berlin, 1964, pag. 158/159).
8) Allgemeine Staatslehre, Ed. Dr. Max Gehlen, Bad Ham­
burg V.D. Hohe, Berlin, Zürich, 1966, pag. 157.
9) Kreuzler, op.cit., pag. 55, nota 28.
10) Op.cit., pag. 88 y sigs..
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Excursus sobre la crisis
judicial de 1958
En el tratamiento de los fenômenos juridi­
co institucionales del periodo 1958-1963 parece indis­
pensable hacer menciôn al conflicts con la magistratura 
que protagonizô el gobierno del Dr. Prondizi apenas se 
instalô.
Se tratô entonces de realizar una nueva // 
purga del cuerpo judicial, que fue resistida por éste y 
demostrô ya desde el inicio la debilidad del gobierno.
La purga era posible porque muchos jueces 
habian sido designados por el gobierno provisional, o / 
sea que no gozaban de estabilidad, pues su titulo no es 
taba confirmado por el Senado, como lo exigen los arts. 
86, inc. 5 y 96 de la Constituciôn de 1853 y 83, inc. 5 
y 91 de la de-1949. Pero el présidente ly^el Senado de 
1958 no se limitaron a reemplazar a los jueces designa­
dos sin acuerdo del Senado, sino también a los que ha­
bian recibido sus acuerdos en época anterior a la rebe- 
liôn de 1955.
La Corte Suprema estaba formada en su mayo 
ria por partidarios de Prondizi, y unânimemente defen- 
diô la posiciôn del gobierno en el punto sefialado.
Los fundamentos de la decisiôn respectiva 
de la Corte Suprema(l) consistieron en que como el got* 
bierno provisional habia "puesto en comisiôn" a los jue 
ces -es décir habia suspendido su estabilidad- separan- 
do a unos y confirmando a otros, los jueces confirmados
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-que asi, segûn el gobierno provisional, habian recupe- 
rado su estabilidad- poseian titulos sôlo emanados de / 
dicho gobierno provisional, que no podian obliger al go 
bierno constitucional, mientras que los antiguos titu­
los en buen orden estaban anulados por los actos de a- 
quél.
De tal modo, caia la Corte en la contra­
dicciôn de otorgar,por una parte,a los actos del gobier 
no provisional que habian anulado los titulos de los // 
jueces constitucionalmente designados valor obligante / 
frente al nuevo gobierno constitucional, mientras por / 
la otra negaba que los titulos emanados de ese gobierno 
provisional tuvieran efecto obligante frente al nuevo / 
gobierno constitucional.
Tal contradicciôn podria superarse si se 
entiende que el pensamiento subyacente en la decisiôn a 
ludida fue la de que los distintos gobiernos habidos en 
el pais desde 1955 (rêgimen constitucional con Perôn co 
mo presidents - gobierno militar - gobierno constitucio 
nal del Dr. Prondizi) eran algo asi como compartimentos 
estancos, totalmente incomunicados, y que tanto el go­
bierno provisional como el del Dr. Prondizi significa-* 
ban nuevos comienzos absolutos, tesis que parece encon- 
trarse en el dictamen del procurador general, y a lo // 
que dedicaremos algunas reflexiones en otro capitulo.
Tal vez fuera el influjo de esa tesis, // 
sentida como consecuencia del tipo de positivisme en bo 
ga, que impidiô al presidents de la Corte Suprema, Dr. 
Alfredo Orgaz(2), manifiesto oponente de la acciôn em-
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prendida por el gobierno respecto del Poder Judicial, / 
hallar argumentes para oponerse al criteria desuB cole- 
gas en el Alto Tribunal. a
Pero lo cierto es que la magistratura re£ 
pondiô a la acciôn del Dr. Prondizi con renuncias masi- 
vas -inclusive la del Dr. Orgaz- que se unieron a pro­
testas en la esfera militar y obligaron a una transac- 
ciôn.
Las purga8 o tentivas de ellas y la teoria 
que las acompahô han reducido a casi nada la certeza de 
la estabilidad en el cargo de cada magistrado, sin que 
por ello se haya modificado el carâcter de clase -patri 
cio- del poder judicial en su conjunto, y la permanente 
utilizaciôn de dicho poder para desvirtuar las medidas 
de ordenaciôn econômica de sentido progresista y conva- 
lidar la destrucciôn del orden constitucional (la exce£ 
ciôn en cuanto a la orientaciôn econômica fue la Corte 
de 1973-1976, que en cambio fue casi insensible para la 
tutela de las libertades pûblicas, resultando asi en es 
te ûltimo punto, igual que las anteriores).
N O T A S
1) Pallos de la Corte Suprema de Justicia de la Naciôn, 
vol. 242, Imprenta Lôpez, Buenos Aires, 1958, pag. 50 y 
sigs. (caso José Maria Sagas ta).
2) V. la posiciôn politica de éste respecto del confli£
to en su ya citada contribuciôn al volumen Argentina - 
1930-1960, Ed.Sur, especialmente pag. 129.
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Capltulo VII
£1 regimen militar de 1966 y la suma del poder pùblico
El gobierno del Partido Radical del Pueblo, 
presidido por el Dr. Arturo Illia, que surgiô de las e- 
lecciones de 1963, realizadas sin participaciôn del mo­
vimiento justicialista, sôlo se mantuvo en el poder des 
de el 12 de octubre de 1963 hasta el 28 de junio de // 
1966. En esa fecha fue derribado por decisiôn de los Co 
mandantes en Jefe de las très Puerzas Armadas, que impu 
taron al gobierno depuesto incapacidad para dominer las 
dificiles circunstancias. por las cuales atravesaba el / 
pals, falta de autoridad y electoralismo. Lo cierto es 
que el golpe militar fue en buena parte una medida pre­
ventive, tendiente a evitar que el justicialismo llega- 
ra al poder, en el cual ya comenzaba a participantl).
A diferencia de lo ocurrido en los golpes 
de 1930, 1943 y 1955, el de 1966 formalizô jurldicamen- 
te el propôsito de permanencia indefinida del poder mi­
liter y creô una autocracia personal, confiada al Gene­
ral Juan Carlos Onganla. Ciertamente, no dejaron de in­
vocarse razones vinculadas al estado de necesidad (el / 
Acte de constituciôn de la Junte Revolucionaria(2) dice 
que el pals se halle en "une dramâtica y peligrosa emer 
gencia"), pero lo bâsico fue que las Puerzas Armadas ac 
tuaban "en cumplimiento de su idisiôn de salvaguardar // 
los mâs altos intereses de la Naciôn" y para "encauzar 
définitivamente al pals hacia la obtenciôn de los gran 
des objetivos nacionales" (la misma Acte). Para lograr 
esto era necesario superar la desuniôn existante, y con
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este objeto se deoidiô "eliminar la falacia de una lega 
lidad formai y estêril” (Mensaje de la Junta Revolucio- 
naria al Pueblo argentino(3)), sin perjuicio de procu­
rer el restableciraiento de una auténtica democracia re­
presentative. Por otra parte, se puso el acento en la / 
necesidad de cumplir procesos de transformaciôn y moder 
nizaciôn, entendidos como incorporaciôn de técnicas mâs 
avanzadas en la vida econômica y culturel (los modernes 
elementos de la cultura, la ciencia y la técnica...de-: 
jar de lado estructuras politicas y econômicas anacrôni 
cas, como reza el Mensaje de la Junte Revolucionaria ya 
citado). Frente a esto ûltimo podria alguien creer que 
la rebeliôn ténia finalidades réformistes, pero su pro­
pôsito real revelô ser, luego de algunas vacilaciones, 
la imitaciôn, con menos afeites constitucionales, del / 
modelo de desarrollo brasileho, al servicio del cual se 
puso un grupo politico proveniente del nacionalismo pro 
fasciste.
La forma que tuvo la rebeliôn fue, como ya 
lo he sehalado, la integraciôn de una Junte Militar Re­
volucionaria formada por los Comandantes en Jefe de las 
très Puerzas Armadas (los mismos que habia designado el 
présidente Illia), que depusieron a todas las autorida­
des electivas, a los jueces de la Corte Suprema de Jus­
ticia de la Naciôn(4) y de los Tribunales Superiores de 
cada provincia, disolvieron a todos los partidos politi 
COS del pais, pusieron en vigencia un Estatuto orgânico 
y designaron presidents al general Juan Carlos Ongania 
(5).
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El sistema adoptado tuvo analogias y diver 
gencias con el del gobierno provisional de 1955, En pri 
mer término, se dicté en 1966 un Estatuto que proveia a 
las cuestiones fundamentales del gobierno, mientras en 
1955 sôlo existieron, segûn lo ya expuesto, (cap.II), u 
na serie de disposiciones dispersas al respecto. Asimis 
mo, el gobierno provisional de 1955 importé, luego del 
breve periodo de autoridad personal del general Lonardi, 
el ejercicio del poder por las Puerzas Armadas, cuyos / 
très comandantes en jefe formaban el Consejo Militar 
volucionario, que poseia el poder legislative* En cam­
bio, en 1966 este ûltimo poder quedô en manos del presi 
dente, quien podia hacerse aconsejar por los ôrganos // 
que creara segûn su discreciôn. Luego de establecidas / 
estas reglas, la Junta Militar se disolviô.
Ademâs, el presidents fue nombrado sin de- 
terminaciôn de plazo y sin el carâcter de "provisional" 
como por lo menos habia ocurrido en 1955. Para comple-t' 
tar el cuadro, se adopté la clâusula, ya contenida en / 
la Proclama del 27 de abril de 1956, segûn la cual el / 
gobierno quedaba en libertad de someterse o no a las // 
disposiciones de su propio ordenamiento juridico, segûn 
ello conviniera o no a los fines enunciados en el Acta 
Revolucionario (art. 3.del Estatuto del 28 de junio de 
1966: "El Gobierno ajustarâ su cometido a las dispos!^ 
ciones de este Estatuto, a las de la Constituciôn nacio 
nal y leyes y decretos dictados en su consecuencia, en 
cuanto no se opongan a los fines enunciados en el Acta 
de la Revoluciôn argentina")(6).
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Esta fôrmula era mâs amplia que la de 1956, 
pues mientras entonces el Gobierno provisional aparecla 
subordinado a sus propias reglas de organizaciôn y fun» 
cionamiento, ahora, en 1966, ni el propio Estatuto dic- 
tado por la Junta Militar parecia obligar al president®. 
Asi se llegô a la formulaciôn mâs aütocrâtica del poder 
en la Argentina; un présidente que poseia el poder le­
gislative y ejecutivo, que no tenla duraciôn fijada a / 
su cometido, no estaba sujeto a control politico y se / 
hallaba legibus soluto.
Con razôn describe un constitucionalista / 
argentino(7) al gobierno originado por el golpe de esta 
do de 1966 como una estructura de poder unipersonal, au 
tocrâtica, centralizada, cuyos ûnicos limites estaban / 
en el voluntario respeto a las decisiones del Poder Ju­
dicial, respeto por otra parte no constante. Amén de e- 
llo, el control judicial de los actos de gobierno es // 
tradicionalmente timido en la Argentina, y la posiciôn 
judicial acerca de las facultades omnimodas del presi­
dents s6lo llegô a ser clara ya muy aVanzado el proceso 
de desgaste del gobierno erigido en 1966(8).
Esta forma tan personal de gobierno se de- 
rrumbô en 1970, al ser desalojado el General Ongania // 
del poder por las propias Puerzas Armadas. Luego de un 
intervals en el cual gobernô el General Levingston con 
las mismas facultades que habia poseido el primero, ocu 
p6-la presidencia el General Alejandro A.Lanusse. Al a- 
sumir este el poder la Junta de Comandantes en Jefe mo- 
dificô el Estatuto dictado en 1966(9), se constituyô en
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ôrgano permanente de gobierno, y estableciô que el pré­
sidente de la Junta ejercla, en representaciôn de la // 
misma, los poderes legislativo y ejecutivo, sin perjui- 
cio de que, cuando cualquiera de sus intégrantes califi 
cara a un proyecto de ley o decreto como de significati 
va trascendencia, la Junta deberia otorgar su acuerdo / 
expreso al presidents para que éste pudiera sancionar / 
la ley o firmar el decreto (art. 2.del instrumenta por 
el cual se introdujeron las modificaciones).
Asimismo, la Presidencia de la Junta, y // 
por tanto, de la Repûblica, séria ejercida de manera al 
ternada por los comandantes en jefe que la componian, / 
por un plazo limitado(10)•
Por otra parte, el transcurso del proceso 
politico fue acompanado de una intensificaciôn de la c£ 
acciôn estatal dirigida a afianzar la seguridad del pro 
pio gobierno. En primer término, el decreto-ley 16.896 
del 6 de julio de 1966(11) otorgô a las fuerzas de segu 
ridad la facultad de allanar domicilios y detener perso 
nas sin orden judicial cuando se sospechara en forma // 
fundada su responsabilidad por un delito, manteniéndo-n 
las arrestados por el término mâximo de 10 dias sin po- 
nerlas a disppsiciôn del tribunal compétente. Bste de­
creto-ley ténia su vigencia limitada a treinta dias y / 
caducô al expirar dicho plazo.
Durante el periodo de tranquilidad de que 
goz6 el gobierno del general Ongania, o sea entre 1966 
y 1969, no se dictaron medidas excepcionales y tampoco 
rigiô el estado de sitio. Caracteristica de este perio-
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do fue en cambio la amplitud de la actividad legislati-
va del gobierno militar, que no titubeô en reformer en
(12) , (13)
su integridad el Côdigo Penal, el Codigo Civil, buena /
(14)
parte de la legislacion comercial y en dictar un nuevo
(15)
côdigo procesal divil. Estas nuevas normas no signifies 
ban alteraciones importantes respecto de las anteriores, 
y, en cambio, el afân légiférante sirviô para destruir 
la barrera de prudencia en ese campo que habian tenido 
todavia los anteriores gobiernos militares. La caida de 
esas barreras significô la reafirmaciôn del poder mili­
tar por via de sentar el precedente de un ejercicio in- 
condicionado del poder legislativo, y de crear el hâbi- 
to de que ese poder sea ejercido por las fuerzas arma­
das. Hace ya tantos anos que en la Argentina las leyes 
provienen del poder militar que cuando en alguna ocasiôn 
se ha puesto seriamente en duda la validez de las nor­
mes asi sancionadas frente al gobierno constitutional / 
de 1973, la cuestiôn no ha sido siquiera comprendida.
La calma de los très primeros afios del go­
bierno de Ongania no le impidiô reintroducir la persecu 
ciôn ideolôgica, mediante las llamadas leyes 17.401 y / 
18.234(16).
Cuando la agitaciôn obrera y estudiantil / 
del aho 1969 culminô con el levantamiento del pueblo en 
Côrdoba, se estableciô la jurisdicciôn militar sobre // 
los civiles, mediante la ley 18.232(17), que pronto se 
dejô de aplicar, como gesto conciliatorio(l8)^ Luego, / 
entre 1970 y 1972 se echô mano a la implantaciôn de la 
ley marcial en las zonas donde habian ocurrido grandes
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desôrdenes populares, por simples decretos, que estaban 
lejos de autorizar tal procedimiento(19). (19 bis).
La "ley" 18.701(20) reimplantô la pena de 
muerte. Licha pena habia sido abolida por el Côdigo Pe­
nal de 1921 y ello fue seguido por una revisiôn del C6- 
digo Penal que agravô notablemente muchas de las sancio 
nés en él previstas. A esto se suman los procedimientos 
extraordinarios para causas politicas y la introducciôn 
de ordenamientos carcelarios de particular rigor para / 
los detenidos de esa categoria(21).
El acto final del gobierno militar fue la 
reforma de la Constituciôn de 1853, en su parte orgâni- 
ca, y que tendiô, so pretexto de otorgar mâs eficiencia 
a la gestiôn pûblica, a reforzar aûn mâs la posiciôn //
del presidents.
Son manifiestas las vacilacionès con que / 
tropezô la Junta en cuanto a la fundamentaciôn del acto 
constituyente. por una parte se alegô entonces la idea 
de que la condiciôn revolucionaria de la Junta bastaba 
para justificar la reforma, ho obstante, se reconociô / 
el principle de la soberania popular, que impide desde 
luego que un sector social dicte por su sola cuenta nor 
mas constitucionales(22). La soluciôn fue declarar que 
las normas promulgadas por la Junta quedarian en vigen 
cia hasta 1981, salvo que una Convenciôn Constituyente 
las incorporara définitivamente al texto de la Ley Fun­
damental.
Quizâ lo mâs digno de subrayarse en el E£ 
tatuto Fundamental, -asi se llama la reforma constitu-
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cional temporaria dictada por la Junta Militar en 1972- 
sea que esa Junta considerô misiôn propia de las Puer­
zas Armadas el ejercicio, si bien limitadOy como quedô / 
dicho, del poder constituyente para "asegurar una demo- 
cracia representativa, auténtica y perdurable" y "con- 
tribuir a superar un largo periodo de graves desinteli- 
gencias internas e inestabilidad politica" (Consideran- 
dos del Estatuto Fundamental). Los actos constituyentes 
militares de 1955 y 1973 revelan que la instituciôn ar­
mada se considéra dotada de una suerte de superior fun- 
ciôn tutelar de las instituciones politicas? pero no pa 
recen proponerse la creaciôn de orden politico perdura­
ble fundado en un principe distinto al de la soberania 
popular.
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NOTAS AL CAPITULO VII
1) V. Carlos Fayt, op.cit., en el capitule III, nota 7 
bis, especialmente pag. 17. También Halperin Donghl, // 
Historia Argentina, La democracia de masas, cit., pag. 
151.
2) Anales de Legislaciôn Argentina, Ed. La Ley, Buenos 
Aires, t. XXVI-B, 1966, pag. 753.
3) Ibid., pag. 754/755.
4) La Corte Suprema se habia pronùnciado, poco antes, / 
por la validez constitucional de normas que tendian a u 
na modesta transformaciôn agraria (v. el Estudio Preli- 
minar de Sampay a Las Constituciones Argentines (1810/ 
1972), ya cit., page. 74/75, texto y nota 294).
5) Acta y Mensaje de la "Revoluciôn Argentina", ya cita 
dos en notas 2 y 3 y Decretos n. 1 al n. 9 de la "Junta 
Revolucionaria", Anales de Legislaciôn Argentina, t, //
XXYI-B, aho 1966, pags. 759/760. Los jueces de las ins­
tancies inferiores no fueron removidos y se dictô luego 
un decreto-ley que reglaba el sistema de enjuiciamiento 
de jueces en los casos de remociôn previstos por la Cons 
tituciôn National (decreto-ley 16.937 del 26 de agosto 
de 1966, Anales de Legislaciôn Argentine, vol. cit., // 
pag. 793).
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6) Anales de Legislaciôn Argentina, t. XXVI-B, aho 1966, 
pag. 756.
7) Fayt, op.cit., pags. 162 y 165.
8) Veremos el punto en el capitule IX al analizar la ju 
risprudencia referente a la relaciôn entre el estado de 
derecho y el gobierno militar erigido en 1966.
9) Boletin uficial de la Repûblica Argentina, 30 de mar
zo de 1971, pags. 2 y 3.
10) Asi surge del art. 10 del Estatuto de 1966 modifica 
do en marzo de 1971.
11) Anales de Legislaciôn Argentina, t. XXVI-B, aho 1966, 
pag. 777.
12) "Ley" 17.567, Côdigo fenal de la Repûblica Argentin 
na, Zavalia Editor, Buenos Aires, 1972, pag. 202 y sigs,
13) "Ley" 17.711, Anales de Legislaciôn Argentina, t.18- 
B, 1968, pag. 1810.
14) "Ley" 19.551 sobre concursos, y 19.950 sobre pocie- 
dades comerciales, v. apéndices al Côdigo de Comercio / 
de la Repûblica Argentina, ediciôn al ctidado de Néstor
F.Zamora, Victor P.Zavalia editor, Buenos Aires, 1972.
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15) "Ley" 17.454, Anales de Legislaciôn Argentina, t.27^ 
C, 1967, pag. 2.676 y sigs..
16) V. publicaciôn del Côdigo Penal Argentine, citada 
en nota 12, pag. 191 y sigs..
17) Anales de Legislaciôn Argentina, t. 29-B, 1969, pag. 
1.409/1410.
18) Decreto 2984 del 6 de junio de 1969, Anales de Le­
gislaciôn Argentina, t.XXIX-B, pag. 1661.
19) V. por ej., el decreto 1760/72, Boletin Oficial del 
12 de abril de 1972.
Art. 133 del Côdigo de Justicia Militar y 42 de la 
"Ley" 16.970.
20) Publicaciôn del Côdigo Penal Argentine, citada en / 
la nota 12, pag. 280.
21) "Leyes" 19-582 y 19.863, Nuevo Pensamiento Penal, / 
se -tiernbre/diciembre 1972, pag. 457 y 464.
22) V. el dictaïaen de la Comisiôn A^esora para el Estu­
dio de la Reforma Constitucional, parâgrafo 14, en Vanos 
si, Teoria Constitucional I, pag. 546.
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Gapitulo VIII 
La actual Junta i illtar
La nueva toma del poder por parte de la // 
Junta Militar argentina constituida el 24 de marzo de / 
1976, puso fin al breve ciclo de gobiernos constitucio- 
nales del Prente Justicialista de Liberaciôn Nacional / 
que se iniciô el 25 de mayo de 1973.
otra vez es el propôsito de la Junta Mili-r 
tar el"restablecimiento de la democracia representativa" 
y el motive de la rebeliôn, esta vez, la restituciôn de 
"los valores esenciales que sirven de fundamento a la / 
conducciôn integral del Estado" (Acta fijando el Prop6 
sito y los Objetivos^Bâsicos para el Proceso de Reorga- 
nizaciôn National). Refuerza lo observado acerca del // 
criteria que yace en la rebeliôn militar., que se baya / 
evitado cuidadosamente el empleo de la palabra "Revolu- 
ciôn"(2).
Al igual que respecto de la inspiraciôn bâ 
sica, tampoco ofrecen mayores novedades las fôrmulas // 
institucionales adoptadas, que en todo caso desarrollan 
los elementos existantes. En primer lugar, se recae en 
la formulaciôn de tipo absolutists, ya conocida en 1956 
y 1966, que pone a los fines del gobierno por arriba // 
del orden normative. Es cierto, sin embargo, que por lo 
menos ahora, a diferencia de lo que ocurria en 1966, el 
propio Estatuto dictado por la Junta parece obligar a / 
ésta sin posibilidad de autoeximiciôn para casos indivi 
duales. En efecto, el art. 14 del Estatuto para el Pro­
ceso de Reorganizaciôn National reza: "Los Gobiernos Na
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cional y Provinciales ajustarân su acciôn a los objeti- 
vos bâsicos que fijô la Junta Militar, al présente Esta 
tuto y a las Constituciones National y Provinciales en 
tanto no se opongan a aquêllos", y "aquéllos" en maseu- 
lino se puede ligar a los objetivos y al Estuto.
Puesto que el Gobierno militar se arroga / 
un poder superior a la Constituciôn, résulta lôgico, // 
desde ese punto de vista(5), que haya dejado sin efecto 
varios derechos asegurados por la Ley Fundamental, que 
ni el propio estado de sitio imperante autorisa, segûn 
la Constituciôn, a alterar en forma alguna(4).
En primer término, se trata del art. 23 de 
la Constituciôn. Segûn este precepto el Présidente de / 
la Naciôn puede arrestar a las personas durante el esta 
do de sitio, si éstas "no prefieren salir fuera del te­
rri torio argentine", esto es, aûn en caso de régir el / 
estado de sitio queda a los afectados por el arresto ad 
ministrativo la posibilidad de librarse de él saliendo 
del pais. El ûltimo pârrafo dol art. 23, que autorizaba 
tal posibilidad fue suspendido por la Junta Militar me­
diante el Estatuto de Seguridad del 24 de marzo de .11976.
El mismo art. 23 prohibe que con motivo // 
del estado de sitio el presidents aplique penas, en con 
sonancia con el art. 95, que impide al Poder Ejecutivo 
ejerter funciones judiciales.
Ello importa también que aûn durante el es 
tado de sitio es necesario un proceso para poder apli-» 
car una pena en razôn, desde luego, de un hecho previa-. 
mente amenazado con sanciôn penal. La Junta Militar ha
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aplicado por si y ante si, sin forma.de juicio, y sin / 
ley previa que declarase punible el hecho, sanciones de 
inhabilitaciôn, eipulsiôn, pérdida de la nacionalidad y 
privaciôn de la disposiciôn del patrimonio a una serie 
de funcionarios del partido que gobernô hasta el 24 de 
marzo de 1976(5 bis).
Asimismo, suspendiô la Junta Militar el de 
recho de huelga, consagrado por el art. 14 bis de la // 
Constituciôn hacional(6), que, segûn la interpretaciôn 
mâs conforme con las tradiciones constitucionales, no / 
deberia verse afectado en forma total por el estado de 
sitio(7).
Tampoco permite el estado de sitio la pro- 
hibiciôn de toda actividad politico partidaria, como lo 
ha decidido la Junta Militar, en la propia Acta en la / 
cual se constituyô este organismo(8). Asimismo ni la ,/ 
doctrina ni la jjurisprudencia reconocen como punto segu 
ro que la ley marcial, entendida como sumisiôn de los / 
civiles a los tribunales militares esté autorizada por 
la Constituciôn, aûn bajo la vigencia del estado de si- 
tio(9). La Junta Militar dictô normas que sujetan a la 
jurisdicciôn militar a los civiles(IO).
Por una parte, pues, al igual que en 1956, 
el poder que se arrogô a si mismo el gobierno militar / 
para situarse por sobre los derechos consagrados por la 
Constituciôn ha llevado a la aplicaciôn de sanciones pe 
nales y a afectar el patrimonio con desconocimiento de 
todas las prescripciones constitucionales al respecto. 
Por otra parte, y esto no habia sucedido antes, se han
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privado de vigor, sine die, y con carâcter general, a / 
la segunda parte del art. 23 de la Constituciôn Nacio- 
nal(11), y al art. 14 bis que consagra el derecho de // 
huelga(l2). Por fin, se réédita, en términos mâs riguro 
SOS la interdicciôn de la actividad politics, como no / 
se lo habia hecho en 1955, y si en 1966(13). Respecto / 
de los jueces, tal como en 1955, (y esto ya ténia anté­
cédentes en los golpes de estado de 1930 y 1943), se // 
procédé a su remociôn discrecional(14) (en 1966 sôlo ha 
bia sido removida la Corte Suprema de Justicia de la Na 
ciôn y los Tribunales Superiores de las Provincias).
Como habia sucedido en 1971, al reformarse 
el Estatuto de 1966, otra vez emerge la Junta Militar / 
como ôrgano supremo del Estado (Acta para el Proceso de 
Reorganizaciôn Nacional, ya citada, punto 1, Estatuto / 
para el Proceso de Reorganizaciôn Nacional ya citado, / 
art. 1., y la llamada ley 21.256, punto 1.1.2(15)) dota 
da, ademâs del poder constituyente, que se atribuyô al 
producir todos estos actos, de la facultad de nombrar y 
remover al -fresidente (Acta, punto 10, Estatuto, arts.1 
in fine y 2., llamada ley 21.256, punto 6.2.2.1. y 2.2. 
2.), de designar a la Corte Suprema de Justicia (Estatu 
to, art. 2., 2. pârrafo y 9.). Asimismo estâ provista / 
de todos los poderes de guerra que la Constituciôn asi& 
na al ^residente y al Congreso (Estatuto, art. 2., ûlti 
mo pârrafo, y 4.-), y de un influjo decisive en la legis 
laciôn, si bien el poder legislativo tiene por directe 
titular al Présidente (Estatuto, art. 5.). Junte a éste, 
para las funciones legislativas, existe un ôrgano llama
/
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do Comisiôn Asesora Legislativa (CAL), formado por tres 
oficiales de cada Arma, con subcomisiones de expertes, 
que dictamina sobre los proyectos de ley que remiten el 
Poder Executive o los intégrantes de la Junta Militar. 
Cuando el dictamen del CAL es desfavorable a modificar 
el proyectoi y el Poder Executive no estâ de acuerdo // 
con la opinion del ôrgano de asesoramiento, decide en / 
définitiva la Junta Militar (Estatuto, art. 5., y llama 
da ley 21.256, puntos 3 y 4).
Si se quieren ahora sintetizar las caract£ 
rlsticas principales de la organizaciôn de los gobier­
nos militares a partir de 1955, podemos decir, de acuer 
do con lo expuesto, que ellas son;
1) Concentraciôn de las distintas competen 
cias(legislativa, ejecutiva y judicial) en la Junta mi­
litar.
2) Roi cambiante del présidente de la Repû
blica.
Junta.
3) Asunciôn del poder constituyente por la
4) En razôn de lo anterior, potestad legis 
lativa ilimitada y, también, en principio, posibilidad 
de adoptar cualquier medida individual contra legen, // 
aûn cuando la norma quebrantada tenga rango constitucio 
nal.
5) Indeterminaciôn acerca de la sucesiôn /
del poder.
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erte Ëbehtuaci6h de lbs aspectos repre 
siVbsV y la %ài*4a^ â^b &]&&' final decade medids coactivos/ 
l a ^ e , las abciones violentas de 
grupo*s "yirregifla^ es de 0L%rëË8 tendencies, que se han su- 
cedl^r%ufàntà'^%ds ^ &t*imo^^  aAds con interrupciones
rel^aijïvamébfe'^ybeves, correspondientes a los perlodos de 
limitada, y aûn faiseada, restauraciôn democrâtica, indi­
can también la falta de arraigo del sistema militar de 
gobierno, y de convicciones profundas que lo sustenten.
Con estoquada puesto de relieve el carâc­
ter de circule vicioso que ha asumido la vida politico- 
institucional argentina, con su permanente oscilaciôn / 
entre los gobiernos militares de cuAo absolutists y las 
imperfectas y precarias restauraciones democrâticas.
Por otra parte, se advierte un perfecciona- 
miento del sistema militar de gobierno y una progresiva 
intensiflcaciôn del modo absolutiste de ejercicio del / 
poder, unido a la falta de consenso. En este cuadro se 
inscribe la tragedia de una lucha cruel entre el sector 
militar y los sectores mâs radicalizados de la oposiclôn.
Todo ello indica que el sistema militar des 
crlpto no se halla consolidado, pero no aporta mucho en 
cuanto*a las perspectivas de una restauraciôn del orden 
politico constitucional.
Ademâs, si bien la dictadura militar estâ / 
destinada a ayudar a la permanencia de la clase dominan­
te tradicional, lis fuezas armada#, por manipuladas // 
que se encuentren[ no se identifican por completo con /
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aquella clase, reciben influencias de otros sectores y 
no dejan de àspirar al ejercicio autônomo del poder ili 
mitado que se atribuyeni16).
En la situaciôn actual ese poder iiimitado
se concibe como tepporario y actùa como garantis de la
dominaciôn socio-econômica de la clase tradicional (la
oligarquia), y para designar, para ensayar una tipifica
ciôn de este fenômeno se me ocurre definirlo como pro-
(17)
tectorado dictatorial castrense. la dominaciôn oligâr- 
quica recibe una protecciôn armada por parte del grupo 
militar que no forma propiamente parte de la clase men 
cionada, y que es el titular formai del poder politico 
iiimitado, pero cuya existencia no se concibe, aûn, co­
mo permanente, pues un objetivo séria llegar a una res- 
tauraciôn democrâtica.
Los anâlisis efectuados ya han hecho ver / 
cual es el significado de esas aspiraciones restaurati- 
vas: el "libéralisme" conservador, no democrâtico, de / 
tendencias despôtico-ilustradas, oculta bajo la término 
logia "democrâtica" la nostalgia por el régimen sehorial, 
al que no cabe ya volver, pues la dominaciôn politica / 
de las fuerzas armadas es condiciôn del mantenimiento / 
de la supremacia socio-econômica del sector tradicional.
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NOTAS AL CAPITULO VIII
1) Boletin Oficial de la Repûblica Argentina, 29 de màr 
zo de 1976, pag. 2.
2) Es évidente el propôsito de no recaer en el descrêdi 
to en que cayô el gobierno del general Ongania, pompos£ 
mente titulado de la "Revoluciôn Argentina".
3) Con las réservas que se harân en el cap. IX.
4) Aqui nos remitimos al trabajo que hs citado en el // 
cap. I, nota 17.
5) Boletin Oficial de la Repûblica Argentina, 26 de mar 
zo de 1976, pag. 4.
5 bis) Diario La Naciôn de Buenos Aires, 24 de junio de 
1976, pags. 1 y 14.
6)"Ley"n. 21.261, promulgada por la Junta el 24 de mar­
zo de 1976 (Boletin Oficial del 26 de marzo de 1976, // 
pag. 3).
7) V. trabajo mencionado en la nota 4.
8) Boletin Oficial del 29 de marzo de 1976, pag. 2.
9) La Corte Suprema Nacional declarô que, si bien la / 
jurisdicciôn militar sobre los civiles era admisible du
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rante el estado de sitio, las penas impuestas deblan ce 
sar cuando desapareciera la emergencia particular que / 
hubiera llevado a implantar la ley marcial, aûn cuando 
el estado de sitio siguiera vigente (Pallos de la Corte 
Suprema de Justicia de la Naciôn, t, 254, pag. 116)
10) La Naciôn de Buenos Aires, 24 de noviembre de 1976, 
Ley es" n. 21.461 y 21.463.
11) Ni las "leyes" 21.448 y 21.449 (La Naciôn, ed.Inter 
nacional, pag. 1, l.de noviembre de 1976),ni el Acta de 
la Junta del 1. de septiembre y la "ley" 21.650 (La Na­
ciôn, 27 de septiembre de 1977, pags. 1 y 24) alteran / 
substancialmente lo dispuesto por el Acta del 24 de mar 
zo, y se limitan a prever que el Poder Ejecutivo podrâ 
impedir la salida de las personas arrestadas cuando e- 
11o pareciere conveniente por ragones de seguridad.
12) La "ley" 21.400 pena la buelga con prisiôn de uno a 
seis anos (Nuevo Pensamiento Penal, aho V, abril-septiem 
bre 1976, n. 10 y 11, pag. 433).
13) "Ley" 21.323, Nuevo Pensamiento Penal, nûmero cita? 
do en la nota anterior, pag. 367.
14) "Ley" 21.258, Boletin Oficial del 29 de marzo de // 
1976, pag. 2.
15) Boletin Oficial del 26 de marzo de 1976, pag. 2.
164
16) En una obra recientemente editada en Francia (Pou­
voir militaire et société politique en Republique Argen 
tine, Presses de la Fondation Nationale des Sciencies / 
Politiques, 1978, de Alain Rouquiê) de la cual no disr 
pongo, pero que ha sido resenada en Le Monde del 18 de 
abril de 1978 (pag.2) por Jean-Marie Mayeur, se subraya 
decididamente la autonomia de, digaraos asi, la clase mi 
litar, respecto de los distintos sectores sociales, y / 
considéra que las intervenciones militares tienden a // 
mantener el equilibrio entre esos sectores. La mâs ele­
mental consideraciôn de la politica econômico-social se, 
guida por los gobiernos militares desde 1955 en adelan- 
te demuestra lo insostenible de tal tesis. Otra cosa es 
subrayar la relative autonomia de la "clase militar", / 
que hace que el manejo por el patriciado de las Fuerzas 
Armadas no siempre resuite empresa fâcil.
17) La dictadura roraana seditionis sedandae, segûn la / 
concibieron Clapmarius y Montesquieu, era una concentra 
ciôn de poder del cual se valia el régimen aristocrâti- 
co amenazado por la plebe (v. Cari Schmitt, Die Diktatur 
cit., pags. 105/106). Pero la dictadura en este sentido 
supone la subsistencia del aparato clâsico de la repû­
blica aristocrâtica. Cuando deja éste de funcionar, re- 
curre la vieja clase dominante a la protecciôn de los / 
militares profesionales. En ese sentido hablamos en el 
texto de protectorado. En cuanto al adjetivo "dictato­
rial" quiere sehalar el carâcter no definitivo del régi 
men, y la concentraciôn de poder que lo caractérisa (en
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la transitorieaad y la concentraciôn se encuentran-'pera 
Schmitt, en la obra arriba citada, las caracteristicas 
bâsicas de la dictadura).
Maurice Prélot (Institutions Politiques et / 
Droit Constitutionnel, 4a. ed,, Dalloz, Paris, 1964) ob 
serva que las dictaduras latinoamericanas derivan del / 
régimen presidencialista caracteristico de las repûbli- 
cas del subcontinente, lo cual, en el caso argentino, / 
résulta sin duda acertado.
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Capitulo IX 
Poder militar y- teoria jurldica
El crecimiento del poder de los gobiernos 
militares argentines résulta enorme si se comparas las 
limitadas facultades reconocidas al de 1930 a las casi 
absolutas de la actual Junta Militar.
Este aumento de poder ha sido acompanado / 
por una evoluciôn de la jurisprudencia constitucional / 
que es la otra cara de esa moneda y estâ caracterizada/ 
por el debilitamiento o la deformaciôn de las creencias 
légitimantes"de base constitucional y su reemplazo cada 
vez mayor por un cerradô positivisme juridico.
Sin embargo, cabe sehalar que desde el prin 
cipio de dicha evàluèl-ôn jurisprudencia! se hallaron // 
présentes, junte con la afirmaciôn de las creencias /// 
constitucionales -y el consecuente intente de reducir / 
al minime las facultades de los gobiernos militares-, e 
lementos que permitirian desarrollar una posiciôn posi­
tiviste, con la correspondiente renuncia a poner barre­
ras al poder.
La presencia de estes dispares elementos / 
se advierte ya, de algùn modo, en la famosa deciaiôn (a 
cordada) de la Corte Suprema de Justicia del 10 de sep­
tiembre de 1930, que "reconociô" al gobierno provisio­
nal del general Uriburu(1).
A diferencia de lo que ocurriria a partir 
de una posiciôn realmente positivista, la resoluciôn a- 
ludida viene a sostener que el reconocimiento del hecho 
de fuerza obedece a la necesidad de salvaguardar la paz
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y el orden en la Naciôn, asi como la protecciôn de la / 
vida, la libertad y la propiedad de las personas, e in­
clusive permite presevar la vigencia de la Constituciôn.
El positivisme juridico nunca encara asi / 
el hecho del poder. Precisamente, la esencia del mismo 
se halla en la exclusiôn del campo del derecho de todo 
argumente concerniente a la legitimaciôn del poder. La 
posesiôn del mismo es titulo bastante(2), y no cabe po- 
nerle ninguna barrera, excepte las autolimitaciones que 
el propio poder se infiera(3).
Este radical rechazo de toda problemâtica 
de legitimidad de la esfera del derecho se debla a la / 
necesidad politica de neutralizar la bâsiça cuestiôn no 
resuelta de la vida politica del periodo bismarkiano: / 
la oposiciôn entre el principio monârquico y el democra 
tico, entre soberania del principe y del pueblo, entre 
nobleza feudal tradicionalista y burguesia liberal(4). 
Arraigada esa tradiciôn en el pensamiento juridico, na- 
da costô a éste situarse frehte a la Revoluciôn alemana 
de 1918, que, trâgicamente, fue justificada por sus pro 
pios juristes, no sobre la base de la soberania popular, 
sino de la posesiôn de la fuerza.
Asi,Gerhard Anschütz, Richard Thoma, Walter 
Jellineck, Somlo, no menos que Gustav Radbruch repiten 
incansablemente distintas variantes del apotegma acuha- 
do en la época guillermina por Georg Meyer: "La facul­
tad para ejercitar el poder pûblico no estâ s..condicio 
nada por su obtenciôn conforme a derecho, sino sôlo por 
su posesiôn de hecho"(5).
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Ahora bien, la acordada del 16 de septiem­
bre de 1930 quiere ai’irmar a la vez la indiscutibilidad 
del poder de hecho y la vigencia de la Constituciôn, // 
que explicitamente consagra el principio de la soberani 
a popular.
Desde un punto de vista sociolôgico y psi- 
colôgico, la proclamaciôn de la Constituciôn como fuen- 
te de legitimidad mâs allâ de todas las eventualidades, 
y el reconocimiento entre lineas del gobierno de fuerza 
parece responder bien a las caracteristicas duales de / 
la mentalidad politica patricia que fueron analizadas / 
en el capitule I*
Desde el punto de vista lôgico, la contra- 
dicciôn parece a primera vista tan fuerte que habria // 
que esperar su pronta disoluciôn. Pero el auto acordado 
de la Corte Suprema contiens elementos que, aunque no / 
fueran productos de una reflexiôn consciente y analiti- 
camente elaborada, forman un esquema capaz de superar / 
en gran medida la contradicciôn sehalada.
En efecto, segûn hemos visto,la decisiôn a 
ludida menciona como fundamentos del titulo del poder / 
de facto,la capacidad y compromiso de este para defen­
der los derechos bâsicos de las personas y el orden y / 
seguridad générales.
Si este pensamiento se entronca con la ide 
a del estado de necesidad del derecho pûblico, utiliza- 
da mâs explicitamente por la Corte Suprema luego de la 
revoluciôn de 1955, se obtiens un esquema mâs o menos / 
congruente: en obsequio a la conservaciôn de los bienes
169
antes referidos es preciso aceptar que se relativice la 
vigencia de la Constituciôn, pero ello en el menor gra­
de posible, segûn el pensamiento de la Corte Suprema de 
1930(6).
La reducciôn al minimo de la transgresiôn
constitucional, y del desconocimiento de la soberania /
popular, se obtenia negando facultades legislativas al
(7)
gobierno provisional. A este sôlo se le admitia el ejer 
cicio de funciones ejecutivas, las disposiciones que // 
dictara en la esfera primero mencionada no tendrian mâs 
valor que los decretos-leyes que por razones de especial 
emergencia puede adoptar cualquier poder ejecutivo, y / 
que estân sujetos a la convalidaciôn parlamantaria(8).
Asi, pues, que el esquema bâsico que; orien 
tô a la Corte Suprema en 1930 fue; la indiscutibilidad 
del titulo del gobierno de fuerza es necesaria para a) 
subrayar los derechos humanos fundamentales y el orden 
pûblico, pero, b) en aras de esa necesidad sôlo pueden 
aceptarse las limitaciones absolutamente indispensables 
de la vigencia de la Constituciôn, y asi, la no discu- 
siôn del origen del poder de facto permite resguardar / 
la continuidad de la vigencia de la Constituciôn.
El punto b de nuestro esquema se vio expues 
to a una permanente erosiôn. La Corte ^uprema a la que 
tocô enfrentar los aconteeimientos sucedidos entre 1943“ 
1945 concediô que la minima indispensable derogaciôn de 
los principios del gobierno representativo era lo sufi- 
cientemente amplia para que el poder de facto ejercita- 
ra las facultades legislativas indispensables para man-
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tener el funcionamiento del estado y para cumplir los / 
fines de la revoluciôn que habia originado la existen­
cia de aquél, si bien su vigencia sôlo podia extenderse 
hasta la formaciôn del nuevo gobierno constitucional(9).
Pero, ademâs, en la posiciôn de la Corte / 
Suprema en 1943-1945 se desliza la idea que la Cons­
tituciôn no tiene vigencia -en el periodo de facto- por 
su propia legitimidad, sino por la autolimitaciôn que / 
se ha impuesto el gobierno provisional al sujetarse a / 
la misma(lO). Con esto el esquema de 1930 se altera en 
el sentido del positivisme juridico riguroso.
Las réservas efectuadas en 1943-1945 a la 
vigencia temporal de los actos legislatives de los go­
biernos de facto fueron dejades sin efecto por la Corte 
Suprema de la época del justicialismo(11), poco celosa 
de la afirmaciôn de la legitimidad constitucional, ya / 
en plena crisis, y suplantada por la legitimidad caris- 
mâtico plebiscitaria.
La revoluciôn de 1955 dijo venir a restau- 
rar el imperio de las creencias légitimantes de base // 
constitucional, pero hemos visto que se sintiô soberana 
mente desligada tanto de la Constituciôn de 1853 como / 
de la de 1949.
Sin embargo, la Corte Buprema, mâs fiel, / 
en teoria, a los propôsitos revolucionarios, no volviô 
a utilizar argumentas rigurosamente positivistes.
Ello se advierte al examiner su posiciôn / 
frente a los decretos leyes del gobierno provisional de 
la época,que alteraban derechos fundamentales consagra-
171
dos por la Constituciôn (de 1853).
Como, segûn lo hemos visto en el capltulo
V el gobierno provisional no reconocia limites emergen-
tes de la Constituciôn en cuanto se tratara de sus nece
sidades de organizaciôn y funcionamiento, y de la perse
positivista
cuciôn de sus finalidades, la idea/de la autolimitaciôn 
no servie para crear obstâculos a las normas dictadas / 
por aquél,que, en cumplimiento de esos fines, descono- 
cieran derechos consagrados por la Ley Fundamental.
Pese a ello, cuando se tratô de juzgar el 
valor de taies normas, la Corte Suprema no dijo que el 
gobierno provisional no se hubiera limitado en ese pun­
to, sino que recurriô, segûn lo dijimos anteaCl2) al // 
concepto de estado de necesidad del derecho pûblico, // 
cierto que para arribar a las mismas conclusiones a las 
que hubiera llegado siguiendo la tesis positivista (Ha- 
llamos asi un nuevo ejemplo de la dualidad propia de la 
mente politica patricia, tantas veces aludida en este / 
trabajo).
En cuanto a las facultades legislativas / 
del gobierno de facto, la Corte "uprema de 1955-1958 no 
discutiô en absolute, ni en cuanto a su ejercicio en // 
las mâs variadas esferas, ni en lo tocante a su perman- 
cia en el tiempo. Su lapidaria conclusiôn respecto de / 
este tema fue; "Dentro de nuestro régimen constitucio­
nal (sic) ...todo gobierno, sin distinciôn de la forma 
particular que asuma -en el caso, se trate de un gobier 
no regular o de un gobierno revolucionario- estâ facul- 
tado para establecer la legislaciôn que considéré conv£
172
niente, tanto en las situaciones ordlnarias como en las 
de emergencia, con el limite de que tal legislaciôn aea 
razonable y no desconozca las garantias individuales o 
las restricciones que la misma Constituciôn contiens en 
salvaguardia de las instituciones libres*’( 13).
La importancia de esta declaraciôn es real 
mente enorme. Mâs allâ de las ironias que este lenguaje 
permitiria prodigar, el meollo del asunto aparece claro; 
los hâbitos constitucionales argentines estân de acuer- 
do tanto con los gobiernos emergentes de la soberania / 
popular como con los gobiernos de fuerza, siempre que / 
unos y otros respeten las garantias constitucionales, / 
que tienen vigencia por si mismas, a modo de un derecho 
natural.
De tal modo, el intente de salvar el prin­
ciple de la soberania popular, llevado a cabo en 1930- 
32 por la jurisprudencia de la Corte ^uprema, es dejade 
de lado por complete y aparece la nueva fôrmula "libe­
ral" : intangibilidad de la declaraciôn de derechos de / 
la Constituciôn e indiferencia en cuanto al origen del 
poder.
Esta fôrmula no pudo sin embargo ser segui 
da por la Corte Suprema de 1966-1973, En ello influye- 
ron las desembozadas pretensiones absolutistes del go- 
bierno del general Ongania, las cuales llevaron a la // 
restricciôn sin termine y sin matices de derechos consa 
grades por la Constituciôn# la que, ademâs, no se encon 
traba sujeto el gobierno cuando se trataba del cumpli- 
miento de los fines revolucionariosCH),
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La Corte Suprema, decidiendo el caso plan- 
teado a raiz de la disoluciôn de los partidos politicos, 
apelô a la idea de la autolimitaciôn, con el transfondo 
de estricto positivisme que ella comporta(15)• Sin em­
bargo, la necesidad de açeptar el hecho del poder y su 
preeminencia respecte de los derechos consagrados por / 
la Constituciôn no aparece fundada mediante la idea -re 
almente positiviste- de la total irrelevancia juridica 
de la legitimaciôn, y de la ilimitaciôn que es propia / 
del poder.
En cambio, se sostiene que es necesario re 
conocer al poder en la forma en que se da -es decir, // 
violentando incluse derechos y garantias fondamentales 
en aras de las exigencies lôgicas del pensamiento juri- 
dico,
Conviene tener en cuenta, a tal respecte, 
que el derecho de asociaciôn politica habia side supri- 
mido por los instrumentes que habian creado el orden de 
competencies para la producciôn de normes juridicas en 
el gobierno militer de 1966. Ahora bien, tanto el dicta 
men del procurador general como el fallo de la Corte Su 
prema en el leading case examinado, insisten en la inco 
gruencia que significaria desconocer en cierta parte e- 
se orden de competencies, y ahaden que el reconocimien- 
to intègre del raismo es capaz de preserver un orden ju- 
ridico eficiente,,que pueda salvaguardar derechos y ga­
rantias fondamentales.
Este razonamiento, pleno de ecos de la teo 
ria pure del derecho, suscita por lo menos dos cuestio-
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nés: 1) si ciertamente es imposible desde el punto de / 
vista gnoseolôgico juridico desconocer algûn punto del 
ordenamiento de competencies fondamentales, de lo cual 
nos haremos cargo en un excursus de este capitule, y, /
2) si era cierto que el reconocimiento del poder de he­
cho, tal como se habia querido organizer a si mismo,era 
capaz de dar lugar a cierta protecciôn de "derechos y / 
garantias fondamentales".
En cuanto a esto ûltimo cabia une respues- 
ta en principle positiva, pues si bien las normes de // 
competencia de tal poder 18 desligaban de todo limite,/ 
cuando se trataba de perseguir sus formalidades déclara 
des en los instrumentes revolucionarios, elles no des- 
cartaban, y, al contrario, permitian afirmar la vigen­
cia de un minime de derechos fondamentales.
Esta posibilidad fue desperdiciada primera 
mente por la Corte ^uprema (y por el Procurador general) 
mediante el empleo de argucias curialescas(16), y luego 
aprovechada en dos cases en forma satisfactoria(17), se 
gûn se verâ en el Excursus dedicado al punto como apén- 
dice de este capitule.
Pinalmente, cabe consagrar que la actual / 
Corte Suprema argentina ha vuelto a la posiciôn de 1955- 
1958, legitimando los actes de la Junta Militar que es- 
tablecen restricciones a les derechos constitucionales 
sobre la base del estado de necesidad(18). Esta orienta 
ciôn résulta posible porque las disposiciones de la Jun 
ta que se cuestionaban consistian en la "supresiôn" tem 
poral y condicionada del derecho a optai* por el abando-
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no del pals,que-îsegûn el art. 23 de la Carta Fundamen­
tal poseen quienes sean arrestados administrativamente 
bajo el estado de sitio.
Habrla que ver como podria justificar la / 
Corte üuprema, sin abandonar este punto de vista, las / 
disposiciones draconianas del Estatuto de Justicia Revo 
lucionaria citadas en el capitule Vill.
Las etapas de la evoluciôn resenada son // 
testimonio de las viscicitudes mentales del patriciado 
argentine y del deterioro de sus creencias politicas. / 
La Corte de 1930 aûn tomaba en serio la Constituciôn co 
mo un todo inescindible de garantias fundadas en 1 so­
berania popular, y se limitaba a pasar en silencio la / 
burla a ese principle, perpetuada tanto con el golpe de 
estado como con la anulaciôn de las elecciones de 1931 
y las corruptas elecciones générales que las siguleron. 
Aqui funcionaba aûn, por tanto, la dicotomia de la men- 
talidad politica patricia en su forma clâsica: libéra­
lisme proclaraado, y juridicamente formulado, y también, 
en ese piano, minimizado, y prâctica autoritaria.
La Corte Suprema de 1943 no abandonô el // 
planteo de 1930, ya que el use que hizo de la idea posl 
tivista de autolimitaciôn del gobierno militar, arroja- 
ba en ese caso resultados aûn conciliables con aquel // 
planteo, pues el gobierno habia prometido efectivamente 
fidelidad a la Constituciôn.
En 1955-1958 aparece la nueva forma de la 
dualidad de la politica patricia. Ahora se trata
de un liberalisms que afirma la vigencia de las garan-
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tlas constitucionales independientemente del origen del 
poder.
La jurisprudencia résulta en este caso ve- 
hiculo casi exclusivo de una tendencia en el sentido in 
dicado que se halla muy difundida pero escasamente ex- 
presada(l9).
Este ideario, por llamarlo de alguna mane- 
ra, que se expresa s6lo en términos jurisprudenciales, 
parece estar formada de retazos de positivisms y de ere 
encias légitimantes constitucionales precariamente aria- 
didos.
Sin embargo, no faltan algunos aportes de 
pensamiento capaces de proporcionar cierto sustento a / 
la posiciôn de la jurisprudencia.
Se trata de la afirmaciôn de la legitimi- 
dad constitucional de modo fundaraentalmente tradicional 
historicista, acompanada de la desvalorizaciôn del prin 
cipio de soberania popular(20).
El cuasi liberalisms no democrâtico de la 
jurisprudencia, difundido en el medio ambiante juridico 
y politico, ilevô a que en el process de reforma consti 
tucional que emprendiô por si y ante si el gobierno mi­
litar en 1972 se considérera intangible el texts de la 
declaraciôn de derechos de la Constituciôn de 1853, pe 
ro no su parte orgânica. Ciertamente, el dictamen de la 
comisiôn asesora de juristes sobre las facultades del / 
gobierno para emprender la reforma afirma el positivis­
ms mâs crudo, destacando que "el derecho positivo arge& 
tins (es decir, los nâbitos) admite que en circunstan-
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cias calificables de revolucionarias un grupo o sector, 
apartândose del procedimiento del art. 30 de la Consti­
tuciôn ponga en vigencia normes propias del poder cons- 
tituyente"(21). ho puede pasarse en silencio el error / 
de presenter como derecho positivo lo que en cambio es 
una teoria sobre éste, que lôgicamente lo precede, y // 
que sostiene que el derecho positivo debe ser concebido 
con prescindencia de los principios légitimantes.
Con arreglo a taies ideas no existia barre 
ra alguna para el gobierno militar, excepto desde el // 
punto de vista extrajuridico, Situândose en éste la co­
misiôn recomendô a aquel que buscara la legitimaciôn(mo 
ral) de sus reformas en el consentimiento popular -cosa 
que el gobierno no hizo-.
Pero la circunstancia de que pese a todo / 
en la prâctica nadie se atreviera a modificar el capitu 
lo de garantias constitucionales, révéla el peso de lo 
que llamamos cuasi libéralisme de la jurisprudencia.
La tesis positiviste que emerge con la Cor
te Suprema de 1966-1972 es una excepciôn a la corriente
central de aquella, y nabria que ver en que proporcio-
nes es debida a circunstancias que hacian dificil enfren
tar aûn minimamente al gobierno, o a la preponderancia
en la composiciôn del Tribunal de magistrados no prove-
nientes de los sectores patricios del cuerpo judicial,
sino de aquellos de inspiraciôn mâs burocrâtica, mâs //
propensos al positivisme riguroso. Las mismas razones /
de composiciôn social pudieron influir en el criteria /
de los juristas de la Comisiôn asesora para el estudio 
de la reforma constitucional. Mos atreveriamos a ûe-^
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cir que los jurisconsultos provenientes de las clases / 
médias estân, por lo comûn, dominados por el mâs riguro 
so positivismo.
acuerdo con lo expuesto, el papel de la 
filosofia juridica ha sido bien desdichado en el proce- 
so de derrumbe de las instituciones del estado de dere­
cho en la Argentina.
El jusnaturalismo ha servido primeramenta 
para aceptar la lesiôn de garantias constitucionales bâ 
sicas so pretexto del estado de necesidad y luego, en / 
forma de tradicionalismo, ayuda a anular el principle / 
constitucional de la soberania del pueblo. Y su utili- 
dad genêrica consiste en mantener ese minirao de buena / 
conciencia que es necesario que una clase social domi­
nante conserve respecto de sus convicciones para poder 
subsistir en el poder, Mientras tanto, el mantenimiento 
fetichista de las garantias fundamentales no sirve casi 
como amparo prâctico a las personas, pues el sistema de 
remedies jurisdiccionales ha sido interpretado desde // 
siempre en forma de hacerlo lo mâs ineficaz posible(22).
El positivismo juridico da lustre cientifi 
CO, apariencia de seriedad y de austera honeetidad a la 
falta de toda oposiciôn -en el piano del derecho- al // 
crecimiento del poder militar. Con ello,se alivia la si 
tuaciôn de los juristes salidos de la clase media, que 
estân integrados en el establishment, por lo que cual- 
quier resistencia podria comprorneter las posiciones al- 
canzadas.
haturalmente, no habria porque culpar a la
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filosofia y a la teoria juridicaa de contribuir al de­
rrumbe constitucional argentino si la ciencia del dere­
cho puediera ser neutra a todo valor y no résultera ella 
misma fuente del derecho e instrumente principalisimo / 
de legitimaci6n(23). Si, en cambio, es verdad que dicha 
ciencia posee inevitablemente las caracteristicas enun- 
ciadas en ûltimo término, parece que una reorientaciôn 
de la teoria juridica es uno de los requisites para el 
resurgimiento y permanencia del estado de derecho en la 
Argentina»
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hüTAS AL CAPITULO IX
1) Cit. en el cap. IV, nota 5.
2) V. al respecto Hasso Hofmann, Legitimitât gegen Legg 
litat, Ler Weg der politischen Philosophie Cari Schmitts, 
Luchternand Neuwied und Berlin, 1964, pag. 23.
3) Ibid,, pag. 25, not. 10.
4) ^bid., pags. 26/28.
5) Ibid., pag. 25.
6) También interpréta asi la posiciôn de la Corte
ma de 1930 y 1943 Juan Francisco Linares, en su articu­
le "Ilimitaciôn temporal de les decreto-leyes de la Re- 
voluciôn", Rev. Juridica Argentina "La Ley", t. 89,pags. 
845 a 850 (pag. 847).
7) Como lo expresô ya Bodin, estas son las funciones su 
periores mâs fundamentales de la soberania. De Republi- 
ca libri sex, latine ab autore redditi, Lyon, 1586, lib.
I , cap. 10, (cita extraida de Hermann Heller, Die Souve 
ranitàt, publicado en los Gesammmelte Schriften, A.W. / 
Sythoff, Leiden, 1971, vol. II, pag. 36, texte y notas 
9-10 -Heller transcribe los fragmentes pertinentes-).
8) Caso "Malmonge hebreda" cit. en el cap. IV, nota 6.
I8l
9) Caso "Municipal!dad de la Capital Federal contra /// 
Mayer C.M." (Fallos de la Corte ^uprema de Justicia, t. 
2Ü1, pag. 249, transcripto parcialmente por Roberto Mar 
tinez Ruiz, La Constituciôn Argentina anotada con la ju 
risprudencia...ya cit.,pags. 262/264).
10) V. el considerando del fallo citado en la nota ante 
rior que transcribe el Dictamen de la Comisiôn de Estu- 
dios para la Reforma Constitucional, que funcionô en // 
1971, y que inserta Yanossi en su Teoria Constitucional, 
t. I, ya mencionado, a partir de la pag. 539 (pag. 541).
11) Cf. el articule de J.P. Linares ya eitado, pag. 845, 
nota 2.
12) Capitule VI, nota 16 y Excursus agregado sobre el / 
tema.
13) Eallos de la Corte Suprema, vol. 238, pag. 76 (pag. 
129).
14) El dictamen del Procurador General en el caso de Fa 
lies de la corte Suprema, vol. 268, pag. 16, hizo refe- 
rencia también a la teoria del estado de necesidad adojo 
tada por la ^orte suprema en 1955-1958. Elle era incom­
patible con la restante argumentaciôn de ese dictamen, 
como se verâ en el Excursus pertinente.
15) Caso Ricardo F.Molinas, Fallos de la Corte Suprema, 
vol. 270, pag. 367.
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16) Caso Sindicato de Prensa -Filial Capital Federal-, 
Fallos de la Corte -»uprema de Justicia, vol. 268, pag. 
16 .
17) Caso Prensa Confidencial, Fallos de la Corte Supre­
ma, vol. 270, pag. 268.
18) Caso Maria Cristina Ercoli, publicado en el diario 
La Naciôn, Ed. Aérea Internacional del 22 de noviembre 
de 1976, pag. 8.
19) Vanossi, en su Teoria de la Constituciôn, cit., t.I 
pag. 491, describe bien ese estado de espiritu, que cri 
tica desde el punto de vista ideolôgico (pero este au- 
tor mantiene una estricta separaciôn entre los valores 
que profesa y defiende el tratamiento que efectûa del / 
derecho positivo).
20) La tendencia a la legitimaciôn tradicional histori­
cista ha sido sustentàda por Francisco Eduardo Trusso / 
en su obra De la legitimidad revolucionaria a la legiti 
midad constitucional. Editorial üniversitaria de Buenos 
Aires, 1968, en la que Trusso opone a la legitimidad ra 
cionalista estatutaria, que juzga propia del libéralis­
me rousseauniano, la histôrica-contractualista, que se 
apoya en las ideas de Burke, Jovellanos, la escuela his 
tôrica alémana, los doctrinarios franceses (Royer Col- 
lard, Guizot) e inclusive los constitucionalistas norte 
americanos. En el primer modelo la soberania pertenece
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al pueblo, y en el segundo al propio pacto constitucio­
nal, de cuya autoridad émana el poder de los gobeman- 
tes, cuya selecciôn es lo ûnico que realiza el voto po­
pular.
Trusso sostiene que la Constituciôn argentl 
na esta inspiraua por la idea de legitimidad l^istôrico- 
contractualista. Ademâs, parece entender que las consti^ 
tuciones, desde el punto de vista aludido, no son modi- 
ficables (op.cit., pag. 106).
Germân Bidart Campos, en su libro Historié 
e Ideologia de la Constituciôn Argentina, Ëdiar, Buenos
Aires, 1969, sostiene que la Constituciôn Argentina de­
be adscribirse al modelo tradicional-historicista, y // 
que en ella existen contenidos pétreos de ralz histôri-
ca que son: a) el respeto a la dignidad y libertad del
hombre, y de plena vigencia de sus derechos individua­
les, b) el federalismo, c) la confesionalidad del esta­
do, d) la forma republicans de gobierno.
Bidart Campoy sehala que "la columns verte­
bral de una constituciôn tradicional-historicista, con 
sus contenidos pétreos, corresponde a lo que los espaho 
les han rotulado con el término de constituciôn interna" 
(pag. 148), remitiéndose al respecto al. respecto a Sân- 
chez Agesta.
Para que puedan cainbiar los contenidos pé- . 
treos es preciso, segûn Bidart Campos, que se experimen 
ten mutaciones tan esenciales en la estructura social / 
subyacente como para que ésta ya no soporte aquellos // 
contenidos de la Constituciôn (pags. 146/147).
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Ahora bien, la posiciôn tradicional histo­
ricista tiene un efecto reaccionario que la expresa ne- 
gativa de Bidart Campos no consigne disipar (pag. 151).
Como dice Arturo Sampay (Carl Schmitt y la 
crisis de la ciencia juridica, Abeledo Perrot, Buenos / 
Aires, 1965, pag. 69); "Los tradicionalistas excesivos, 
como lo es Burke, y como-en cierta medida-, también lo 
son De Bonald y de Maistre, el Komanticismo politico // 
del siglo pasado, su epigono Savigny, y ahora Cari / // 
Schmitt en pos de Savigny, estân equivocado cuando con- 
sideran lo tradicional histôrico, por el solo hecho,de 
serlo, como una ley inmutable, condicionante de las le- 
yes positivas. Porque los principios jurldico-pollticos 
que vienen de la tradiciôn no tienen en si mismos razôn 
para actualizarse sin el contralor de la inteligencia / 
humana, aunque su larga vigencia haga presumir su legi­
timidad, pues lo tradicional sôlo puede seguir rigiendo 
en virtud de lo valioso que entraha..." iGonviene acla- 
rar que éampay se refiere al Schmitt de la ûltima época, 
o sea la de la adhesiôn a la legitimidad histôrica. La 
conocida doctrina sobre las decisiones constitucionales 
bâsicas inmodificables por el legislador aütorizado a e 
fectuar modificaciones constitucionales -Verfassungs- 
lehre, 5a. éd., Duncker 8 Humboldt, Berlin, 1970, pag. 
102- pertenece a la época existencialista de aquel au- 
tor -Hofmann, Legtimitat gegen Legalitët, ya citado, // 
pag. 124 y sigs.-. Por lo demâs, esta doctrina estâ di- 
rigida a reducir el poder de la Reichstag de la época / 
de Weimar, que ténia facultades de cambiar la Constitu­
ciôn con una mayoria especial. Mas Schmitt no negaba //
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que el pueblo, mediante plebiscite o la eleccion de una 
Asamblea Constituyente no pudiera cambiar las decisio­
nes bâsicas (Verfassungslehre, cit., pag. 104).
Conviene agregar que Sampay defiende en su 
mencionada obra, al institucionalismo de Hauriou -al // 
cual también se remite Bidart Campos- op,cit., pag.142-, 
de los ataques que le dirige C.Scnmitt -Sampay, op.cit., 
pag. 26 y sigs.-. La posiciôn de Hauriou no obstante, / 
parece bien calificada cuando se la senala como"jusnatu 
ralismo sociolôgico" -Johann Josef Hagen, Soziologie // 
und Jurisprudenz, Ed. Wilhelm Fink, Munich, 1973, pag. 
48- FrànZ Neumann.habia reprochado a la teoria de la // 
instituciôh su carâcter reaccionario, en cuanto tiende 
a suprimir la tensiôn entre derecho y reiaciones socia­
les fâcticas en bénéficie de éstas ûltimas ^Demokrat-r. 
ischer und autoritarer Staat, ed. der deutschen Ausgabe 
EuropMiscne Yerlaganstalt, Frankfurt a. Main, 1967, pag. 
46 y sigs..
Retomemos ahora en concrete el examen de / 
la posiciôn de Bidart Campes en su obra mencionada. III 
Ciertamente, éste enuncia entre los contenidos pétroe / 
de la Constituciôn a la democracia, pero Bidart entien- 
de el término en el sentido de "convivencia pacifica de 
todos los hombre en la libertad, que instaura un régi- 
men basado en el respeto de la dignidad de la persona, 
de sus derechos y de sus libertades individuales (op.// 
cit. pag. 139 y también 145). En cuanto al concepto de 
soberania popular, viene a sostener que el "poder poli­
tico no reside en el pueblo, porque es un elements pro
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pio del estado que sôlo se titulariza en hombres que, / 
al ejercerlo, lo detentan y ejercen con calidad de ôrga 
nos del mismo estado" (op. cit., pag. 58).
Ahora bien, Bidart Campos se aparta asl // 
del método que se propone seguir, pues los precedentes 
politicos del pais exigen que se subraye la necesidad / 
del consenso y de la participaciôn del pueblo para la / 
legitimidad del gobierno.
En efecto, cualquiera sean las limitacio- 
nes del pensamiento liberal de los forjadores de la /// 
Constituciôn de 1853, no cabe duda de que sostenlan el 
principle de la soberania popular y de que lo consigna- 
ron expresamente en el texto de esa Carta. Por otra par 
te, el principle aludido encontraba ya sus raices en el 
pensamiento juridico espahol de los siglos XVI y XVII, 
que de algûn modo perdurô en América hasta enlazarse // 
con las doctrinas revolucionarias (este es el punto de 
vista, por ejemplo, de la obra de Ricardo Levene, Ensa- 
yo sobre la Revoluciôn de Mayo y Mariano Moreno, Peuser, 
Buenos Aires, I960, y de la de Manuel Gimênez Pernândez, 
"Las ideas populistes en la independencia de Hispanoamé 
rica", en Anuario de estudios americanos, Sevilla, 1946 
pag. 517 y sigs., -extraigo esta ûltima cita de Tulio / 
Halperin Donghi, Traducciôn politica espahola e ideolo­
gia revolucionaria de Mayo, Editorial üniversitaria de 
Buenos Aires, 1961, pag. 15-. Halperin Donghi mismo pro 
bleraatiza mucho la subsistencia del pensamiento politi­
co de la escolâstica espahola en las ideas cprrientes / 
en la época previa a la revoluciôn de 1810).
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Ademâs, y esto parece fundamental, la his- 
toria politica argentina desde fines del siglo XIX has­
ta 1912 estâ tejida por la lucha por el sufragio univer 
sal efectivo y coronada por la consagraciôn formai del 
raismo a travês de un verdadero pacto constitucional (el 
compromiso entre Yrigoyen y Saénz Pena, cf. el texto // 
del acuerdo de ambos en Las Constituciones de la Argen­
tina 1810/1972, a cargo de Arturo E.Sampay, ya cit.,pag. 
441).
Asimismo, no cuenta Bidart Campos entre // 
los contenidos pétreas al régimen presidencial, la ins- 
tituciôn mâs defectuosa y mâs tradicionalmente arraiga- 
da de la Constituciôn, y esto nos demuestra, con un e- 
jemplo prâctico de magnitud, la insuficiencia del punto 
de vista que considérâmes, asi como las observaciones / 
del pârrafo anterior dejan ver la uniteralidad de su a- 
plicaciôn.
En cuanto a la parte de verdad que encie- 
rra el tratamiento tradicional-historicista de la Cons­
tituciôn, cabe sehalar que precisamente el inspirador / 
de la de 1853, Alberdi, se destacô por su afân de 11e- 
gar a una conciliaciôn entre principios racionalistas e 
historicistas en su Fragmente preliminsr al estudio del 
derecho (cf.el trabajo de Julio Irazusta, Alberdi en // 
1938 -untrascendental cambio de opciôn prâctica, en En- 
sayos histôricos, Buenos Aires, 1968, pag. 114, en espe 
cial, pags. 123/125).
Esa tendencia de Alberdi influyô sobre la 
Constituciôn de 1853, que por eso se na dicho que fue /
188
dictada por la "raz6n" y la "historia" (Alfredo Pala­
cios en su discurso ante la Convenei6n Reformadora de / 
1957, Diario de Sesiones citado, pag. 324, v. también / 
pag. 323).
El principle de la soberania popular, que 
dériva de la dignidad y autonomia de la persona humana 
se encuentra pues en gran medida incorporado a las tra- 
diciones histôricas del pais.
Este principle es tan capaz como el de la 
afirmaciôn del contenido pétreo de los derechos indivi­
duales establecidos por la Constituciôn para fundamen-•, 
tar la continuidad e inmutabilidad del orden constitu­
cional frente al hecho de la posesiôn violenta del po­
der (que enfonces deberia ser encarado como lo hizo la 
Corte ^uprema en 1930).
En efecto, la continuidad del orden juridi 
co en los casos de ruptures violentas de la sucesâôn // 
constitucional de los gobiernos no puede deducirse del 
reconocimiento del poder en manos de quien lo tiene (po 
sitivismo), pues enfonces es preciso pensar el orden ju 
ridico a partir de ese reconocimiento, y asi cada alte- 
raciôn violenta équivale a una catâstrofe juridica y a 
un nuevo comienzo absolute (Fritz Sander compara esta / 
tendencia del pensamiento juridico con el catastrofismo 
geolôgico de Cuvier y d'ürbig&y, que consideraba la his 
toria de la tierra como una serie de etapas culminadas 
cada una por la destrucciôn total de la vida y un nuevo 
acto de creaciôn de especies invariables. Das Faktum // 
der Revolution und die Kontinuitàt der Rechtordnung, //
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Franz Deuticke, Leipzig und Wien, 1919, pag. 4)(I). Si 
en cambio se parte de un principio fundante capaz de // 
dar cuenta del fenômeno del poder de facto, se obtiens 
la continuidad del ordenamiento. Un principio puede ser 
el de la jurisprudencia "cuasi liberal": vigencia perma
nente de los derechos individuales e indiferencia sobre
el modo de obtenciôn del poder, con lo cual desaparece 
todo obstâculo para la erecciôn de poderes de facto. En 
cambio, si se parte de la soberania del pueblo, sôlo ca 
be tratar a aquellos como transitorios, y restringir el 
reconocimiento de facultades legislativas a los mismosv 
(II).
I) Estas cuestiones no son nada liricas, ya hemos vis- 
to en el ûltimo Excursus del cap. VI que la Gorte Supre
ma en 1958 no pudo admitir que existiera continuidad en
el orden constitucional afectado por los cambios de go­
bierno de 1955 (viâlento) y de 1958 (vuelta al régimen 
constitucional)
II) A consecuencia de la Revoluciôn alemana de 1918 au- 
tores de la significaciôn de Ütto von Gierke sostienen 
que el gobierno revolucionario era un puro hecho de po­
der, cuyos actos debian ser convalidados por la Asamblea 
hacional, représentante de la soberania del pueblo. La 
interrupciôn de la sucesiôn regular del poder no altera 
ba, para Gierke, la vigencia del orden juridico existen 
te hasta el momento, que también habia eraanado de la vo 
luntad soberana del pueblo (v. Karl Friedrich Bertram, 
Widerstand und Revolution, Duncker und Humboldt, Berlin, 
1964, pags. 62/63).
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21) V. el pârrafo pertinente del dictamen en Vanossi, / 
op. cit., pag. 542 (en la obra se encuentra transcripto 
el dictamen en su integridad).
22) Sobre la carencia de protecciôn judicial eficaz de 
los derechos fundamentales v. mi trabajo citado, cap.I, 
nota 17. También constituyen ejemplos a ese respecto al 
gunos de los casos mencionados en el primer Excursus // 
del presente capitule. V. asimismo, Carlos Maria Villa'
, Derecho y Estado en una Economia Dependiente, ya // 
citado, pagj 204/208. Inclusive un expresidente de la / 
Corte Suprema, el Dr. Alfredo Orgaz, en su contribuciôn 
ya cit., Argentina 1930-1960, suministra ejemplos impor 
tantes de defecciones de dicho tribunal en la tutela de 
garantias bâsicas (pag. 134 a 136 del aludido trabajo / 
de Orgaz).
23) Como muestra de la decidida afirmaciôn en el pensa­
miento actual del carâcter valorativo politicamente lé­
gitimante y orientador de la prâctica que es insepara­
ble de la ciencia juridica, v. Hagen, op.cit. en nota 
pags. 14 y sigs.; y en "Einführung in Rechtsphilosophie 
und Rechtstheorie der Gegenwart", editado por Arthur // 
Kaufmann y Winfried Hafsemer, C.F. Müller jurstischeh 
Verlag, Heidelberg, Karlsruhe, 1977, el articule de Ul- 
frid Deumann, Wissenschaftstheorie der Rechtswissen- 
schat, pag. 174, en especial pags. 184 a 187. Llmltândo. 
se a la critica de la teoria pura, Wolfgang Schild //// 
(Reine und politische Rechtslehre, Ber Staat, vol.
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pag. 68) destaca que cuando la ciencia menciona y pré­
senta a algûn objeto como "derecho" no puede menos que 
ejercer influjo en la prâctica, aûn cuando se dispense 
a si misma del probleraa del carâcter vinculante del de­
recho (pag. 73). Hagen, op.cit., pag. 98 y sigs., infor 
ma sobre los ensayos de nuevas teorias juridicas ten- 
dientes a una jurisprudencia que tome contacte con el / 
desenvolvimiento de las ciencias sociales y del espiri­
tu, y que le permita a al vez reflexiones sobre su posi 
ciôn y funciones en la sociedad (Hagen valora particu- 
larmente la obra de Dietrich Bbhlers "Rechtstheorie als 
kritische Reflexion).
En cuanto a la ciencia del derecho como // 
fuente del mismo, ello résulta de que sôlo aquella, al 
organizar un complejo material de las normas sanciona- 
das, permite concebir, y de tal modo, pone al derecho / 
como unidad (aproximadamente en este sentido Cari Schmitt 
Die Lage der europâischen Rechtswissenschaft (1943/1944), 
Verfassungsrechtliche Aufsatze, Duncker & Humboldt, Ber 
lin, 1973, pag. 412, Ko comparto la posiciôn general de 
Schmitt expuesta en ese articule, pero encuentro valio- 
sa su aclaraciôn sobre el punto aqui mencionado). Por o 
tra parte, Kelsen afirma; "Es también verdad que, en el 
sentido de la teoria kantiana del conocimiento, la cien 
cia juridica, como conocimiento del derecho, al igual / 
que todo conocimiento, tiene carâcter constitutive, y / 
por ello "produce" a su objeto, en tanto lo concibe co­
mo una totalidad de sentido. Asi como el caos de las /•/ 
percepciones sensibles sôlo mediante el conocimiento or
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denado de la ciencia deviene Cosmos, esto es, Naturale- 
za como un sistema unitario, del mismo modo la profusiôn 
de las normas juridicas générales e individuales adopta 
das por los ôrganos del derecho sôlo llegan mediante el 
conocimiento de la ciencia juridica a forraar un sistema 
unitario y exento de contradicciones, un orden juridico" 
(Reine Rechtslehre, Franz Deuticke, Viena, 1976 -reedi- 
ciôn de la ediciôn de 1961-, pag.74).
Mas Kelsen aclara a renglôn seguido; "...es 
ta "producciôn" tiene carâcter exclusivamente gnoseolô­
gico". Y anade en nota; "La -ciencia juridica es oonocj^ 
miento, no configuraciôn del derecho" (pag.75, segunda 
nota al pie).
Aqui vale la observaciôn arriba citada de 
Schild sobre la imposibilidad de ejercitar la ciencia / 
del derecho sin influir a la vez sobre la praxis. Por / 
lo demâs, el punto de vista de Kelsen depende de una 
posiciôn teorética muy influida por el positivismo filosô 
fico (Schild, articule cit., pag.71). Frente a ello ca 
be recordar con Ulfrid Neumann (trabajo cit,, poag.186), 
que"el postulado de la neutralidad valorativa de las 
ciencias debe limitarse a las ciencias naturales. Las 
ciencias humanas, cuya posiciôn propia frente a las na­
turales se funda en la identidad de sujeto y objeto, / 
de sociedad como ente que se investiga y es investigado, 
estân remitidas, por dicha identidad, y la relaciôn con 
la prâctica que detlla résulta, a la tarea de desarro-
192 bis
liar y discutir normas de la vida social, sobre cuya ca 
pacidad para posibilitar institucionalmente una vida 
digna debe procurarse lograr consenso". (Los subrayados 
son originales del autor aludido).
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EXCURSUS SOBRE U  JURISPRUDENCIA 
CONSTITUCIONAL ATINENTE AL GOBIERNO 
MILITAR DE 1966-1972
Lo establecido por el art. 3 del. Estatuto de 
la "revoluciôn Argentina" en el sentido de que el gpbier 
no ajustarla su cometido a las disposiciones del Estatu 
to, las de la Constituciôn Naçional y leyes y decretos 
dictados en su consecuencia en tanto no se opusieran a 
los fines enundiados en el Acta de la Revoluciôn Argen­
tina" , es susceptible de ser directamente entendido co­
mo una autorizaciôn para que el Présidente actuara sin 
sujeciôn a las normas générales, fueran éstas estatuta- 
rias, constitucionales, légales o reglamentarias. En e- 
fecto, los cometidos de la "revoluciôn" eran, como lo / 
senalo en el capitulo precedente,indicaciones de genera 
lidad y amplitud taies que cualquier tipo de acto ejecu 
tivo podia considerarse adecuado a ellos, de modo que / 
el Présidente quedaba desligado de la observancia de // 
las normas générales referidas al supuesto en que reali 
zara su actividad ejecutiva.
Asi se lo admitiô, si bien no en la teoria, 
por lo menos en la prâctica, por el Procurador General 
de la Naciôn y por la Corte auprema de Justicia, en el 
caso "Sindicato de Prensa s/acciôn de amparo", resuelto 
el 5 de junio de 1967 (Colecciôn de Fallos citada ante- 
riormente, t. 268, pag. 16, sentencia a partir de la // 
pag. 19). Para comprender este caso es preciso tener en 
cuenta otro anterior, el registrado en el tomo 245, pag. 
86 de la colecciôn citada. En este ûltimo precedente, /
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como èn el del "Sindicato de Prensa" se trataba de la / 
"intervenciôn" de un gremio por parte del Poder Ejecuti 
vo Nacional al que el art. 8 de la ley 14.455, de Aso- 
ciaciones Profesionales de Trabajadores, vedô interve­
nir taies asociacionee. Durante la presidencia constitu 
cional del Dr. Prondizi, el Poder Ejecutivo intervino 
a la Asociaciôn Bancaria de Tucumân. Régla el estado de 
sitio, pero el Poder Ejecutivo no manifestô que actuara 
por razones vinculadas a la emergencia que habia deter- 
minado la declaraciôn del estado de sitio. Ante ello, / 
la Corte considerô que la terminante prohibiciôn del // 
art. 8 de la ley aludida importaba necesariamente la in 
validez del acto de intervenciôn producido por el Poder 
Ejecutivo.
En 1966, por el decreto 321 de ese aho, el 
gobierno militar intervino, sin que existiera esta vez 
estado de sitio, al mencionado Sindicato de Prensa. Lie 
gado el asunto ante la Corte Suprema por via de apela- 
ciôn extraordinaria contra una sentencia de segunda ins 
tancia que hacia lugar al amparo, el Procurador General, 
Dr. Eduardo H.Marquardt, al dictaminar sobre el recurso 
(v. el ya citado volumen 268, pag. 16 de la Colecciôn / 
de Fallos dé la Corte Suprema de la Naciôn Argentina) / 
partiô de negar que el art. 3. del mencionado Estatuto 
significara desligar al Presidents de la observancia de 
la ley, ni dejar librada la actividad administrativa al 
arbitrio del Poder Ejecutivo, ni conferir a la voluntad 
de aquel, expresada por cualquier medio, el valor de // 
ley suprema. La imposibilidad de entender en tal senti-
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do lo dispuesto en el art. 3. del Estatuto surgla, para 
el Procurador General, de que el concepto del Estado de 
Derecho no es conciliable con las proposiciones recién 
enunciadas. Asi, pues, se apelaba a un fundamento dis- 
tinto a la voluntad del poder militar para determinar / 
los limites de dicho poder. Cabe hacer notar que el Pro 
curador General se orienté hacia un concepto puramente 
formal del Estado de Derecho, en cuya caracterizaciôn / 
la soberania popular y la division de poderes no juegan 
ningûn papel, y todo estriba en la autosujeciôn del po­
der -de un poder ilimitado en si, y colocado por arriba 
del conjunto de la sociedad- a sus propias normas (vid. 
nota a este Excursus). De todos modos, esa concepciôn / 
formal del Estado de Derecho arrojaba el saldo de que / 
el Présidente no era legibus solutus e imponia darle al 
art. 3. del Estatuto un alcance distinto del que le que 
ria dar la decisiôn del Poder Ejecutivo# impugnada ante 
la Corte Suprema.
La idea del Procurador General acerca del 
significado posible del art. 3 del Estatuto fue que los 
fines de la "Revoluciôn" eran fuentes de potestad para 
legislar en determinadas materias.
Para partir de esta premisa,era preciso de 
mostrar antes que de los objetivos de la "revoluciôn" / 
enunciados en el Anexo 3 del Acta respectiva cabia dedu 
cir atribuciones para legislar que fueran mâs allâ de / 
las otorgadas al Congreso por el art. 67 y concordantes 
de la Constituciôn Nacional.
El Procurador General omitiô deraostrar tal 
punto, y en estas llneas, destinadas a la presentaciôn
1#
critica de su posiciôn, no me cabe intentar el anâlisis 
pertinente. Solo conviene serialar que la exeesiva arapl^ 
tud de las clâusulas del Anexo 3 dificulta el intente / 
de leerlas como atribucionés de poderes bien détermina^ 
dos.
Supuesto no obstante,que de taies fines e- 
numerados en el Anexo 3 cupiera extraer la existencia / 
de un plus de atribucionés legislativas con respecte a 
las que la Constituciôn otorga al Congreso, el art. 3. 
del Lstatuto en cuanto se refiere a dichos fines, ten- 
dria por funciôn seAalar que la actividad legislativa / 
del Iresidente (el cometido législative el Presidents) 
deberia ceBirse a las atribucionés que le confieren el 
Estatuto, en cuanto se remite a la Constituciôn (art.3) 
y a las 'otras atribucionés de legislar emergentes del 
Anexo 3 (Fines de la "Revoluclôn"). (Recuérdese que el 
art. 3 reza: "El gobierno ajustarâ su cometido a las // 
disposiciones de este Estatuto, a las de la Constituciôn 
Nacional y Leyes y Décrétés dictados en su consecuencia, 
en cuanto no se opongan a les fines enunciados en el Ac 
ta de la Revoluclôn Argentina").
Desde luego, no tendria mayor sentido leer: 
"El gobierno ajustarâ su cometido legislatjvo a las dia 
posiciones de este Estatuto, a las de la Constituciôn / 
bacional y leyes y décrétés dictados en su consecuencia, 
como asimismo a les fines enunciados en el Acta de la / 
Revoluclôn Argentina".
Entonces, séria preciso leer:"El Gobierno 
ajuütarà su cometido legislative a las disposiciones de
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este Estatuto, a las de la Constituciôn hacional y a // 
los fines enunciados en el Acta de la Revoluclôn Argen­
tina" .
Asi leido, el citado art. 3 del Estatuto / 
habrla importado negar al Presidents toda facultad de / 
carâcter constitucional, y habrla significado que el p£ 
der constituyente, que la Junta Revolucionarla se habla 
arrogado, sôlo correspondla a êsta, lo cual, ante la // 
concentraciôn de poder operada en*el Presidents, y la / 
disoluciôn de la Junta, no dejaba de resultar oportuno. 
Pero para el Procurador General hay que dar por exelui- 
do este significado de la norma en cuestiôn, atentas o- 
tras afirmaciones de su dictamen que luego se examina- 
rân.
La utilidad del art. 3,, pues, vendrla a / 
derivar en el esquema que procure deducir del dictamen 
examinado, de la necesidad de disipàr toda duda y poner 
énfasis en cuanto al carâcter limitative de la Constitu 
ciôn que poseia el Acta de la "Revoluclôn", lo cual ten 
dria lôgica, mas hasta el memento ningûn gobierno mili­
ter habia ejercido taies atribucionés.
La lecture propuesta del art. 3 » que ems£ 
ge a mi juicio como conclusiôn del dictamen del Procura 
dor General en el caso "Sindicato de Prensa" es posible, 
no obstante,de otra objeciôn. A saber, que dicha manera 
de entender la norme aludida no de cuenta de la menciôn 
a las leyes y décrétés que se efectûa en el art. 3.» lo 
cual no tendria sentido si el "cometido del Gobierno" a 
que se refiere dicho precepto fuera sôlo un"cometido / 
legislativo,como lo he venico suponiendo hasta aqui»
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El dictamen comentado da un punto de apoy'o 
importante para disipar la objeciôn. En efecto, sostie-r 
ne que es posible que algunos de los fines de la "Revo- 
luciôn" se hailen especificados con fôrmulas de inmedia 
ta operatividad, de las que surjan atribucionés no ya / 
legislativas, sino ejecutivas, susceptibles por ello de 
ponerse en ejercicio de manera directe.
Habida cuenta de esto, el art. 3. del Esta 
tuto tendria también el sentido de disponer que cuando 
los fines "revolucionarios" aparecieran concretados de 
tel forma que cupiera su directe ejecuciôn, el Gobierno 
actuara segùn taies normes, aûn cuando contradijeran a 
las leyes y los decretos que reglaran la materia. Por / 
esta via adquieren,ademàs, mayor relieve las expresio- 
nés literales del art. 3 (leyes y decretos...en cuanto 
no se opongan a los fines, etc,...).
Por tanto, el art. 3 del Anexo 3 del Acte 
de la "Revoluclôn Argentine" habria podido leerse asi:
El cometido legislativo del Gobierno se ajustarâ al Es­
tatuto, la Constituciôn hacional y los fines de la Revo 
luciôn enunciados en el Anexo,3 del Acta respective, y 
sus funciones ejecutivas se realizaràn conforme con lo 
prescripto por el Estatuto, la Constituciôn Nacional jr 
las leyes y decretos dictados en consecuencia de êsta, 
debiendo ademâs, ajustarse a lo que surje de los fines 
enunciados en el Anexo cuando ellos posean inmediata o- 
peratividad ejecutiva, no obstante cualquier disposiciôn 
en contrario de la Constituciôn y de las leyes y decre­
tos dictados en consecuencia de esta.
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Llegado a esta conclusiôn, sôlo le restaba 
al Procurador General establecer que existia en el Ane-* 
xo 3 del Acta de la "Revoluclôn" algûn enunciado de las 
caracteristicas aludidas que permitiera la intervenciôn 
de las asociaciones profesionales por el Poder Executi­
ve, o sea, que anulara o restringiera los alcances del 
art. 38 de la ley 14.455.
Tal facultad directa habiria surgido a jui- 
cio del Procurador General, del "objetivo"enunciado ba- 
jo la letra D en el Anexo 3 del Acta de la "Revoluclôn 
Argentina" (Objetivos Politicos - fines de la Révolu-.' 
ciôn). Dicho enunciado reza; "En el âmbito de la polity 
ca laboral - Alcanzar un justo equilibrio entre los in- 
tereses de la Naeiôn, del trabajo y de la empresa, man- 
teniendl las organizaciones correspondientes dentro del 
marco especifico de su funciôn propia". Este vago propô 
sito no tiene suficiente concreciôn para deducir de él 
la derogaciôn de una norma legal tan précisa como el // 
art. 38 de la ley 14.455. Lo que estaba en juego no e- 
ra determinar si las asociaciones profesionales podian 
sobrepasar sus funciones especificas o limitarse a ellas, 
pues, obviamente, tanto para la ley 14.455, como para i 
el Acta de la "Revoluclôn" sôlo valia el segundo térmi- 
no de la alternativa. En cambio, el problema conslstia 
en aclarar de que medios disponia el gobierno para co- 
rregir los abusos de los gremios. La ley 14.455 lo remi 
tia a la decisiôn de los tribunales, y el Acta de la // 
"Revoluclôn" no decia en ese punto absolutamente nada.
El Procurador General debe haber advertido
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la insuficiencia de lo establecido en el "objetivo" sub 
D del Acta, Anexo 3, y ello explica porque recurriô a / 
la cita del "documente dado a conocer el 13 de julio de 
1966 bajo la denominaciôn "Pollticas del Gobierno Nacio 
nal", complementario, y, por tanto, intégrante del refe 
rido Anexo" en las palabras del propio Procurador Gene­
ral. En ese documente se expresô que, respecte de las / 
organizaciones gremiales, "no se intervendrâ en las mis ' 
mas mientras no se ajusten en au acciôn a los fines es­
pecif icos para los cuales ban sido creadas y a la legia 
laciôn pertinente".
No he podido hallar el documente referido 
en el Boletin Üficial, pero, si en el diario La Naeiôn, 
precisamente en la ediciôn de fecha 14 de julio de 1966. 
Alli se encuentra (pag.l) el texte de dichas "politicas 
del Gobierno Nacional", con ese titulo, y, como subtitu 
l o , "(Cursos de acciôn générales conducentes al logro / 
de los objetivos politicos fijades en el Anexo del Acta 
dé la Revoluclôn)". La noticia periodistica express que 
dicho documente fue entregado por el vocero del gobier­
no, y se lo reproduce con la siguiente indiçaciôn ini- 
cial; "El documente fue elaborado tras la reuniôn del / 
gabinete nacional realizada durante la mahana y 11-eva / 
la firma del Jefe de Estado".
Este se encontraba autorizado, ciertamente, 
por el Estatuto del gobierno militar para dictar "leyes", 
pero ello requeria las formas habituales de la ley, de 
las que, como es manifiesto, no estaban revestidas di­
chas "Politicas". Aûn mâs, ellas se califieaban a si //
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mismas como "cursos de acciôn générales" y no como "pre 
visiones vinculantes" que era el carâcter que el dicta­
men del Procurador General les conferia en términos ex- 
presos.
No o&stante, lo que mâs llama la atenciôn 
en las aseveraciones del Procurador General consiste / 
en que eleva las llamadas "Politicas" a la catégorie de 
normes supralegales, es decir, constitucionàles, cuando 
hubiera bastado atribuirles meramente el valor de ley / 
para que quedara derribada la prohibiciôn del art. 38 / 
de la ley 14.455, siempre que las dudosas expresiones / 
de dicho documento (las "Politicas") hubieran tenido en 
efecto ese sentido, como lo sostenia el Procurador Gen£ 
ral. Para arriesgar una explicaciôn diria yo que mien­
tras las formas externes de una ley estân muy bien de- 
terrainadas, la imprecisiôn reine en cuanto a cuales de- 
ben ser las caracteristicas formales de los actos ?con^ 
titucionales" del poder militar, y tal vez ello haya fa 
cilitado que se confundiera dichas "Politicas" con los 
instrumentes de gobierno emanados del poder militer. Lo 
cierto es que pôr esta via mâs bien casual vino a atri- 
buirse al Presidents la facultad de complementer los Pi 
nés de la "Revoluclôn", adquiriendo asi aquel una part^ 
cipaciôn en el poder constituyente que se habian arroga 
do las Puerzas Armadas.
En definitive, los argumentos de que se va 
liô el Procurador General para demostrar que los Fines 
Revolucionarios contenian une concrete permisiôn,que eu 
briera el acto del Poder Ejecutivo entonces impugnado.
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fueron tan endebles que el dictamen comentado vino a / 
consentir en la prâctica, si no en la teoria, que aquél 
actuara sin sujeciôn a las normes générales referidas / 
al caso.
La Corte Supreme declarô la improcedencia 
formai del amparo en el caso aludido, lo que le permi-'" 
tiô evitar un explicito pronunciamiento de fondo, y, al 
propio tiempo, darle efectos al acto impugnado, con lo
que el Tribunal vino a quedar en la misma situaciôn prâc 
tica que el Procurador General. Algunas vagas referen-. 
cias a los Fines enunciados en el Anexo 3, contenidas / 
en el pronunciamiento de la Corte, podian interpretarse 
mâs bien en el sentido de que si el Poder Ejecutivo po­
dia perseguir el cumplimiento de esos fines su acciôn / 
resultaba légitima. Con ello habria quedado establecido 
que el Présidente estaba desligado de la ley.
En todo caso, la posiciôn de la Corte Supre 
ma en este punto vino a aclararse con posterioridad.
El Procurador General tuvo oportunidad de / 
reiterar su criterio al producirse la clausura de un se 
manario politico, pese a que no regia, ni cuando se pro 
dujo la clausura, ni cuando se decidiô el caso, el esta 
do de sitio que hubiera podido fundar el acto del gobièr 
no, de otro modo prohibido por la Constituciôn, lo cual 
garantiza la expresiôn de las ideas por la prensa sin / 
censura previa, y a fortiori, como dijeron la Corte Su­
preme y el Procurador General en ese caso, impide que / 
se tomen medidas como la indicada (vid. Colecciôn de Fa 
llos de la Corte Supreme de Justicia, tomo 270, pag.268
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y sigs.). El Procurador General no se apartô en nada de 
su posiciôn final in re "Sindicato de Prensa", esto es, 
siguiô sosteniendo que cualquier directive politica ema 
nada del Presidents que contradijera a la Constituciôn 
o a las leyes bastaba para derogar los preceptos cons^ 
titucionales o légales afectados, pero no encontrô nin- 
guna directive susceptible de cumplir tal funciôn en el 
caso.
La Corte Supreme, por su parte, sostuvo // 
que los Pines de la Revoluclôn en nada alteraban las / 
garanties constitucionàles (aûn cuando, segûn lo dijo p£ 
co despuês en el precedents "Rodolfo P. Molinas" - Pallos, 
t. 270, pag.367- podrian haberlo hecho).
En otros términos, los fines indicaban que 
el poder militar se proponla el total respeto a las ga­
ranties constitucionàles en cuanto no estuvieran limita 
des por enunciados bien concretos emanados de dicho po­
der (de otro modo lo resuelto en el caso Molinas no hu­
biera tenido justificaciôn). Por otra parte, como el // 
principle de legalidad de los actos administratives es- 
tâ consagrado por el art. 19, ûltimo pârrafo, de la Cons, 
tituciôn Nacional, era obvio, para la Corte Supreme, que 
al invocar los "fines" aludidos el gobierno cala en con- 
tradicciôn, pues al hacerlo apelaba a normas que expresa 
mente prohibian la medida que tomaba. En fin, el Alto 
Tribunal reconocîa la potestad constituyente arro ^ d a  por 
la Junta de los Comandantes en Jefe, no se expédia sobre 
la que pudiera tener el Presidents, pero no daba valor 
de instrumentes cons- ! J! I l  I I  I I i ! i I I  I I j ! ! j I I U ! I l  I I  I I  I I  I
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titucionales a las directivas emanadas de este, y no // 
consideraba a los "Fines", y a la disposiciôn del art.3 




LA NOCIüN DE ESTADO DE DERECHÜ
El término "estado de derecho" fue acunado 
por la teoria del estado alemana del slglo pasado. No / 
esta bien determinado quién comenzô a usarlo (vid.Ulrich 
Scheuner, Die neuere Ihtwicklung des Rechsstaats in / / 
Deutschland, en Hundert Jahre Deutsches Rechtslebens, / 
Festschrift zum hUndertjahrigen Bestehen des Deutschen 
Juristentages, 1860-1960, Karlsruhe, I960, pag. 229, no 
ta 1), pero, de todas maneras, el autor qud dio presti- 
gio al término fue Robert Mohl (Das Staatsrecht des Kgr. 
Würtenberg, 1829, y Die Geschichte und Literatur des // 
Staatswissenschaften, 1855, cit. por Scheuner en el ar- 
ticulo antes aludido, pag. 239, notas 50 y 51). Entre / 
los factores que integran la concepciôn del Estado de / 
Derecho se encuentra, sin duda, la subordinaciôn de los 
ôrganos del poder a la ley, a las normas générales. Es­
to es una exigencia de la seguridad juridica y un freno 
a la arbitrariedad. La sujeciôndél poder a la ley es u- 
na exigencia ya formulada por Aristôteles y frecuente- 
mente reiterada en la Edad Media (Scheuner, loc. cit., 
pags. 235/236). No obstante, una cosa es afirmar la ids 
a de un poder sujeto a las leyes y otra que, cOmo lo d£ 
finiô Laband, el Estado no pueda exigir de sus miembros 
ninguna acciôn u omisiôn, ni ordenarles ni prohibirlès » 
nada sino con base en una proposiciôn juridica, es de­
cir, que el poder sôlo proviens del ordenamiento norma­
tive (la cita de Laband estâ extraida de Krabbe, Die //
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Moderne Staats-Idee, Haag, 1919, pag. 1). En todo caso, 
en la Edad Media el mismo principle de sujeciôn a la // 
ley valia efectivamente, como ya lo senalô Charles / 
Howard Me Ilwain, sôlo para la esfera patrimonial, mien 
tras que en la esfera de las decisiones "pollticas" re­
gia el principle "princeps legibus soluto" (Constitucio 
nalismo Antiguo y Moderne, traducciôn de José Rovira Ar 
mengol, Buenos Aires, 1958).
El absolutisme mantiene una concepciôn de 
la soberanla inconciliable con la sujeciôn a la ley, // 
que no es sino un medio de poner en prâctica un poder / 
en si ilimitado, y que sôlo por razones de eficacia a- 
cepta subordinarse a las normas que él mismo establece, 
mientras no existan otras razones de Estado mâs impor­
tantes que aconsejen lo contrario. En cambio, la suje­
ciôn a la ley, y, mâs todavia, el principle de que el / 
poder sôlo surge de la lev, son caractères esenciales j 
del constitucionalismo moderne. En efecto, si cabe adm^ 
tir la existencia de un poder soberano, ilimitado e in- 
condicionado, éste queda reservado, dentro de la conce£ 
ciôn del constitucionalismo, al pueblo, y los ôrganos / 
comunes de gobierno son los ejecutores de una comisiôn, 
encargo o trust. Segûn Locke, el poder de las legislate 
ras es "only a fiduciary power to act for certain ends" 
(Second Treatise of Civil Government, paragrafo 139), y 
el poder ejecutivo era ya definido por los monarcôraacos 
como ôrgano de la ley (asi la Vindiciae contra tyrannos 
de Junius Brutus, citada por Carl Schmitt, Die Diktatur, 
3a. ed., 1964, pag. 20).
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Esta concepciôn reposa, a su vez, en el // 
principle de la supremacia de la persona humana, y de / 
los atributos de libertad e igualdad de todos los hom- 
bres que se deducen de dicho principio. Nadie puede ser 
obligado a realizar una determinada conducta si no es / 
en virtud de su asentimiento, que se manifiesta en la / 
participaciôn en el process legislativo. Las claves de 
bôveda de esta concepciôn son el concepts de inenajena- 
bilidad de la soberanla popular, sostenido por Altusio 
y luego por Rousseau y el principio sentado por este ûl 
timo en cuanto a que la voluntad general, por ser tal, 
sôlo puede expresarse en normas générales (conf. Gierke, 
Johannes Althussius und die Entwicklung der naturrecht- 
lichen Staatstheorien, id. 1968, y G. Schmitt, op, cit. 
pag. 120).
Dentro de este esquema résulta impensable 
la existencia de un derecho a actuar contra la ley, por 
que la potestad pûblica dimana de ésta, y alcanza exac- 
tamente hasta donde llegan los limites de la ley. La // 
concepciôn de la soberanla popular inenajenable, que es 
por entero compatible con el principio de legalidad, y 
que lo hace rigurosamente exigible, nos obliga asi a pa 
sar los limites de la idea formai del Estado de Derecho 
y accéder al concepto material del mismo, tal como lo / 
entendiô Robert Mohl, quien, con todo acierto, vio tal 
representaciôn del Rechtsstaat ya desarrollada en los / 
clâsicos del pensamiento antiabsolutista (cf. Gumplowicz 
RechStstaat un Sozialismus, Innsbruck, 1881, pag. 136 y 
sigs.)(l).
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La ley a la que deben sujetarse los gober? 
nantes, segûn el principio del Estado de Derecho, no es, 
pues, cualquier norma general proveniente de cualquier 
instancia, sino la emanada del pueblo o de la represen­
taciôn popular.
Junto a esta caracterlstica bâsica del Es­
tado de Derecho aparece tradicionalmente el principio / 
de la divisiôn de poderes, tendiente a evitar que la a- 
cumulaciôn de atribucionés en una sola mano lleve a la 
lesiôn de la esfera de libertad de cada persona, cuyos 
derechos deben contar con la protecciôn de una judicatu 
ra independiente.
La concepciôn meramente formai del Estado 
de Derecho es producto de la derrota del constitucioha- 
lismo liberal alemân luego del fracaso de la Revoluclôn 
de 1848 (cf. Hans Gangl, Der deutsche Weg zum Verfassungs 
staat im 19. Jahrhundert, en Der Staat, cuademo comple 
mentario (Beiheft) 1, Problème des Konstitutionalisinus 
im 19. Jahrhundert, Berlin, 1971, pags. 23 y sigs.; asi 
mismo, Hasso Hofmann, Legitimitët gegen Legalitât, Der 
Weg der politischen Philosophie Cari Schmitts, Berlin, 
Neuwied, pag. 29 y sigs.; Hella Mandt, Tyrannisleherc / 
und Widerstandrecht, Dérmstadt und Neuwied, 1974, pag./ 
205 y sigs.). La tendencia a la adaptaciôn y al compro­
mise entre el principio de legitimidad monârquica y el 
democrâtico liberal condujeron al positivisme juridico 
y a las fôrmulas transaccionales en las que los elemen- 
tos formales pasaban al primer piano. Stahl, indiscuta­
ble teôrico de la reacciôn alemana, viô la esencia del
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Estado de Derecho en la sujeciôn de la actividad del Es 
tado a normas générales, sin admitir empero la tutela / 
judicial de los derechos de los ciudadanos frente a la 
Administraciôn. La productiva labor de Otto Bëhr y /// 
Rudolf Gneist tuvo por meta obtener el reconocimiento / 
de la protecciôn jurisdiccional, pero sôlo hasta alli / 
llegô en adelante la idea generalizada del Estado de De 
recho, expresada en definiciones como las de Meyer-An- 
schütz y Pleiner (vid. Scheuner, art. cit., pag. 247, / 
nota 89), si bien un administrativista como Otto Mayer 
formulaba todavia alguna alusiôn a elementos materiales 
del concepto del Estado de Derecho (ibid, pag. 229, no­
ta 1). El shock del nazisme condujo a la restauraciôn / 
del concepto material del Estado de Derecho, aûn cuando 
autorès ligados a tendencias mâs autoritarias, como F// 
Portshof, se mantienen en una posiciôn prôxima al con­
cepto formai del Estado de Derecho (Scheuner, art. cit., 
pag. 234, nota 12). De todos modos, la opiniôn dominan­
te considéra que la consagraciôn del principio del Esta 
do de Derecho por la Ley Fundamental de Bonn no remite 
al concepto formai sino al material, y, aûn mâs, no se 
titubea en considerar al primero como portador de cons£ 
cuencias fatales (Scheuner, art. cit., pag. 248). Por o 
tra parte, la doctrina anglosajona subraya que la mera 
exigencia de un orden juridico vinculante no basta para 
cubrir el concepto de "rule of law", pues"legalidad" de 
algûn tipo existe hoy dia en cualquier forma de Estado 
(ello se hace valer también respecte de la legalidad en 
los estados socialistas autocrâticos - cf. Scheuner, //
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art. cit., pag. 257, nota 58).
Résulta de lo dicho hasta aqui, que el die 
tamen del Procurador General examinado en el excursus / 
precedente se cine a una concepciôn formai del Estado / 
de Derecho no compatible con las valoraciones bâsicas / 
del constitucionalismo, y que no puede fundar bien ni / 
siquiera su propio principio de legalidad formai, pues 
el carâcter vinculante de éste depende de la aceptaciôn 
de la teoria libéral del poder soberano.
1) Elias Diaz (Estado de Derecho y sociedad democrâtica, 
Ed. Cuadernos para el Diâlogo, 6a. éd., Madrid, 1975, / 
pag. 19 y sigs.) expone exclusivamente la concepciôn ma 
terial delEstado de Derecho, al igual que Alessandro 
ratta en su articulo Estado de Derecho publicado en Sis 
tema n. 17-18, abril de 1977, pag. 11 y sigs.
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Excursus sobre la teoria juridica 
y el reconocimiento judicial délias 
facultades de los gobiernos militares
Como quedô dicho en la exposiciôn princi­
pal de este capitule, la Corte Suprema y el Procurador 
General insistieron, en el caso "Ricardo P.Molinas" (Fa 
llos de ese tribunal, t. 270, pag. 367), en que la con- 
gruencia obligaba a reconocer integramente las faculta­
des que el gobierno militar se habia arrogado en 1966, 
aunque ellas dejaron sin efecto a diversas garantias // 
constitucionàles. Y esta exigencia de total reconocimien 
to del sistema de poder como indiscutible ordenamiento 
de nuevas competencias constitucionàles se ligô, en la 
jurisprudencia aludida, a la necesidad de preservar un 
orden juridico eficaz.
Los acentos kelsenianos que aqui suenan // 
son aûn mâs claros en algunos fallos judiciales, que di 
rectamente expresan que no tiene sentido discutir sobre 
la validez de una u otra disposiciôn de los instrument 
tos bâsicos del gobierno militar, pues ello séria poner 
en tela de juicio a la norma fundamental(1).
Ahora bien, no parece tan fâcil sostener / 
que por razones de gnoscologia juridica no quepa el des 
conocimiento judicial y el rechazo de determinadas nor­
mas que forman parte del ordenamiento bâsico de compe­
tencias del gobierno militar.
De hecho, la Corte Suprema de 1930 no reco 
nociô, como ya lo vimos, algunos actos del gobierno pro 
visional que importaban la asunciôn de nuevas competen-
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cias por parte de este.
Si fuera cierto que la exigencia de conce- 
bir el derecho como un ordenagiento unitario impide rea 
lizar distinciones respecto del reconocimiento de las / 
normas bâsicas, se habria dado, entonces, un absurdo ju 
ridico, pero que sin embargo, no afectô al orden real, 
ni a los valores comprometidos.
Pensamos, frente a ello, que la misma teo­
ria de Kelsen no fuerza a admitir semejante cesura en­
tre la lôgica juridica y los fenômenos de la realidad / 
social, ni que obligue a sacrificar los valores mâs pre 
ciosos en aras al interès en la coherencia del penéamien 
to juridico.
Desde luego, résulta preciso diferenciar / 
entre la teoria pura y el positivisme juridico tradicio 
nal. Este ûltimo, como lo subraya el propio Kelsen, con 
sidera que cuando existe un poder habitualmente obedec^ 
do, todas las normas que emanan de él son derecho(Kelsen 
Problem der Souverànitât und die Théorie des Volkerrechts 
Ed. Scientia Aalen, 1960, pag. 100, nota 1, cita al res 
pecto la definiciôn de Somlo. La de Austin, agregamos, 
es anâloga a êsta -v. en Einführung in Rechtsphilosophie 
und Rechtsthéorie der Gegenwart, editada por A.Kaufmann 
y W.Hassemer, ya cit., el traoajo de Per Mazurek, / /'/ 
Analytische Rechtstheorie, pag. 167 de la obra aludida).
Es decir, pues, que en el positivisme juri 
dico tradicional el poder efectivo es equiparado al de­
recho. Como lo dice la mâxima de Spinoza: übi vis, ibi 
jus.
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Precisamente es esta posiciôn la que Kelsen 
rechaza explicitamente, fundado en la distinciôn taran­
te entre ser y deber ser que constituye la mêdula de su 
pensamiento; el deber ser (derecho) no puede derivarse 
nunca del ser (el hecho del poder). Entre los inconta- 
bles pasajes de Kelsen donde expresa su rechazo a la i- 
dentificaciôn del derecho con el hecho del poder# seha- 
lamos, aparté del ya citado Das Problem der Souverànitètt 
pags. 100/101, la confrontaciôn con Bergbohm en las “pags. 
96 y 97 (nota 1), en la obra recién mencionada, y el p£ 
râgrafo 17 de Der soziologische und der juristische /// 
Staatsbegriff#,Scientia Verlag, Aalen, 1962, page. 92 y 
sigs., en especial la nota dedicada a Erich Kaufmann, / 
pags. 99/104.
De la estricta separaciôn entre ser y deber 
ser se sigue, por lo tanto, como lo expresa Kelsen, que 
el concepto de derecho no permits deducir que el conte- 
nido del orden juridico sea realizable, y que por régla 
se realice (Das Problem der Souverànitât, pag. 100).
De alli se sigue que el orden juridico ha de 
ser concebido como un encadenamiento de juicios de de­
ber ser, cuya unidad proviens de que todos ellos resul- 
tan referidos a un juicio ûnico, que sirve de base al / 
entero encadenamiento, y que es la norma fundamental.
Pero el encadenamiento de juicios de deber'/ 
ser aludido tiene que corresponder a una réalidad psico 
lôgicQ social, y es preciso extraer su material de las 
relaciones coactivas que se dan en la sociedad, de los
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actos de voluntad imperativos que integran esas relacio 
nés. El contenido de estos actos de voluntad considera- 
do abstractamente, con prescidencia de lo volitivo psi- 
colôgico, se integra en la cadena del deber ser (esta / 
es la distinciôn esencial que efectûa Kelsen entre el / 
querer como hecho y el sentido de este querer como de­
ber ser -cf., por ej., Der soziologische und der juris- 
tische Staatsbegriff, pag. 75 y sigs.; Reine Rechtslehre, 
cit., pag. 9 y sigs.-)
Asi, pues, que mientras en el piano fâcti- 
co fluye el curso mâs o menos caôtico de los actos de / 
voluntad imperativos, en el piano correspondiente del / 
deber ser el contenido de esos actos, despojado de su / 
costra psicolôgica, integra el ordenado equilibrio del 
cosmos juridico (v. la nota 23 del texto principal de / 
este capitule). Entre ambos tiene que existir correspon 
dencia suficiente como para que el orden juridico (el / 
encadenamiento conceptual, tenga positividad, aparezca 
realizado en términos générales (im grofîen und ganzen 
Reine Rechtslehre, cit. pag. 219).
La exigencia aludida en ûltimo término ré­
sulta fundada si el derecho ha de pensarse como positi- 
vo(2), y lleva a demandar que la norma fundamental,Phes 
ta en la base de la construcciôn mental "ôrden juridico", 
esté concebida en términos que permitan, a grosso modo,/ 
la mayor correspondencia posible entre el piano del de­
ber ser y el de lo fâctico (se trata aqui de la aplica- 
ciôn analôgica del principio de economia del pensamien­
to formulado por Mach, que hace Kelsen en Das Problem /
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der Souverànitât, pag. 99 -v. al respecto Wolfgang //// 
Schluchter, Entscheidung für das sozialen Rechtsstaat, 
Kiepenheuer & Witsch, Koln, Berlin, 1968, pags. 41/42).
lero Kelsen mismo se encarga de advertir / 
que el principio de economia tendiente a establecer la 
mayor correspondencia posible entre el deber ser^y Ta / 
fadticidad del poder no debe llevar a la equiparaciôn / 
entre poder y derecho, que aquel principio es uno entre 
varios de los que nan de fijar la norma fundamental, no 
pudiéndose descuidar la necesaria tensiôn entre reali?, 
dad y valor (palabras estas ûltimas que usa expresamen 
te en los lugares seAalados en el pârrafo anterior).
De acuerdo con lo nasta aqui dicho, el ma£
co para la fijaciôn de la norma fundamental segûn Kelsen 
estaria foimado asi.:
a) principio de economia,tendiente a que exista la ma­
yor correspondencia posible entre el deber ser y el he­
cho social, entre valor y ser (como dice también Kelsen, 
Das Problem der Souver&nitët, pag. 100);
b) rechazo de la equiparaciôn entre poder y derecho, ne 
cesidad de preservar la tensiôn entre valor y realidad;
c) necesidad de que, de todos modos, a grandes rasgos, 
exista correspondencia entre el orden juridico pensado 
y las relaciones reales de poder.
Parece que cualquier formulaciôn de la nor
ma fundamental capaz de adecuarse a este marco cumple /
suficientemente con los postulados cognoscitivos que // 
inspiran la dpctrina kelseniana.
Sin embargo, cabe recordar que Kelsen, en 
la Reine Rechtslehre, dice que no existe elecciôn entre
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diversas normas fondamentales posibles, sino que sôlo / 
cabe adoptar aquella formulaciôn que otorgaba carâcter 
de objetiva validez a la constituciôn en sentido mate­
rial (es decir, al orden de competencias para la produc 
ciôn del derecho -cf. Reine Recntslehre, cit.? pag.229).
Esta posiciôn, que Kelsen no funda, y que / 
deja de lado las distinciones, plenamente justificadas 
a partir de las bases metôdicas elegidas de Das Problem 
der Houverânitât y de Der soziologische und der juris- 
tische Staatsbegriff, haria de la norma fundamental una 
nueva expresiôn de la situaciôn de poder existante, sa- 
crificando asi la distinciôn bâsica entre ser y deber / 
ser y el rechazo de la identificaciôn entre poder y de­
recho.
Realmente, este rechazo, que Kelsen afirma 
constantemente en las obras recién aludidas, se ve com- 
prometido desde el principio por la imposibilidad en // 
que se encuentra aquél de proporcionar criterios cienti 
ficamente vinculantes para fijar el contenido de la nor 
ma fundamental. Por negarse, a diferencia de los neokan 
tianos de la Escuela de Margburg (Hasso Hofmann, Legiti 
mitât gegen Legalitât, cit., pag. 47, texto y nota 31), 
a establecer conexiones entre la ética y el derecho, y 
por profesar un relativismo consecuente, debe renunciar 
a dar a la norma fundamental el carâcter de "un valor / 
absolute", para utilizar sus propias palabras (Der sozio 
logische und der juristische Staatsbegriff, pag. 102, / 
nota ) y tender una barrera entre aquella norma fun­
damental y la idea del libre consenso como base para el
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encadenamiento del deber ser juridico (Allgemeine Staats 
lehre, Verlag Dr. Max Gehlen, Bad Hamburg V.D. Hôhe, // 
Berlin, Zürich, 1966, pag. 250, sub B).
Por otra parte, fija en forma que aqui no 
objetamos, las condiciones lôgicas de la norma fundamen 
tal, pero al no conseguir precisar el criterio de selec 
ciôn del contenido de ésta, deja aparentemente librada 
la conformaciôn del orden juridico a la subjetividad de 
cada intérprete. Y para salir de este subjetivismo y al 
canzar la objetividad indispensable en la construcciôn 
del orden juridico, no queda mâs reraedio que identifi- 
car norma fundamental con el poder que existe, renuncian 
do asi a las bases del sistema.
El problema de norma fundamental oscila a- 
ai entre el reconocimiento de un deber ser proveniente 
de la ética social -cosa imposible para Kelsen- y la i- 
dentificaciôn de poder y derecho, que aquél sabe incom­
patible con su propia teoria.
Oigamos al mismo Kelsen pronunciarse al // 
respecto en su ya citada confrontaciôn con Erich Kauf­
mann, que lo acusa de abandonar la distinciôn entre ser 
y deber ser; "Por mucho que deba admitirse la coinciden 
cia que en cuanto al contenido se haya de constatar en­
tre las normas juridicas y el comportamiento prâctico / 
de las personas, el "poder", no se puede jamâs, empero, 
so pena de perder la mâs propia creencia del derecho, / 
renunciar a aquella contradicciôn entre derecho y poder, 
como entre deber ser y ser, entre valor y realidad, que 
debe ser aceptada siempre de nuevo y bajo todas las cir
220
cunstancias. . Si la norma fundamental
juridica tuviera el carâcter de un valor absoluto, el / 
problema séria entonces bien simple. Precisamente por­
que la norma fundamental puede sôlo reclamar validez ht 
potética, relativa, pues su contenido manifiestamente / 
corresponde con tipos del ser...mas el orden juridico / 
como norma aparece en contraste con el ser del comport^ 
miento fâctico, se configura el problema de modo tan d1 
ficil" (Der soziologische und der juristische Staats­
begriff, pag. 102, nota -los subrayados son de Kelsen).
Résulta, en resumidas cuentas, que los pos 
tulados de que parte el sistema kelseniano, o sea, dis­
tinciôn entre ser y deber ser (no deducibilidad entre g 
no y otro) y desvinculaciôn total entre ética y derecho 
no pueden ser mantenidos hasta el final.
De todos modos, las condiciones de la nor­
ma fundamental expuestas mâs arriba, sub a, b y c, tie- 
nen, a nuestro juicio, un valor independiente de taies 
dificultades. Pero taies requisites en nada obligan a / 
admitir en la esfera del valor (siguiendo el vocabula-' 
rio kelseniano) a todas las competencias que quiera arro 
garse el poder existente. Una posiciôn limitativa, como 
la de la Corte Suprema de 1930, que aceptô sôlo una par 
te de las facultades asumidas por el gobierno provisio­
nal, no aparece como un atentado a la lôgica, ni compro
raete la posibilidad de actuar un orden juridico eficaz,
como lo dijo la Corte Suprema de 1966.
Por lo tanto, en ûltima instancia, la ju­
risprudencia que acepta en su integridad las facultades
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con que se adornan los gobiernos militares sigue el cr^ 
terio jusfilosôfico del positivisme clâsico; coinciden- 
cia del poder y el derecho, del ser y del deber ser: // 
Ubi vis, ibi jus.
1) lor ejemplo,el fallo del juez federal, Dr. Eduardo / 
Francisco Marquardt, en el nabéas corpus intentado por 
el profesor Roberto Bergalli (i*a Naeiôn, 16 de octubre 
de 1976).
2) Kelsen distingue entre derecho natural y derecho po- 
sitivo, pero atribuye a ambos ser sistemas normatives / 
(Die Philosophischen Grundlagen des Naturrechtslehre // 
und des Rechtspositivismus, Pan-Verlag Rudolf Heiss, // 
Chariottenburg 2, 1928, pag. 10, parâgrafo 3, y Die Idee 
des Naturrechts, Zeitschrift für ôffentliches Recht, 7 
(1928), pags. 221-250. Extraigo esta segunda referen- 
cia de Wolfgang Schluchter, Entscheidung für den sozial 
en Rechtsstaat, cit.,pag. 35, nota 13, v. en esa obra / 
de Schluchter, pags. 35 y 36).
Pero en su ûltima época Kelsen niega la p£ 
sibilidad de que existan normas que no reposen en un ac 
to de voluntad, aunque esta pueda ser ficticia (Zum /// 
begriff der Norm, Festschrift für H.C.Nipperdey, I, /// 
1963, pag. 57 y sigs.). Asi, el derecho natural, en /// 
cuanto pretende estar integrado por normas fundadas en 
el conocimiento, y no en la voluntad, queda descalifica 
do, pero también cabe pensar, como lo hace Verdross ///
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(Statisches und dynamisches Naturrecht, Verlag Rombach- 
Freiburg, 1971, pag. 60), que asi queda del todo abando 
nada la regia que impide derivar el deber ser del ser, 
pues ahora todo deber ser requiere un ser, Entonces no 
cabria ya decir, como lo hacia antes Kelsen, que el po­
der y el derecho no se identifican, y que la necesidad 
de pensar el ordenamiento juridico como correspondiente, 
en grandes rasgos,a una realidad social, no es nota // 
del concepto de derecho.
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PALABRAS FINALES
Heinos prociirado expôner el proceso de la / 
decadencia de la democracia constitucional en la Argen­
tina.
Para ello se ha presentado el desarrollo / 
del poder militar en su aspecto normative, y, asimismo, 
el proceso de deterioro de las poco consolidadae creen- 
cias légitimantes democrâticas, y la apariciôn, a par­
tir de 1930, de creencias autoritarias que gozan de fuer 
te arraigo.
Asl, hemos visto que el liberalismo del pg 
triciado, estuvo desde el principle perjudicado per la 
funciôn socio-econômica de esa clase terrateniente y // 
per su tipica mentalidad polltica dualista (con este // 
nos referimos al abismo en la teoria y las creencias p£ 
liticas), sobrevivencia, segûn opinâmes, de la época co 
lonial.
Prente al desarrollo del proceso democràti 
co a partir de 1912, y a la imposibilidad del patricia­
do para admitirlo, el "libéralisme” de esa clase domi­
nante se transformô cada vez mâs en mera profesi&n de / 
fé rehida con les hecnos, agravândose hasta limites ex 
tremos la dualidad mental sehalada, que sôlo puede ser 
llevada adelante con la negaciôn de todo planteo media- 
namente serio, y con la consiguiente decadencia cultu­
ral del sector patricio.
Las clases médias, con fuertes compensâtes 
inmigratorios, nan vivido culturalmente dependientes //
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del patriciado, han aceptado la imagen del pals y de su 
historia impuestos por aquél.
Sin embargo, las claudicaciones en cuanto 
a las exigencias de la democracia en que incurrlan e in 
curren los politicos que representan a dichos sectores 
medios, al intentar una politica democrâtico constitu-» 
cional prescindiendo de la mayoria, se explican también 
como fenômenos pequeno burgueses que no resultan pecu- 
liares de la Argentina.
Tal vez aparece como mâs original en ella 
el nacionalismo burgués, que en todo momento, a partir 
de sus iniciOjba unido sus aspiraciones a una politica 
eeonômica dotada en lo externe de mayor autonomia, y // 
tendiente,en lo interne, a una mayor distribuci&n -y là 
consiguiente ampliaciôn del mercado- con las banderas / 
del autoritarisme, encauzando en el a las masas obreras, 
en gran parte recién integradas a la moderns sociedad / 
industrial
Pensâmes que ello se debe a que la indus- 
trializaciôn tardia de la Argentina nace que les progrg 
mas burgueses se nayan elaborado a la luz de la déclina 
ciôn en el âmbito europeo del pensamiento politico ava& 
zado en les medios burgueses(1). tor otra parte, la con 
secuciôn de los objetivos del nacionalismo burgués re- 
queria movimientos de masa que, desde el punto de vista 
de la seguridad de los intereses burgueses, era precise 
controlar, y para ello nada mejor que la fôrmula carias 
mâtico-plebiscitaria de legitiraaciôn.
La claudicaciôn de los représentantes de /
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las clases médias, que afectô vitalmente la credibili- 
dad de las ideas democrâtico-constitucionales, y el pre 
dominio del programs nacionalista burgués se explican» 
pues, por razones ligadas a las formas tipicas de reac- 
cionar de los sectores respectives en esta época de la 
cultura europea.
Las peculiaridades de la situaciôn argenti 
na marcan, en cambio, la historia de los partidos y ten 
dencias de izquierda, que iniciaron su carrera adheri-v. 
dos a las creencias democrâticas, si, pero atrapados // 
por el esquema cultural del patriciado y carentes de un 
marco social adecuado, pues la clase obrera se reducia 
a concentraciones aisladas, especialmente en la Capital 
del pais, de trabajadores inmigrantes, muchas veces slg 
pies artesanos.
Esta izquierda estuvo destinada a ir a re- 
molque del patriciado, y ni siquiera la reacciôn que sé 
produjo entre los intelectuales surgidos de su medio, / 
luego de 1955, significô liberarse del todo del todo // 
del predominio patricio, El nacionalismo de izquierda ./ 
es, en efecto, una adaptaciôn del nacionalismo aristo- 
crâtico (también del burgués), que lleva a poner a la / 
nueva izquierda al servicio de la fôrmula carismâtico- 
plebiscitaria, mientras lo que queda de la vieja izquier 
da sigue las fôrmulas de "liberalismo" fraudulento pro- 
pias del patriciado en su mayoria.
Tenemos, pues, que, simplificando algo y / 
dejando de lado ciertos matices, las creencias légiti­
mantes son: a) ese "liberalismo" fraudulento y presidi-
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do por una mentalidad politica dividida y por el temor 
a las masas; y b) el carismatismo plebiscitario.
La ideologia de la seguridad nacional no a 
parece,en cambio, arraigada mâs allâ de las necesidades 
ad usum delphini.
La misma ciencia juridica desempena un pa- 
pel en el deterioro de la democracia y contribuye a a- 
fianzar las primera de las tendencias arriba rnenciona- 
das.
Lo caracteristico del panorama argentine / 
es la ausencia de corrientes que realmente,unan pogra- 
mas econômicos y sociales renovadores a las ideas del / 
constitucionalismo democrâtico, y el general escepticis 
mo que reina acerea de este ûltimo.
Ello ha contribuido a que se frustraran // 
histôricas oportunidades de poner en juego tales progra 
mas, y de encauzar por la senda de la superaciôn pacify 
ca, los conflictos que corroen la vida del pais,
El probleraa bâsico en ese orden consiste / 
en que las necesidades del desarrollo industrial, y las 
lôgicas aspiraciones de los sectores nuevos requieren u 
na araplia limitaciôn de los privilegios del patriciado 
( 2).
El desarrollo del poder militar aparece a- 
si, por una parte, como un recurso al brazo armado del 
que se vale aquella clase dominante para seguir mante- 
niendo su situaciôn, pese al debilitamiento de su hege- 
monia socio-cultural, y por otrâ parte, como producto / 
del proceso de los otros sectores sociales en la créa-
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ciôn de una aiternativa viable a la estructura tradicio 
nal de la sociedad argentina.
ïal falencia ha ocasionâdo un penoso retro 
ceso social, econômico y cultural, asl como dado lugar 
a una feroz represiôn, hasta ahora inédita en la histo­
ria argentina moderna, que sin embargo, estâ sembrada / 
de persecuciones y mano dura. Todo esto incide negativa 
mente en las posibilidades de un proceso de superaciôn 
del estado de cosas por via del desarrollo democrâtico, 
mâxime teniendo en cuenta las creencias légitimantes // 
mâs difundidas.
Evidentemente, si no se tomara conciencia 
de la situaciôn descripta, la factibilidad de una reno- 
vaciôn de las ideas politicas y juridieas séria nula. E 
llo nos ha movido a realizar este estudio, que reùne un 
catâlogo de problemas juridicos, histôricos y politicos 
a resolver, de interrogantes de ese orden que requieren 
una atenciôn mâs profunda y concentrada de la que ha es 
tado en nuestro poder otorgarles.
De todos modos, lo aqui hecho ha estado de 
terminado por amor a esa Argentina terriblemente difi- 
cil, en cuyo suelo espero un parvenir para mis hijos.
1) V. con relaciôn a ello, Gino Germani, Politica y So­
ciedad en una Epoca de Transiciôn, Paidôs, Buenos Aires, 
1968, pags. 183/184.
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2) Un autor tan ligado al patriciado como Mariano Gron- 
dona, reconoce que la clase dominante tradicional no // 
fue capaz de aceptar el acceso de sectores nuevos al / 
poder politico, y que tal actitud ha sido un elemento / 
especialmente negative en la vida el paia (v. de este / 
autor, Los Dos Poderes, Emecé, Buenos Aires, 1973, pag. 
113 y sigs., y Politica y Gobierno, Editorial Columba, 
Buenos Aires, 1962, pag. 29).
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